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Introducción 

Este informe pretende ofrecer un análisis exhaustivo, basado en la evidencia y avalado a 
nivel nacional, de las formas en que las políticas, los programas, los sistemas, los procesos y los 
mecanismos nacionales y subnacionales han contribuido a abordar la pobreza infantil en España, 
prestando particular atención a los niños, niñas y adolescentes en situación de especial 
vulnerabilidad.    

Este documento pretende contribuir al diagnóstico de la situación de la pobreza infantil en 
relación con cinco áreas de política pública incluidas en la iniciativa de la Garantía Infantil 
Europea (GIE): pobreza infantil, educación infantil y atención a la primera infancia, educación, 
salud y nutrición y vivienda. El diagnóstico recogido en el documento se basa en un análisis 
sistemático de indicadores, de información relevante extraída de entrevistas en profundidad 
con informantes clave y en una minuciosa revisión bibliográfica que incluye estudios previos 
sobre la pobreza infantil y la exclusión social en España. La dimensión territorial y los posibles 
déficits de implementación reciben una atención especial, tanto en el análisis de los datos como 
en la revisión de la literatura existente. 

Este documento se acompaña de un informe adicional que recoge un análisis en profundidad 
sobre las iniciativas específicas para reducir la pobreza y la exclusión social entre los niños, niñas 
y adolescentes que incluye recomendaciones detalladas para la plena aplicación de la GIE en 
España.1 

Antecedentes de la Garantía Infantil Europea 

En 2015, el Parlamento Europeo pidió a la Comisión Europea y a los Estados miembros de la 
Unión Europea, "en vista del debilitamiento de los servicios públicos, la introducción de una 
Garantía Infantil para que todos los niños y niñas en situación de pobreza puedan tener acceso 
a la asistencia sanitaria gratuita, a la educación gratuita, al cuidado infantil gratuita, a una 
vivienda digna y a una nutrición adecuada, como parte de un plan europeo integrado de lucha 
contra la pobreza infantil". 

La propuesta de la Comisión Europea para la GIE fue adoptada por el Consejo de Empleo, 
Política Social, Sanidad y Consumo (EPSCO) de la Unión Europea en junio de 2021. Esta 
propuesta enfatiza en el acceso efectivo y gratuito a servicios de calidad en los ámbitos de la 
educación infantil y atención a la primera infancia (ECPI), la educación, la sanidad, la nutrición y 
la vivienda adecuada. 

La Comisión Europea (DG de Empleo) se ha asociado con la Oficina Regional de UNICEF para 
Europa y Asia Central (UNICEF ECARO) con el fin de estudiar cómo podría funcionar La GIE en la 
práctica y proporcionar recomendaciones para el diseño y la implementación exitosa dLa GIE. 
Como parte de este compromiso, UNICEF ECARO ha estado trabajando desde julio de 2020 con 
los gobiernos nacionales y locales de siete Estados miembros de la UE (Bulgaria, Croacia, 
Alemania, Grecia, Italia, Lituania y España) y los principales actores críticos nacionales y locales 
de estos países. 

Parte de este apoyo ha incluido el desarrollo de estudios nacionales de análisis en 
profundidad de las implicaciones de política publica que podría tener la GIE. El objetivo general 
de estos análisis en profundidad es apoyar a los gobiernos nacionales de los siete países con 
proyectos piloto en el diseño, la implementación y la evaluación de la GIE. Los análisis en 
profundidad están diseñados para proporcionar la información y la evidencia que los gobiernos 
necesitan para el desarrollo de los Planes Nacionales de Acción de Garantía Infantil (PNAGI) 
basados en evidencias. En ellos se analiza las políticas, los servicios, los presupuestos y los 
mecanismos para abordar las barreras de acceso a los servicios de los niños y niñas y las 

 
1 Moreno Fuentes, F.J., et al., Initiatives to reduce poverty and social exclusion among children and recommendations for the 
implementation of the European Child Guarantee in Spain, 2021. 



6 

 

necesidades no cubiertas en las cinco áreas de la GIE: educación infantil y atención a la primera 
infancia (ECPI), educación, salud, nutrición y vivienda. 

Estos análisis en profudidad han sido diseñadas para ayudar a los gobiernos y 
administraciones a identificar a los niños y niñas que deben ser priorizados en sus futuros PNAGI. 
Además, tienen como finalidad recomendar las medidas de política pública que deben ponerse 
en marcha en los niveles de gobierno nacional, regional y local para complementar las medidas 
existentes que ya han tenido un impacto positivo en los niños, niñas y adolescentes. Asímismo, 
este tipo de análsis en profundidad identifican, recopilan y recomiendan indicadores que 
podrían utilizarse para supervisar y evaluar el impacto de los PNAGI y las propuestas sobre cómo 
abordar las lagunas identificadas en los datos. 

Para más información sobre La GIE, veáse: 
https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=1428&langId=en  

  

https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=1428&langId=en
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1. LA POBREZA INFANTIL EN ESPAÑA: PRINCIPALES TENDENCIAS, DINÁMICAS Y 
DESAFIOS 

● España ha experimentado niveles relativementa elevados de pobreza infantil desde la 
Gran Recesión que se inició en 2008, con grandes disparidades en todo el país.  

● Los niños y niñas más pequeños y otros grupos vulnerables son los que corren mayor 
riesgo de sufrir todas las formas de pobreza, incluidos los que proceden de hogares de 
mayor tamaño, de origen migrante y de comunidades gitanas, así como los que están 
en situación de discapacidad.  

● La aplicación de la Garantía Infantil Europea en España debe aspirar a equilibrar la 
necesidad de garantizar los derechos básicos a todos los niños y niñas en situación de 
dificultad con la necesidad de prestar especial atención a aquellos que son 
especialmente vulnerables a la pobreza. 

España es uno de los países que experimentó el mayor incremento tanto de las 
desigualdades como de las tasas de pobreza durante y después de la crisis económica y fiscal 
mundial que comenzó en 2008. El bienestar de los niños y niñas se vio gravemente afectado 
durante los seis años de la Gran Recesión como consecuencia, en gran parte, de las crecientes 
tasas de desempleo y del deficiente nivel de protección social que sufre una parte significativa 
de la sociedad española. 

Mientras la mayoría de los niños y niñas sufrían las consecuencias de los recortes en 
educación y programas sociales que se introdujeron en respuesta a la Gran Recesión, la situación 
de los niños y niñas más vulnerables de España -que ya estaban en desventaja en comparación 
con los de la mayoría de los países europeos- se deterioró aún más.  

Más recientemente, el empeoramiento de las condiciones socioeconómicas de muchos 
hogares vulnerables como resultado de la pandemia de la COVID-19 ha hecho que una situación 
ya difícil sea aún más frágil para un gran número de niños y niñas. Desafortunadamente, los 
datos disponibles aún no nos permiten captar toda la magnitud e intensidad del impacto. 

En este capítulo se examinará la situación general de la pobreza infantil antes de explorar 
sus formas específicas, su evolución como un issue o problema de política pública, sus 
indicadores presupuestarios y la gobernanza y distribución del bienestar. También se analizarán 
las diferencias entre los objetivos e impactos de las políticas públicas antes de presentar las 
conclusiones. 

1.1. La situación de la pobreza infantil 

Pobreza relativa por carencia de ingresos 

Según datos de 2019, el 27,4% de los niños y niñas en España vive en riesgo moderado de 
pobreza, el 13,1% en riesgo alto y el 6% en riesgo severo (Alto Comisionado para la Lucha contra 
la Pobreza infantil, 2019).2  

Los niños y niñas resultan ser especialmente vulnerables a la pobreza relativa de ingresos: 
en 10 de los últimos 12 años, los niños de 0 a 17 años han sido el grupo de edad con mayor 
riesgo de pobreza moderada (Alba et al., 2020). Si desagregamos los indicadores por sexo, 
encontramos que el 26,4% de los niños están en riesgo moderado de pobreza, mientras que las 
niñas tienen un riesgo aún mayor (28,5%). Un análisis más detallado de los grupos de edad revela 
que el 29,3% de los niños y niñas de 12 a 17 años están en riesgo moderado de pobreza, mientras 

 
2 La tasa de riesgo de pobreza es la proporción de la población con una renta disponible equivalente (después de transferencias 

sociales) por debajo de un umbral de pobreza. Los tres umbrales más comunes se fijan en el 60% (moderado), el 50% (alto) y el 
40% (severo) de la mediana nacional de la renta disponible equivalente después de transferencias sociales (véase el Glosario de 
Eurostat: Tasa de riesgo de pobreza).  
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que las tasas son más bajas para los que tienen entre 6 y 11 años (26,4%) y para los menores de 
6 años (26,7%) (Véase la Tabla 1.1). 

 

Tabla 1.1. Pobreza infantil en España 

Niños, niñas y adolescentes en riesgo de pobreza (%) 

Por edad < 18 años < 6 años 6-11 años 12-17 
años 

 27.4 26.7 26.4 29.3 

Por nivel de estudios de sus padres < 18 años < 6 años 6-11 años 12-17 
años 

No se ha terminado la educación primaria, con educación 
primaria y sin finalizar la enseñanza secundaria 

51.8 51.6 49.9 53.8 

Enseñanza secundaria superior y enseñanza postsecundaria 
no terciaria 

37.1 40.5 34.4 36.2 

Educación superior 11.7 11.6 11.9 11.5 

Por país de nacimiento de sus padres  España País extranjero 

 19.2 51.1 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019.  

 

El análisis de la pobreza anclada revela la pobreza oculta al presentar la proporción de niños 
y niñas en riesgo de pobreza utilizando el umbral de un momento específico en el pasado (es 
decir, manteniendo el poder adquisitivo del umbral fijo y, por lo tanto, controlando los cambios 
en el precio de los bienes). Utilizando el umbral de 2008, el 31,5% de los niños y niñas en España 
estaba en riesgo moderado de pobreza en 2019. Tras cuatro años consecutivos de reducción de 
la pobreza infantil, en 2019 se produjo un aumento del 3,8% de los niños y niñas que viven en 
riesgo moderado de pobreza3. Tras desagregar por sexo, vemos que el 30,6% de los niños y el 
32,4% de las niñas vivían en condiciones de pobreza anclada en 2019. 

Una exploración de los indicadores de pobreza persistente proporcionados por la Encuesta 
de Condiciones de Vida (ECV), nos permite ver la proporción de niños y niñas que han vivido en 
hogares con ingresos relativamente bajos, tanto en el año en curso como en al menos dos de 
los tres años anteriores, revelando que el 17,4% de los niños y niñas se encuentran en un riesgo 
moderado persistente de pobreza. La pobreza está una vez más feminizada en este indicador, 
con un 19,4% de niñas en riesgo persistente frente al 15,4% de niños. 

Pobreza infantil absoluta  

La Encuesta de Población Activa Española (EPA) publica datos de los hogares y permite 
calcular la proporción de estos sin ninguna fuente de ingresos y con al menos un niño o niña y/o 
adolescente a cargo4.  Los datos del cuarto trimestre de 2020 muestran que 138.300 hogares (es 
decir, el 22,7% de todos los hogares con al menos un niño, niña/adolescente) no tenían ingresos 
(Alto Comisionado para la Lucha contra la Pobreza Infantil, 2019). 

 
3 https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/ilc_peps01/default/table?lang=en. 

4 El Índice de Bienestar Infantil de la OCDE también proporciona datos sobre la pobreza relativa de ingresos y los niños en hogares 
sin empleo. 

https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/ilc_peps01/default/table?lang=en
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Privación material  

Los indicadores de privación material nos proporcionan una imagen complementaria de la 
vulnerabilidad que experimentan los niños y niñas. Se considera que los niños y niñas viven con 
privaciones materiales si no pueden acceder a tres de una lista de nueve bienes y servicios 
básicos. Si no pueden acceder a cuatro de ellos, se considera que viven en privación material 
severa.5 En 2019, el 15,5% de los niños y niñas en España estaba en situación de privación 
material, mientras que el 6% vivía en privación material severa (Plataforma de Infancia, 2020).6  
En total, el 18% de los niños y niñas se encontraban en riesgo moderado de pobreza y, al mismo 
tiempo, vivían en una situación de privación material severa (Alba et al., 2020). 

Los niños y niñas más pequeños son los más afectados por la privación material severa, con 
un 6,7% de los menores de 6 años en esta situación en 2019. Las proporciones eran más bajas 
para los de 6 a 11 años (5,1%) y los de 12 a 17 años (6,2%). La privación material severa afecta 
más a las niñas que a los niños en el caso de los menores de 6 años (7,4% de las niñas frente al 
6,1% de los niños), según los datos de la ECV. Sin embargo, los niños de 7 a 11 años tenían más 
probabilidades de sufrir privación material severa que las niñas (5,2% y 4,9% respectivamente), 
con una disparidad similar entre los de 12 a 17 años (6,4% para los niños y 6,1% para las niñas). 
En conjunto, se estima que el 53,1% de los niños y niñas vivían en hogares con dificultades para 
llegar a fin de mes en 2019. Esta cifra era de unos cinco puntos porcentuales menos que en 
2018, pero seguía siendo superior a la media de la población general (Alba et al., 2020). 

La Unión Europea (UE) ha mejorado la forma de medir de la pobreza infantil calculando la 
privación material específica del niño o niña mediante un conjunto de 18 indicadores 
personales, del hogar y específicos para la infancia. La privación material se define por la 
carencia de cinco o más de los ítems o bienes, mientras que la privación material severa se 
evalúa como la carencia de siete de los elementos que son inasequibles para los niños y niñas 
de 1 a 15 años (Guio et al., 2012). 

Utilizando estos indicadores, en 2014, el 28,3% de los niños y niñas en España se 
encontraban en situación de privación material, careciendo de una media de 5,9 de los ítems o 
bienes. La proporción de niños y niñas con privación material parece estar correlacionada con la 
edad: el 26,5% de los niños y niñas de entre 1 a 5 años; el 27,3% de los niños y niñas de 6 a 11 
años; y el 32,4% de los niños y niñas de entre 12 a 15 años sufren privación material (Eurostat, 
2021). 

La desagregación de esta privación material por composición del hogar muestra que los 
hogares monomarentales (36,3%), y los hogares compuestos por dos adultos y tres o más niños 
o niñas (36,7%) tienen los mayores grados de privación material. Los hogares monomarentales 
tienen una tasa de privación material por hijos o hijas que es un 28,3% más alta que las tasas de 
los hogares con dos adultos con hijos o hijas a cargo. Del mismo modo, los hogares con dos 
adultos y tres o más niños y/o niñas tienen una tasa de privación material específica de los niños 
y niñas que es un 29,7% más alta que la del conjunto de los hogares con dos adultos con niños 
y/o niñas a cargo (Alba et al., 2020). 

Excluyendo los indicadores específicos de la infancia, los 13 indicadores restantes se utilizan 
para calcular la tasa de privación material y social, definiendo a una persona que presenta 
privaciones materiales y sociales cuando no puede adquirir cinco de los bienes o servicios. El 
país de procedencia también parece tener un impacto significativo en la situación de las 

 
5 Los nueve elementos son: pagar el alquiler, la hipoteca o las facturas de servicios; mantener su casa adecuadamente caliente; 
hacer frente a gastos imprevistos; comer carne o proteínas con regularidad; ir de vacaciones; disponer de un televisor, una lavadora, 
un coche, un teléfono. Se considera que una persona está en situación de privación si tiene una incapacidad forzosa para acceder a 
un artículo. 

6 Es importante señalar que éste (y una gran parte de los indicadores presentados aquí) se basa en datos de los hogares. Por lo tanto, 
se tiene en cuenta la capacidad global del hogar para permitirse los artículos y no la capacidad individual de los miembros del hogar. 
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personas de entre 16 a 19 años. En 2019, el 11% de los que residentes nacionales sufrían 
privación material y social, mientras que esta tasa se elevaba al 28,8% para los que tenían 
nacionalidad extranjera. Estas grandes diferencias se mantienen cuando comparamos la tasa de 
privación entre los ciudadanos de la UE que viven en España (excluyendo a los españoles), que 
se sitúa en el 14,7%, con las tasas de los que no son ciudadanos de la UE que se sitúan en el 
33,6%. 

Pobreza multidimensional basada en los ingresos, el patrimonio y el trabajo   

El indicador multidimensional “en riesgo de pobreza y exclusión social” (AROPE) proporciona 
información sobre la medida en que los niños y niñas experimentan pobreza relativa, privaciones 
materiales graves y/o viven en hogares con baja intensidad de trabajo (hogares en los que los 
adultos en edad de trabajar no pudieron trabajar más del 20% de sus horas potenciales de 
trabajo durante el año anterior). El indicador AROPE sugiere que alrededor de un tercio de todos 
los niños y niñas (30,3%) están en riesgo de pobreza o exclusión social en España (Plataforma de 
Infancia, 2020) (véase Tabla 1.2). 

Al desglosar los resultados por quintil de ingresos y tipo de hogar, se confirma que tanto los 
hogares monomarentales con hijos o hijas a cargo, como los hogares con dos adultos y tres o 
más hijos o hijas a cargo tienen los porcentajes más altos de niños y niñas en riesgo de pobreza 
o exclusión social. En total, el 46,8% de los niños y niñas que viven en un hogar monomarental 
y el 93,2% de los que se encuentran en el quintil más pobre y en un hogar monomarental están 
en riesgo de pobreza o exclusión social (Eurostat, 2021). 

Tabla 1.2. Porcentaje de niños, niñas y adolescentes en riesgo de pobreza 
y exclusion social (AROPE)  

 

Por edad <18 años < 6 años 6-11 años 12-17 
años 

  

 30.3 29.7 29.3 31.9   

Por quintil de ingresos y tipo de hogar Total 1º quintil 2º  quintil 3º quintil 4º quintil 5º quintil 

Hogar monomarental con hijo o hija a cargo 46.8 93.2 29.8 5.8 7.8 5.6 

Dos adultos con un hijo o hija a cargo 21.3 88.8 22.8 4.1 1.7 2.2 

Dos adultos con dos hijos o hijas a cargo 22.9 87.3 28.2 1.2 3.7 0 

Dos adultos con tres o más hijos o hijas a cargo 43.8 89.9 35.5 0.9 1.4 0 

Tres o más adultos con un hijo o hija a cargo 33.4 86.8 32.9 5.6 4.4 3.2 

Hogar con hijos o hijas a cargo 28.6 88.5 29.0 3.1 3.4 1.4 

Por nivel de estudios de sus padres  < 18 
años 

< 6 años 6-11 años 12-17 
años 

  

No ha terminado la educación primaria, con 
educación primaria y enseñanza secundaria 
inferior (niveles 0-2) 

58.1 57.9 57 59.4   

Enseñanza secundaria superior y enseñanza 
postsecundaria no terciaria (niveles 3 y 4) 

39.4 43.3 37.2 37.7   



11 

 

Educación superior (niveles 5-8) 13 13,5 12,9 12,7   

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

El riesgo de pobreza infantil o exclusión social parece tener una correlación negativa con el 
nivel educativo de los padres del niño o niña. En total, el 58,1% de los niños y niñas cuyos padres 
tienen un nivel de instrucción inferior a la secundaria están en riesgo de pobreza o exclusión 
social, que se reduce al 39,4% en el caso de los niños y niñas cuyos padres han tenido una 
educación secundaria superior y al 13% en el caso de los niños cuyos padres han alcanzado una 
educación superior. El origen migratorio de los niños y niñas también es relevante a la hora de 
examinar el riesgo de pobreza o exclusión social: el 49,6% de los niños y niñas con al menos un 
progenitor de origen migrante estaban en riesgo de pobreza o exclusión social en España en 
2019, la tasa más alta de la UE (Eurostat, 2021; Alba et al., 2020). 

Aunque el indicador AROPE es uno de los más utilizados para medir la pobreza en Europa, 
no tiene en cuenta las múltiples dimensiones de la pobreza. Esta limitación puede resolverse 
mediante el uso de los indicadores del Análisis de las Privaciones Múltiples Superpuestas 
(MODA) de UNICEF, que se incluirá en el análisis de los sectores de política pública revisados en 
este informe.  

1.2. La evolución de la pobreza infantil como un problema de política pública 

A pesar de que en España se registran desde hace años unas tasas de pobreza infantil 
anormalmente altas, no siempre ha sido un tema importante para la opinión pública ni ha 
formado parte de la agenda política. El tema ha sido abordado, definido y debatido en foros 
académicos, y ciertamente no ha pasado desapercibido para las organizaciones de la sociedad 
civil, pero rara vez ha figurado en el debate social y político. 

El gasto en programas de protección social para familias y niños y niñas en España aumentó 
muy por encima de la media europea en los años anteriores a la crisis económica que se inició 
en 2008. Pero esos programas se sacrificaron rápidamente en respuesta a las crecientes 
demandas financieras de los programas de protección social que funcionaban como 
estabilizadores automáticos una vez iniciada la crisis. Según estimaciones del Centro de Estudios 
Económicos Tomillo para un informe de UNICEF (2015), el gasto total en infancia disminuyó en 
7.776 millones de euros (16,4 %) desde 2010 hasta 2013, una reducción que fue especialmente 
perjudicial para programas que ya estaban infradotados. 

La mayor visibilidad sociopolítica de este issue o problema de política pública en los últimos 
años ha sido impulsada gracias  a una combinación de por lo menos tres factores 1) la inspiración 
de los debates que tienen lugar en otros lugares de Europa; 2) el trabajo de las organizaciones 
no gubernamentales (ONGs) dedicadas al análisis de esta cuestión y/o a la prestación de 
servicios a las poblaciones en riesgo; y 3) la intensificación de los problemas sociales provocados 
por una sucesión de crisis (Marí-Klose y Moreno Fuentes, 2021). 

A mediados de la primera década del siglo XXI, diversas organizaciones internacionales 
comenzaron a señalar los anómalos niveles de pobreza infantil en España. Las primeras señales 
de alarma aparecieron en 2010, en el Joint Report on Social Protection and Social Inclusion de la 
Comisión Europea, donde España no sólo aparecía como uno de los países con mayor incidencia 
de pobreza infantil, sino también como uno de los Estados miembros de la UE más ineficaz en 
su reducción a través de las transferencias públicas. En su informe periódico de 2010, el Comité 
de los Derechos del Niño hizo una petición a España para que abordara el problema de la 
pobreza infantil (Comité de los Derechos del Niño, 2010). 

Además, en su informe de 2018, este Comité manifestó una gran preocupación por un nivel 
de inversión estatal en la infancia que no era lo suficientemente alto como para compensar el 
impacto negativo de la grave crisis económica y social que comenzó en 2008 y que ha provocado 
un aumento de la pobreza y la desigualdad social. El Comité instó a España a "definir líneas 
presupuestarias para los niños y niñas en situación de desventaja o marginación que puedan 
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requerir medidas sociales afirmativas y asegurarse de que esas líneas presupuestarias estén 
protegidas incluso en situaciones de crisis económica, desastres naturales u otras emergencias" 
(Comité de los Derechos del Niño, 2018: 3, observación 9c). Otros informes y pronunciamientos 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y del Consejo de 
Europa (2013) también llamaron la atención sobre las mismas anomalías. 

La forma en que se ha enmarcado la pobreza infantil en el debate público se debe en gran 
medida al trabajo de varias ONGs que han descrito la pobreza como una violación de los 
derechos del niño y han denunciado sus implicaciones, reclamando la adopción de políticas 
públicas. Esto ha sido un factor muy importante para atraer la atención de la opinión pública y 
propiciar un cambio en las políticas. La introducción de la pobreza infantil en la agenda pública 
no ha sido fácil para las ONGs y ha llevado tiempo debido a que tras la prolongda crisis derivada 
de la Gran Recesión había también otras necesidades sociales que competían por la atención 
pública. 

Los primeros trabajos académicos que se centraron específicamente en la pobreza infantil 
en España se remontan a finales de la década de 1990, con una investigación pionera 
patrocinada por UNICEF de Cantó-Sánchez y Mercader-Prats (1998). En 2008, un informe de 
Marí-Klose y otros autores sobre la inclusión social en España generó una gran cobertura en los 
medios de comunicación, mostrando a los niños y niñas como el grupo de edad que se 
enfrentaba a la mayor incidencia de la pobreza relativa (Marí-Klose et al., 2008). En los años 
siguientes, a medida que se extendían las consecuencias de la recesión y las políticas de 
consolidación fiscal, informes de otras organizaciones del tercer sector, como el Observatorio 
Social la Caixa, Cáritas, UNICEF, Save the Children y Educo, pusieron de manifiesto la anómala 
situación de la pobreza infantil en España. 

Estos informes, junto con las recomendaciones de las organizaciones internacionales, 
contribuyeron a una progresiva interiorización por parte de las administraciones públicas 
españolas de la necesidad de sistematizar información crucial. Esto incluía información sobre el 
funcionamiento real de las políticas y programas para hacer frente a la vulnerabilidad de los 
niños y niñas, sobre el impacto de los planes de transferencias monetarias en la reducción de la 
pobreza infantil y sobre la necesidad de valorar el impacto de las diferentes partidas 
presupuestarias en los niños y niñas. 

1.3. Indicadores presupuestarios y efectos previstos de la inversión en la infancia 

La aplicación de la GIE supone un esfuerzo de inversión social a medio plazo para mejorar la 
calidad de los servicios necesarios para los niños y niñas. En este apartado se analizan algunos 
de los problemas relacionados con la política de inversión en la infancia, así como los indicadores 
presupuestarios que deben tenerse en cuenta en el diseño del Plan Nacional de Acción de 
Garantía Infantil de España. El diseño del PNAGI podría incluir tres objetivos (entre otros) en 
materia de presupuestos y financiación: 

• estimar el coste de los programas en relación con los principales objetivos de la GIE, 
como los comedores escolares, el acceso a la educación infantil y atención a la primera 
infancia (ECPI), los costes de las actividades extraescolares, la prestación de servicios 
sanitarios gratuitos y los recursos para hacer frente al sinhogarismo. 

• calcular los recursos económicos necesarios para aplicar la estrategia, basándose en los 
recursos que se invierten actualmente, en particular el gasto de las administraciones 
centrales y territoriales. 

• establecer un conjunto de indicadores que permitan controlar y medir el impacto final 
del gasto público. 

Ya existe un primer enfoque o marco metodológico para el primer objetivo: estimar el coste 
de los programas. Este fue desarrollado recientemente por la Comisión Europea (CE) y requerirá 
ser perfeccionado antes de su validación y aceptación general (Guio et al., 2020; para España: 
Moreno-Fuentes y Rodríguez-Cabrero, 2020; Save the Children, 2019).    
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La consecución del segundo objetivo supone cuantificar el gasto público invertido en la 
infancia y su distribución funcional o por programas (como se ve en el informe sobre el impacto 
de los Presupuestos Generales del Estado en la Infancia, la Adolescencia y la Familia, Ministerio 
de Hacienda, 2019). Obviamente, el gasto público no incluye todo el gasto en infancia: es 
necesario incluir los recursos de la sociedad civil organizada y de las empresas (por ejemplo, 
para la financiación de centros de educación infantil). En relación con el tercer objetivo -
establecer indicadores para supervisar y medir el impacto social esperado de la GIE-, la 
Recomendación sobre la Garantía Infantil subraya la necesidad de definir un marco común de 
seguimiento de indicadores cuantitativos y cualitativos para evaluar la aplicación de la GIE por 
parte de los Estados miembros.7 

Nos centramos principalmente en el segundo objetivo: ¿Cómo cuantificar mejor el gasto 
público en la infancia? ¿Cuáles son las metodologías propuestas? ¿Podemos alcanzar un 
consenso sobre cómo medir la inversión en la infancia, un área en la que se han producido 
algunos avances gracias a los esfuerzos realizados por UNICEF España (véase la sección sobre 
indicadores nacionales)? 

En la actualidad, la literatura sobre indicadores presupuestarios relacionados con la infancia 
no dispone de un marco conceptual común. Se hacen recomendaciones sobre el uso del gasto 
público destinado a la infancia (véase, por ejemplo, El Comité de los Derechos del Niño, 2018), 
pero de estas recomendaciones no se deducen indicadores de medición y seguimiento precisos. 
La literatura disponible sobre España (Fundación Tomillo y UNICEF España, 2015; UNICEF 
España, 2017; UNICEF España y Fundación Tomillo, 2021) recoge el debate internacional sobre 
cómo medir el gasto público en infancia. Sin embargo, no ocurre lo mismo con los indicadores 
de seguimiento. 

En cuanto a la forma de medirlo, el debate se reduce a la medición del gasto, ya sea directo 
o indirecto, e incluso ampliado8 (participación de la edad en los gastos generales de seguridad, 
defensa, infraestructuras, etc.). Más concretamente, este enfoque limita la elección a dos 
criterios: estimar todo el gasto que beneficia a los niños y niñas directa o indirectamente, o 
estimar a dónde va ese gasto (si, por ejemplo, el gasto beneficia más a los niños y niñas que a 
los adultos). El primer criterio se considera preferible, dada que su aplicación es más sencilla.  
Obviamente, es necesario evaluar la distribución del gasto cuando se comparte con los adultos 
o con grupos de población específicos. Este criterio también se aplicaría al analizar el gasto 
público o las deducciones fiscales. 

La literatura sobre indicadores de seguimiento se centra tanto en la evolución del gasto a lo 
largo del tiempo como en los cambios en su función. En algunos casos, la naturaleza de la 
literatura es económica (González Bueno, 2018). En otros casos, se centra en la función del gasto 
en los programas (prestaciones económicas, educación, servicios sociales, salud y nutrición) en 
combinación con las dimensines orgánica (quién gasta) y económica (cuánto se gasta) 
(Plataforma de Infancia, 2015). En estos análisis, al igual que en otros de naturaleza similar 
(UNICEF, 2015), no se identifica una distribución del gasto entre los diferentes grupos de niños 
y niñas que constituyen la población objetivo de la GIE. 

Indicadores presupuestarios 

Para avanzar en la definición de los indicadores de gasto público en infancia es necesario 
analizar tres niveles de información: Indicadores europeos, nacionales y subnacionales. 

Indicadores europeos. Hasta ahora, el único indicador comparable a nivel de la UE es el 
Sistema Europeo de Estadísticas Integradas de Protección Social (SEEPROS): Función 

 
7 La aplicación de la Recomendación ECG requiere recursos adecuados y un uso óptimo de los fondos nacionales y de la UE. Council 
Recommendation (EU) 2021/1004 of 14 June 2021 establishing a European Child Guarantee, ST/9106/2021/INIT OJ L 223, 22.6.2021, 
p. 14–23 ( https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2021.223.01.0014.01.ENG). 

8 Por “ampliado”, nos referimos a la estimación de la participación teórica de los niños en las diferentes áreas del gasto público. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2021.223.01.0014.01.ENG
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Familia/Niños. Este indicador se limita a las prestaciones económicas y sociales de la protección 
social. No incluye los gastos de los servicios educativos ni los programas de servicios sociales. 
Asimismo, la OCDE define el gasto en la función familia e infancia como el gasto en prestaciones 
familiares, incluidas las ayudas económicas, que son exclusivamente para las familias y los niños 
y niñas. El gasto registrado en otros ámbitos sociales, como la sanidad y la vivienda, también 
ayuda a las familias, pero no de forma exclusiva, por lo que no se incluye en este indicador. La 
información de los Fondos Estructurales de la UE, como el Fondo Social Europeo (FSE) y otros, 
debe añadirse a este indicador. 

Indicadores nacionales. En este nivel, destaca la metodología desarrollada por UNICEF 
España, que asigna el gasto público directo e indirecto en infancia relacionado con: protección 
social, educación, programas de servicios sociales personales, sanidad y desempleo (aunque la 
sanidad no está incluida en la aplicación de la metodología de UNICEF al Proyecto de 
Presupuestos Generales del Estado para 2021). En este caso, el gasto en infancia incluye tanto 
el gasto directo como el indirecto y las deducciones fiscales. Aunque la metodología de UNICEF 
proporciona un buen análisis funcional del gasto en infancia, no cubre el gasto social relacionado 
con grupos de riesgo específicos. 

Indicadores subnacionales o regionales. UNICEF España ha apoyado el análisis de la 
distribución del gasto en la infancia, directa e indirectamente, en algunas Comunidades 
Autónomas (CCAA). Sus resultados se han incluido, por ejemplo, en los nueve informes sobre 
protección social de la infancia desarrollados hasta la fecha. En estos y otros informes, su análisis 
del gasto está en línea con las recomendaciones de la Comisión Europea, con la excepción del 
gasto en niños y niñas identificados como especialmente vulnerables. Sin embargo, los objetivos 
propuestos por la Recomendación dLa GIE se cruzan con la lógica del gasto basada en los 
derechos del niño9. 

Indicadores locales. Una gran parte del gasto de los entes locales procede de las 
transferencias corrientes y de capital de las regiones y de los fondos estructurales europeos. 
Aunque existen ejemplos de distribución del gasto a nivel local, especialmente en las grandes 
ciudades, no hay cuentas integradas del gasto local en la infancia. 

La Fundación Tomillo ha clasificado el gasto público en cinco categorías o grupos de 
beneficiarios, trabajando en el marco de investigación de UNICEF España y tras una revisión de 
la literatura internacional sobre la medición del gasto en infancia (Garcimartín et al., 2018). Dos 
de estas categorías (gasto en infancia más niños, niñas y adultos) constituyen el gasto en 
infancia, captando tanto el gasto directo como el fiscal. Este gasto se denomina 'ampliado' 
cuando se le añade el gasto público de determinados grupos sociales o territorios que se están 
analizando. Se trata de un "gasto total" cuando se le añaden los diferentes gastos generales. 

La diferencia de resultados es importante porque el gasto directo asciende en 2019 a 4.706 
millones de euros, el gasto ampliado a 5.822,6 millones de euros y el gasto total a 24.983 
millones de euros. Esto se traduce en niveles diferentes de gasto público en la infancia del 0,38%, 
0,52% y 2,24%, respectivamente, en relación con el PIB. Estas diferencias demuestran la 
necesidad de elegir o adaptar la opción de medición que más se ajuste a la realidad de las 
políticas sociales implementadas. 

Es necesario, por lo tanto, avanzar hacia una cuenta integral consolidada del gasto en la 
infancia, especialmente en la lucha contra la pobreza infantil (Noguera, 2019). Esto requiere un 
consenso por parte de los gestores públicos, las ONG y los expertos, para proponer un conjunto 
de indicadores funcionales y, si es posible, indicadores que informen sobre los niveles de gasto 
en grupos sociales concretos. También es necesario determinar si el gasto público y fiscal debe 

 
9 1. Derecho a la supervivencia: Alimentación, Vivienda e infraestructura básica, Salud, Asistencia social, Bienestar económico. 2. 

Derecho al pleno desarrollo: Educación, Cultura y ocio, Políticas de juventud, Desarrollo económico y medioambiental. 3. Derecho 
a la protección: Derechos básicos, Protección, seguridad, Justicia. 4. Derecho a la participación: Información, Participación. 9. Otros 
bienes públicos. UNICEF ha aplicado este modelo de análisis del gasto en infancia a los presupuestos de 2019 de Andalucía, País 
Vasco y Cataluña. 
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adaptarse a una clasificación de los derechos de la infancia (como ya ha demostrado UNICEF 
España). Esto implica articular tres niveles de análisis del gasto: la lógica de los derechos, la 
clasificación funcional y la distribución del gasto público entre los grupos de riesgo. 

Existe un acuerdo metodológico general sobre lo que debe considerarse gasto público y 
fiscal en la infancia. Sin embargo, aún quedan dos problemas por resolver. En primer lugar, cómo 
asignar el gasto funcional entre grupos específicos de niños y niñas vulnerables y en exclusión 
social. A veces es posible detallar el gasto público entre grupos sociales, como los niños y niñas 
con discapacidades o los que viven en centros de acogida. En otros casos, esto no es posible (en 
el caso de los niños y niñas de origen gitano), o es complejo (en relación con los niños y niñas de 
origen migrante) o extremadamente complejo (niños y niñas sin hogar, que sufren graves 
carencias en materia de vivienda y aquellos en situaciones familiares precarias) porque el modo 
en que se analizan la información acualmente no permite captar el gasto público específico para 
estos grupos sociales. Y, en segundo lugar, cómo consolidar el gasto funcional a nivel de la 
administración local como requisito previo para la consolidación de todo el gasto público en la 
infancia. 

Instrumentos de financiación de la UE. La GIE emplea un enfoque de financiación múltiple, 
en el que la financiación nacional (estatal y subnacional) converge con los Fondos Estructurales 
y de Inversión Europeos.10  Los fondos europeos se centran en proyectos cofinanciados, sobre 
todo locales, de cierta duración, escala y sostenibilidad. De la experiencia de los fondos 
estructurales invertidos en España desde 2014 hasta 2020, se deduce que existe un amplio 
margen de mejora tanto en su uso como en su eficacia (Rodríguez-Cabrero y Marbán-Gallego, 
2019). Asimismo, la Unidad Administrativa del FSE (UAFSE) ha señalado que la eficacia de los 
fondos para el periodo de programación 2021-2027 se basa en un enfoque integral de las 
políticas en las que se materializan los proyectos nacionales, regionales y locales (entrevista 
personal, UAFSE, 7 de mayo de 2021). Este punto de vista es común entre diferentes agentes 
sociales (como las ONGs del sector de la infancia) y actores institucionales (como la Secretaría 
de Derechos Sociales). 

Los enfoques metodológicos utilizados por UNICEF España para cuantificar el gasto público 
y los beneficios fiscales, que combinan las clasificaciones económicas y funcionales con la lógica 
de los derechos del niño, suponen un paso hacia el consenso en las mediciones que deben ser 
puestos en marcha por las administraciones públicas, las ONG y los expertos en investigación 
(UNICEF, 2015). Solo así será posible realizar comparaciones rigurosas entre las CCAA. En 
conjunto, los datos apuntan a la necesidad de que la Comisión Europea proponga una 
metodología común para medir el gasto en infancia (Ayala et al., 2018). 

1.4. La complejidad de la gobernanza multinivel y la distribución de las competencias 
en materia de bienestar  

La aplicación de la GCE en España será compleja y sus posibles ventajas dependerán de su 
distribución en múltiples áreas sectoriales. Esto, a su vez, requiere la movilización de diferentes 
niveles diferentes de gobierno y de distintos departamentos tanto a nivel central como 
subnacional. De hecho, ya se han detectado problemas de coordinación y de implementación 
incompleta de algunas políticas públicas para la infancia (Recomendación de la CE de 2013 sobre 
“Invertir en la infancia: Romper el ciclo de la desventaja”; Plan Integral de Apoyo a la Familia, 
2015-2017; Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia, 2013-2016).  

El diseño de la gobernanza de esta iniciativa, por tanto, requiere un gran esfuerzo e 
necesitará coordinación territorial e intersectorial para que los resultados sean eficaces, 

 
10 Fondo Social Europeo+ (FSE+), Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), Fondo de Ayuda Europea para los Más Necesitados 
(FEAD) y el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEAD), así como el próximo Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, entre 
otros. 
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eficientes y relevantes en cuanto a su impacto para la equidad tanto social como territorial 
(Figura 1.1). 

Figura 1.1. Buena gobernanza intersectorial y multinivel del GEC en 
España  

 
Fuente: Elaboración propia de los autores inspirada en Schröder-Bäck et al. (2019). 

 

Tras una larga etapa de fuerte centralización, la descentralización fue uno de los cambios 
más llamativos en el Estado de Bienestar español desde la década de 1980 y hasta la primera 
década de 2000 (Moreno, 2003). Como resultado de este cambio, los gobiernos regionales han 
utilizado su poder para desarrollar distintos modelos de provisión de bienestar en áreas como 
la sanidad, la educación y la atención a las situaciones de dependencia (Gallego y Subirats, 2012; 
Moreno Fuentes, 2009). Con el tiempo, el reparto intergubernamental de funciones y recursos 
ha creado una situación de fuerte interdependencia entre el gobierno central y las CCAA que ha 
afectado a la configuración de las preferencias de los ciudadanos y a la forma en que se toman 
e implementan las decisiones en el ámbito de las políticas sociales (Gallego, 2016; Calzada y Del 
Pino, 2015).  

La consecuencia es que las CCAA son ahora los principales actores del sistema. Más del 70% 
de los presupuestos regionales anuales se dedican a las políticas sociales (incluyendo sanidad, 
educación, vivienda y servicios sociales). Los gobiernos regionales controlan los servicios 
sociales. El papel de los municipios en este ámbito depende de la normativa promulgada por las 
CCAA, con importantes variaciones entre las regiones. Aunque la política de vivienda es una 
competencia formal de las CCAA, el gobierno central puede establecer el marco general de esta 
política que se deriva de su poder constitucional sobre las bases de la actividad económica (y la 
planificación general de la misma). Los municipios también tienen sus propias competencias y 
responsabilidades en este ámbito, según lo establecido por las leyes regionales de vivienda.  

Las competencias en educación y en el Sistema Nacional de Salud (SNS) se transfirieron a las 
17 CCAA en los primeros años de la década de 2000. Sin embargo, en ambos casos, el gobierno 
central es el responsable de la regulación del derecho a la educación y la sanidad, así como de 
los elementos básicos de la organización, coordinación y financiación de estos sistemas. Las 
CCAA legislan en el marco de la normativa básica estatal y pueden decidir sobre la configuración 
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y gestión de sus propios servicios educativos y de los Servicios Regionales de Salud. En 2018, las 
CCAA fueron responsables del 80,4% y el 92,5% del gasto educativo y sanitario, 
respectivamente. 

Las Investigaciones recientes han analizado el impacto de la Gran Recesión en las políticas 
de bienestar de España y las respuestas de los gobiernos nacionales y autonómicos a problemas 
políticos concretos, tanto de eficiencia económica como de justicia social en el contexto de la 
crisis (Del Pino y Fernández Llera, 2019; Del Pino y Ramos, 2018; Bacigalupe et al., 2016; Conde-
Ruiz et al., 2016; Del Pino y Pavolini, 2015; Moreno Fuentes, 2015; De la Fuente, 2013). Estos 
análisis han puesto de manifiesto que las adversas condiciones económicas y financieras 
restringieron severamente el margen de maniobra tanto del gobierno nacional como de los 
regionales que se vieron obligados a aplicar recortes incluso en áreas como la sanidad, respecto 
a la que los votantes son especialmente sensibles.  Sin embargo, a pesar de estas limitaciones, 
los gobiernos regionales han podido garantizarse un cierto margen de actuación en el rediseño 
o reforma de las políticas sociales de las que son directamente responsables. 

En todos estos sectores de política pública existen órganos de cooperación multilateral. En 
las conferencias sectoriales participan distintos niveles de la administración y constituyen un 
espacio de trabajo en el que se puede definir (hasta cierto punto) la agenda política. En el ámbito 
de los servicios sociales, por ejemplo, el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia abarca los tres niveles de gobierno: nacional, 
regional y local. El Consejo Interterritorial del SNS (CISNS) y el Conferencia Sectorial de Educación 
son los órganos de cooperación que aglutinan a los ministros y consejeros de sanidad y 
educación. Además, para el desarrollo de su actividad estas conferencias sectoriales cuentan 
con el apoyo de órganos de segundo nivel. En el ámbito sanitario, por ejemplo, la Comisión de 
Salud Pública puede ser muy relevante a la hora de proponer directrices comunes relacionadas 
con la GIE a través de diferentes instrumentos de política pública. También existe el Consejo 
Sectorial de la Vivienda y el Consejo Sectorial de Consumo (que abarca los temas de nutrición), 
son los máximos órganos de cooperación entre el gobierno central y las CCAA en sus respectivos 
ámbitos. Sin embargo, a diferencia de la mayoría de estos órganos, que se reúnen regularmente, 
el funcionamiento del Consejo Sectorial de Consumo es más esporádico. 

Finalmente, la Conferencia de Presidentes es el órgano de más alto nivel político de 
cooperación entre el Gobierno central y las CCAA (y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla). 
Por su naturaleza y su alto nivel político, el objetivo principal de la Conferencia es discutir 
acuerdos sobre asuntos de especial relevancia para el conjunto del país.  

El actual gobierno central ha puesto un fuerte énfasis en los temas de la infancia, como lo 
demuestra la creación de un Alto Comisionado contra la Pobreza Infantil en el seno de la 
Presidencia del Gobierno; la aprobación de una nueva ley sobre la violencia contra los niños; la 
creación e impulso de la Dirección General de Derechos de la Infancia y la Adolescencia; la 
elaboración de un nuevo Plan Estratégico Nacional para la Infancia y la Adolescencia para un 
periodo de otros 10 años; la creación del Consejo Estatal de Participación Infantil; y la puesta en 
marcha de otros programas menores pero significativos, especialmente para los niños 
migrantes. Dado este énfasis en la infancia, merece la pena explorar la posibilidad de que la 
aplicación del GEC se discuta en la próxima Conferencia de Presidentes.  

La gestión compartida del FSE permite asignar las responsabilidades sobre las políticas 
públicas al nivel de gobierno apropiado en cada país. Pero también implica la implementación 
de un marco administrativo complejo. Desde el punto de vista territorial, un problema 
importante para la gestión y el impacto efectivos en España es su gran número de municipios, 
muchos de ellos pequeños. Hay, en total, 8.131 municipios, más de la mitad de ellos (5.005) con 
menos de 1.000 habitantes y sólo 63 con poblaciones superiores a 100.000. Esto implica un 
grave problema de capacidad de gestión para los municipios pequeños, lo que hace muy difícil 
que puedan gestionar programas complejos como los proyectos y fondos europeos. Es, por 
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tanto, necesario plantear mecanismos de apoyo, tanto para el diseño de los proyectos, como 
para la gestión de los fondos que puedan recibir.  

Además, muchos municipios pequeños han visto mermada su población en los últimos años 
(el 53% de los municipios en España han perdido población en 2020). Claramente, la 
concentración de recursos en zonas más desarrolladas (con más capacidad de gestión) puede 
ser inequitativa desde el punto de vista territorial. 

Las competencias sobre todos los programas que pueden incluirse en la GIE están repartidas 
entre los diferentes ministerios y consejerías. Es importante destacar que la Ley de Violencia 
contra la Infancia aprobada en mayo de 2021 prevé la creación de una Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia como órgano de cooperación entre las Administraciones Públicas en 
materia de protección y desarrollo de la infancia y la adolescencia. Sin embargo, aún no se ha 
constituido y es necesario decidir qué ministerios y consejerías implicados en temas de infancia 
formarán parte de este nuevo órgano de cooperación para garantizar la adecuada integración 
de los componentes sectoriales y territoriales. Sin embargo, sabemos que las CCAA, las 
entidades locales y el Alto Comisionado para la lucha contra la pobreza infantil participarán en 
este nuevo foro, además del gobierno central. 

Por último, a pesar de la falta de órganos de cooperación formalizados, las administraciones 
trabajan en estrecha colaboración con las organizaciones de la sociedad civil con el fin de 
avanzar en temas de infancia (por ejemplo, a través del Observatorio de la Infancia). En 
particular, el Tercer Sector de Acción Social (TSAS) ha participado a través de la Plataforma de 
Organizaciones de Infancia y otras ONG, junto con expertos universitarios, en la elaboración de 
los Planes Estratégicos de Infancia y Adolescencia (I y II Planes Estratégicos Nacionales de 
Infancia y Adolescencia 2006-2009, y 2013-2016), y del III Plan de Acción contra la Explotación 
Sexual de la Infancia y la Adolescencia. Del mismo modo, todos los actores relevantes, incluidas 
las ONG, han participado en la elaboración de la Estrategia Nacional de Prevención y Lucha 
contra la Pobreza y la Exclusión Social (2019-2023) y sus planes operativos para 2019 y 2020. Lo 
se pude decir del nuevo Plan Estratégico Nacional para la Infancia y la Adolescencia. 

1.5. Desfases entre los objetivos políticos y los resultados 

En la última década se ha producido un amplio desarrollo de la legislación sobre los derechos 
de los niños y niñas tanto a nivel nacional como autonómico en España. Sin embargo, siguen 
existiendo importantes retos en lo que respecta a la implementación de las políticas y a la 
coordinación diaria entre los servicios en la provisión de prestaciones y servicios a los hogares 
que se enfrentan a la pobreza y la exclusión social.11 

Como se menciona en la sección 1.4, es importante garantizar la coherencia en la 
implentación de las políticas entre los distintos niveles de gobierno y sectores. Sin embargo, en 
la actualidad, lo que debería ser un proceso integrado de intervenciones en los ámbitos social, 
educativo y sanitario se concreta en actuaciones descordinadas (Aguilar Hendrickson et al., 
2012). En particular, la falta de claridad en la identificación de las funciones y de las poblaciones 
objetivo que deben ser atendidas por cada programa, la multiplicación de intervenciones, la 
falta de formación transversal de los trabajadores de primera línea y la ausencia de estrategias 
de trabajo conjunto entre niveles y sectores de política pública contribuyen a la fragmentación 
del sistema de protección social español (Martínez Virto y Pérez Eransus, 2018; Fantova, 2017). 
Estas deficiencias de coordinación, a su vez, afectan a la adopción de medidas eficaces para 
abordar la pobreza y la exclusión social (Cantó y Ayala, 2020). 

 
11 Una característica distintiva de las políticas públicas relacionadas con la infancia en España es que no se dirigen a los niños sino a 
las familias, partiendo de la base de que las políticas diseñadas para reducir la pobreza y la exclusión social entre los padres también 
resolverán la pobreza y la exclusión social de los niños. En consecuencia, la gran mayoría de las investigaciones se centran en políticas 
públicas dirigidas a los hogares y no a los niños. 
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En este contexto, los trabajadores de primera línea -trabajadores sociales, profesores, 
profesionales sanitarios y personal administrativo, entre otros- actúan como puente entre un 
conjunto cada vez más complejo y heterogéneo de servicios y organizaciones (Sánchez 
Castiñeira, 2021). La investigación social ha demostrado que desempeñan un papel importante 
en la discrecionalidad de las decisiones sobre el acceso a una variedad de prestaciones y 
servicios (Aguilar Hendrickson, 2013). Sus decisiones están condicionadas por las actitudes 
individuales hacia los potenciales beneficiarios de los programas, así como por las limitaciones 
organizativas y económicas a las que se enfrentan en el momento en que se atienden a los 
hogares en riesgo de pobreza y exclusión social (Sánchez Castiñeira, 2021). En concreto, las 
principales limitaciones para la cobertura efectiva y la prestación de servicios a estos hogares -
señaladas por los propios trabajadores de primera línea- son la escasez de recursos económicos 
y humanos para atender la creciente demanda, la sobrecarga de información y la multiplicación 
de tareas, la burocratización de los procedimientos, el endurecimiento de los criterios de 
elegibilidad para acceder a los programas sociales (sobre todo tras la Gran Recesión) y la falta 
de coordinación de las intervenciones (Martínez Virto y Pérez Eransus, 2018; Soto-Rosales y 
González-Losada, 2018; Clua-Losada et al., 2011). 

Los déficits en la implementación de las políticas limitan el acceso a los servicios y las 
prestaciones de los hogares en situación de pobreza y exclusión social y, por tanto, repercuten 
en el bienestar de los niños y niñas. Aunque la cobertura está supuestamente garantizada por la 
ley, en España hay una falta de aprovechamiento de las prestaciones sociales y de participación 
en los programas de asistencia social y sanitaria. Entre las causas se encuentran el 
desconocimiento de los programas existentes como consecuencia de las deficientes estrategias 
de información y comunicación de la administración pública, la rigidez y multiplicidad de los 
procedimientos y los costes de solicitud de las prestaciones y programas (derivados de las 
grandes listas de espera, la necesidad de reunir pruebas de elegibilidad y los retrasos 
administrativos) (Aguilar Hendrickson et al., 2012; Matsaganis y Flevotomou, 2010; Colectivo 
Ioé, 2004).12   

Muñoz Higueras y sus coautores (2021) identifican los largos tiempos de resolución, la 
necesidad de documentación y la falta de publicidad institucional como factores que 
contribuyen a una menor solicitud (non take up) de las prestaciones de renta mínima de las 
CCAA. Del mismo modo, Khalifi y sus coautores (2016) calculan una tasa de demanda no 
explicitada de las prestaciones de renta mínima autonómica por parte de las personas sin hogar 
del 67%, vinculada a la baja cuantía de la prestación, los altos costes que implica su solicitud y la 
falta de información. El Ayuntamiento de Barcelona (2018) estima una demanda no explicitada 
del 22,5% para su proyecto piloto B-MINCOME, que pretende combinar una renta mínima 
garantizada con políticas sociales activas en zonas urbanas desfavorecidas. Propone diferentes 
estrategias de información y comunicación (como folletos, llamadas telefónicas y sesiones 
informativas) para reducir dicha demanda no explicitada u oculta entre los potenciales 
beneficiarios. 

Otro de los principales obstáculos para solicitar prestaciones sociales es el estigma asociado 
a la "dependencia de la asistencia social". Según investigaciones recientes, la falta de aceptación 
se ve incrementada por el estigma social y autoinducido asociados a la posibilidad de acogerse 
a medidas relacionadas con la pobreza y la falta de anonimato al solicitar las prestaciones (De 
Quintana et al., 2019; García de la Rocha, 2019). 

Mientras que estas deficiencias se ponen de manifiesto en el debate académico, el 
seguimiento y la evaluación de las políticas que son necesarios para su solución son limitados o 

 
12 Los análisis sobre la falta de aceptación de las prestaciones sociales en España son escasos y se centran principalmente en los 
regímenes de renta mínima como consecuencia, en gran parte, de la falta de datos adecuados. En los siguientes apartados se 
incluyen los análisis existentes sobre los obstáculos al acceso y la falta de aceptación en los ámbitos políticos específicos cubiertos 
por el ECG. 
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están completamente ausentes en España. De hecho, la institucionalización del seguimiento y 
la evaluación en el país sigue siendo de las más bajas de Europa (Viñas, 2009). Se han producido 
avances significativos en cuanto a la cultura de la evaluación, pero el limitado grado de 
institucionalización hace que -salvo excepciones aisladas- la mayoría de las evaluaciones 
dependan de la voluntad política, en lugar de ser un requisito que se incluya en una norma 
(Sociedad Española de Evaluación de Políticas Públicas, 2020). Como resultado, la falta de 
inclusión de fases, actores y recursos vitales en el diseño de las políticas y programas limita las 
posibilidades de evaluar de manera sistemática tanto la implementación de las medidas 
existentes para atender las necesidades de los niños y niñas como el impacto real en su bienestar 
(Moreno y Lara Montero, 2016). 

Dados todos estos desafíos, no es extraño que el nivel de satisfacción con los servicios 
sociales varíe mucho entre la población española. Según la Encuesta sobre Integración y 
Necesidades Sociales de Fomento de Estudios Sociales y Sociología Aplicada (Fundación FOESSA, 
2018), solo el 45,9% de los hogares en situación de exclusión extrema valoran los servicios 
sociales como buenos o muy buenos, frente al 46,5% de los hogares en situación de exclusión 
moderada y el 56,4% de los hogares no afectados por la exclusión social. 

Conclusiones 

El impacto de la crisis financiera iniciada en 2008 y de la pandemia de la COVID-19 de 2020, 
unido a la ineficacia de las políicas de lucha contra la pobreza infantil, suponen un gran reto para 
la sociedad española. La pobreza infantil ha pasado a ocupar un espacio central tanto en la 
agenda pública como en las políticas públicas de España durante la última década, gracias al 
trabajo de las organizaciones del TSAS y a los programas innovadores implementados en los 
diferentes niveles de gobierno. Sin embargo, la protección de la infancia sigue caracterizándose 
por su desarrollo desigual. Si bien existe un especial dinamismo en el ámbito de la protección 
jurídica de los niños y niñas, sus derechos y los esfuerzos para acabar con la violencia contra 
ellos, se observa tanto una limitada eficacia de la protección social como un acceso desigual a 
los servicios esenciales para los niños y niñas más vulnerables. 

Como resultado, el 98% de los niños y niñas pertenecientes a la comunidad gitana y el 50% 
de los que tienen un padre o madre que emigró a España, están en riesgo de pobreza o exclusión 
social. Los niños y niñas en situación de discapacidad y otras necesidades especiales siguen 
experimentando déficits en su derecho a la cobertura de sus necesidades sanitarias específicas 
y sufren barreras tanto arquitectónicas como sociales en su acceso a los servicios básicos. Los 
niños y niñas que carecen de vivienda constituyen el 2,6% del total de la población sin hogar en 
España. La situación de los niños y niñas que viven en instituciones y alojamientos alternativos 
podría mejorar claramente y es urgente ampliar y reforzar el acogimiento familiar. 

La aplicación de la GIE en España debe, por tanto, equilibrar el objetivo general de garantizar 
los derechos básicos a todos los niños y niñas en situaciones difíciles, y la necesidad de prestar 
especial atención a aquellos que son altamente vulnerables. Debe prestarse especial atención a 
las medidas coordinadas y a la gobernanza efectiva, así como a la interseccionalidad. 
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2. EDUCACIÓN INFANTIL Y ATENCIÓN A LA PRIMERA INFANCIA  

● Los niños y niñas en España menores de tres años están en desventaja en cuanto a la 
ECPI, y ciertos grupos vulnerables dentro de este grupo de edad se enfrentan a 
obstáculos aún mayores. 

● Las familias con bajos ingresos -pero también algunas más acomodadas- suelen tener 
dificultades para costear los servicios de ECPI para sus hijos e hijas pequeños.  

● La oportunidad que ofrece la aplicación de la GIE podría contribuir en gran medida a los 
esfuerzos por mejorar los servicios de ECPI en España, centrándose en su calidad y 
alcance, prestando especial atención a los niños y niñas en situaciones vulnerables que 
carecen de servicios que son vitales para su desarrollo y bienestar tempranos 

En este capítulo se expone el contexto español reciente en lo que respecta a la provisión y 
el acceso a la ECPI. Se centra en los niños y niñas de 0 a 3 años como el grupo de edad que se 
enfrenta a los mayores retos pendientes en este ámbito y en la situación de los grupos de niños 
y niñas especialmente vulnerables que se están quedando sin el apoyo temprano que es tan 
importante para su desarrollo cognitivo, personal y social y su bienestar futuro. 

2.1. Falta de acceso 

La educación infantil en España se caracteriza por las altas tasas de matriculación en el 
segundo ciclo de la educación preescolar no obligatoria para niños y niñas de entre 3 y 6 años. 
Por el contrario, y a pesar de los esfuerzos por ampliar la educación al primer ciclo, para niños y 
niñas de 0 a 3 años, hasta el 40% de los niños y niñas de 2 años no acceden a estos servicios y 
cuanto más pequeños son los niños y niñas, mayor es la proporción de niños no escolarizados. 
También hay variaciones significativas entre las CCAA, con tasas de matriculación a los 2 años 
que van desde alrededor del 93% en el País Vasco en 2018-2019 hasta alrededor del 30% en 
Ceuta o Murcia (Requena y Salazar, 2021; Ministerio de Educación y Formación Profesional, 
2020a). 

Tabla 2.1. Tasas de matriculación en educación infantil y atención a la 
primera infancia por edad (2017-2018) 

 < 1 año 1 año 2 años 3 años 4 años 5 años 6 años 

Porcentaje 
de niños y 

niñas 
matriculados 

12.3 40.2 60.0 96.4 97.4 98.0 0.7 

Matriculació
n en 2019: 5 
CCAA con las 

tasas más 
altas 

País Vasco: 
20.2 

Galicia: 19.8 

Madrid: 19.4 

Andalucia: 13.7 

La Rioja: 13.7 

Madrid: 54.9 

Andalucia: 50.7 

País Vasco: 
48.8 

Galicia: 48.3 

Cataluña: 43 

País Vasco: 
92.7 

Madrid: 73.4 

Cantabria: 
73.4 

Andalucia: 
70.1 

Galicia: 69.4 

Estimaciones basadas en las 
estadísticas de la UE sobre ingresos 

y condiciones de vida (EU-SILC, 
2019) de Requena y Salazar, 2021 

Matriculació
n en 2019: 5 
CCAA con las 

tasas más 
bajas 

Ceuta: 3 

Cantabria: 4 

Murcia: 4.1 

Melilla: 6.1 

Cantabria: 9.1 

Ceuta: 10.5 

Murcia: 19.6 

Islas Canarias: 
22.5 

Murcia: 30.4 

Ceuta: 30.9 

Asturias: 33.6 

Islas 
Canarias: 35 

Como en el caso anterior 
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Islas Baleares: 
6.6 

Asturias: 22.7 Castilla y 
León: 35.9 

Fuentes: Requena y Salazar, 2021; Ministerio de Educación y FP (Sistema Estatal de Indicadores de la Educación, 
2020a).  

Los principales retos para el acceso a la educación infantil de alta calidad para todos los niños 
y niñas -y en particular para los más desfavorecidos o aquellos con necesidades especiales- son 
la falta de una oferta universal de servicios gratuitos o asequibles, las desigualdades en el acceso 
y las variaciones sustanciales entre las distintas regiones de España. 

Déficit de oferta a pesar de su incremento  

El derecho legal y universal de un niño o niña a una plaza preescolar gratuita y financiada 
con fondos públicos no comienza hasta los 3 años, cuando se inicia el ciclo superior de la ECPI. 
La educación de primer ciclo para niños y niñas menores de 3 años se ha expandido 
considerablemente, con tasas promedio de asistencia a este nivel que se han duplicado en la 
última década, pasando del 17,8% en 2007 al 36,4% en 2017 (Espinosa Bayal, 2018). Esta 
expansión se ha visto apoyada por el desarrollo del llamado plan Educa3 (que promueve el 
aumento de las plazas de atención a la infancia de 0 a 3 años), el II Plan Estratégico Nacional de 
Infancia y Adolescencia 2013-2016 (PENIA) y el Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social 
2013-2015. Sin embargo, la demanda de servicios de ECPI para este grupo de edad sigue siendo 
superior a la oferta pública (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020; Espinosa Bayal, 2018). 

Las CCAA son responsables de la educación preescolar (Comisión Europea, 2019). Existen 
grandes diferencias regionales tanto en la oferta como en el acceso a los servicios de ECPI. Los 
criterios de admisión y las medidas para compensar las desigualdades socioeconómicas 
(priorizando el acceso de las familias con menos recursos socioeconómicos) también varían 
mucho en todo el país. 

En España coexisten tres modelos de admisión de niños y niñas de 0 a 3 años: uno basado 
en la renta familiar, que favorece el acceso de los niños y niñas de entornos desfavorecidos (País 
Vasco, Cataluña, Comunidad Valenciana); otro basado en la situación laboral de los padres 
(Andalucía, Extremadura); y un modelo mixto que se centra en la conciliación de la vida laboral 
y familiar, pero que también prioriza a los niños y niñas de familias con bajos ingresos (Madrid, 
Asturias, Castilla y León). En la práctica, este último modelo suele favorecer la conciliación de la 
vida laboral y familiar más que la equidad, dependiendo de la asignación de un peso variable a 
cada criterio y del nivel preciso del umbral de bajos ingresos. Esta condicionalidad crea barreras 
de acceso a la ECPI para los niños y niñas con uno o ambos padres en situaciones inestables en 
el mercado laboral (Espinosa Bayal, 2018). 

Inversión pública relativamente baja  

El gasto global de España en protección social para las familias con hijos o hijas menores de 
3 años es muy bajo en términos europeos. En 2015, España destinó menos de 400 euros por 
habitante a las familias y los niños y niñas, lo que puede compararse con los entre 800 y 1.200 
euros que se destinan en países como Francia o Alemania, o los 1.500 euros (aproximadamente) 
que se destinan en los países nórdicos (Funcas, 2018). 

El gasto público en ECPI en España ascendió al 0,6% de la renta nacional bruta en 2018 
(Eurostat, 2021a). Esta cifra es similar a la media de la UE en 2017, aunque significativamente 
inferior a la media de los países nórdicos (que oscila entre el 1,0% de Dinamarca y el 1,7% de 
Suecia). La provisión específica de prestaciones familiares para centros de educación infantil 
ascendió al 0,5% del PIB en 2018, una cifra ligeramente superior a la media de la UE, pero muy 
inferior a la de los países nórdicos (que oscila entre el 1,1% y el 1,3% del PIB) (Eurostat, 2021b). 
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El gasto público en ECPI por niño (de 0 a 5 años) es relativamente bajo para un país como 
España miembro de la OCDE: 2.900 dólares en 2015, en contraste con la media de la OCDE de 
4.600 dólares y, especialmente, para los niños y niñas menores de 2 años (sólo 300 dólares por 
niño) (OCDE, 2021).  En este punto, las familias asumen los costes de la ECPI en distintos grados, 
dependiendo de su lugar de residencia. Según Funcas, solo alrededor del 6% de las plazas de 
ECPI están totalmente subvencionadas y el 94% restante es financiado, al menos en parte, por 
las familias (Funcas, 2018). Esto hace más difícil que las familias socialmente vulnerables hagan 
un uso efectivo de estos servicios. 

La inversión pública ha tendido a aumentar y ha habido una tendencia a reducir o eliminar 
los costes para las familias (por ejemplo, La Rioja, Madrid, Ceuta, Extremadura, Aragón, 
Cantabria y la Comunidad Valenciana están dando pasos en esta dirección). Sin embargo, las 
variaciones territoriales siguen siendo considerables. Las zonas urbanas tienen una mayor oferta 
de servicios de ECPI tanto públicos como privados, mientras que las zonas rurales dependen de 
los centros públicos en gran parte. 

Gran parte de las tasas son pagadas por las familias  

Dados los bajos niveles de inversión de España en prestaciones familiares y relacionadas con 
la infancia -que ascienden a aproximadamente la mitad de la media europea en términos de 
porcentaje del PIB (Espinosa Bayal, 2018)-, la capacidad de las familias para hacer frente a estos 
costes depende principalmente de su situación económica y laboral. Por término medio, 
alrededor del 41% del coste total de la educación infantil de 0 a 3 años es pagado por los hogares, 
pasando al 23% para los niños y niñas de 3 a 6 años en el segundo ciclo. En la práctica, la 
proporción de los costes que recae en los hogares varía significativamente entre los centros 
privados y públicos en ambos ciclos, variando la contribución de las familias en función de sus 
ingresos y todo ello condicionado, a su vez, por el lugar de residencia de la familia. 

Existe una sorprendente variabilidad entre las CCAA en cuanto a la distribución de los costes 
de la ECPI de 0 a 3 años entre las instituciones públicas y el sector privado y, por tanto, la parte 
que cubren las administraciones públicas y las familias, respectivamente. En La Rioja, por 
ejemplo, las familias pagan el 41,5% del coste total y en Asturias el 60%. 

Los niveles máximos de las cuotas mensuales, así como las desgravaciones y exenciones 
fiscales correspondientes, también varían significativamente entre las CCAA. Las tarifas máximas 
de los centros públicos de ECPI para niños y niñas de 0 a 3 años oscilan entre 196 euros al mes 
en Melilla y 460 euros al mes en la Comunidad Valenciana (sin incluir las bonificaciones y 
exenciones fiscales que reducen el coste para las familias en diferentes grados) (Espinosa Bayal, 
2018). En promedio, las cuotas mensuales para niños y niñas menores de 3 años ascendieron a 
entre 250 y 500 euros en 2019 (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020). 

El sector privado también desempeña un papel importante en la prestación de servicios de 
ECPI para niños y niñas menores de 3 años, lo que supone un coste considerable para las familias 
-que se suma a las barreras de acceso- y da lugar a una variación sustancial de la calidad. Hay 
variaciones considerables entre las CCAA en cuanto a la matriculación en centros públicos y 
privados. En Extremadura, por ejemplo, el 90% de los niños y niñas matriculados en educación 
preescolar asisten a centros públicos, mientras que la proporción es sólo del 40% en Andalucía. 
Si bien la educación privada está a veces subvencionada, también hay grandes variaciones en el 
alcance del coste que se cubre públicamente (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020). Las políticas 
públicas compensatorias a menudo sólo alcanzan -en el mejor de los casos- a las familias del 
quintil de ingresos más bajo. Además, no siempre hay suficientes plazas públicas para todas las 
familias que las necesitan, lo que conlleva más desigualdades en el acceso, ya que algunas 
familias no tienen otra opción que enviar a sus hijos a centros privados. 
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Gran parte del coste de los servicios adicionale son pagados por las familias  

Las familias también se enfrentan a diferentes costes por los mismos o similares servicios 
adicionales, dependiendo de la CCAA en la que vivan. Entre estos servicios se encuentran los 
comedores escolares, las actividades extraescolares, las opciones de cuidado antes y después 
del colegio, los horarios ampliados, etc., que son cruciales para la conciliación familiar y laboral 
y actúan como un potencial igualador socioeconómico.  

Las cuotas mensuales de los comedores escolares, por ejemplo, pueden oscilar entre 0 
(Asturias, Castilla y León) y 118 euros (Aragón, donde la cuota incluye también otros servicios). 
Las desgravaciones fiscales y las medidas de compensación relacionadas son también muy 
dispares (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020). Estas variaciones entre las regiones españolas 
afectan no solo al acceso (o a la falta de él), sino también a la calidad de los servicios, ya que 
existen diversas regulaciones de las ratios de personal por niño o niña, el personal de apoyo, la 
cualificación del personal y el proyecto educativo (Espinosa Bayal, 2018). Los horarios de 
apertura también varían, oscilando entre 25 y más de 40 horas semanales (Vélaz-de-Medrano 
Ureta et al., 2020). Hasta ahora, solo dos CCAA (Madrid y Navarra) han regulado la prestación 
de servicios profesionales de ECPI ("madres de día") en entornos domésticos (Comisión Europea, 
2021c). 

Una de las características más destacadas del sistema español es que el acceso a la ECPI 
financiada con fondos públicos para niños y niñas de 0 a 3 años no está ampliamente 
garantizado. De hecho, España es uno de los Estados miembros de la UE con los porcentajes más 
bajos de plazas totalmente financiadas con fondos públicos para los niños y niñas de ese grupo 
de edad (Ministerio de Educación y Formación Profesional, 2020a). Como se muestra en el 
cuadro 2.2, sólo alrededor de la mitad de los niños y niñas de 0 a 2 años que están matriculados 
en ECPI asisten a centros públicos. 

El gasto medio en ECPI por niño de las familias (independientemente del nivel escolar) 
ascendió a 485 euros en los centros públicos en el curso 2019/2020 y a 1.352 y 2.692 euros en 
los centros concertados y totalmente privados, respectivamente (INE, 2020). España permite 
una deducción fiscal de hasta 1.000 euros anuales por gastos de ECPI (primer ciclo). Sin embargo, 
solo está disponible para las madres trabajadoras (Agencia Tributaria, 2021) y no es suficiente 
para compensar las desventajas económicas.  

Tabla 2.2. Matriculación en centros públicos por edad en porcentaje de 
matriculados (2019-2020) 

 
<1 año 1 año 2 años 3 años 4 años 5 años 6 años 

Porcentaje de niños 
y niñas matriculados 
en centros públicos 
de ECPI 

48.8 51.6 52.9 67.6 67.5 67.5 70.3 

Fuente: Ministerio de Educación y FP (EDUCAbase). 

Algunos centros privados están subvencionados públicamente, pero constituyen una 
minoría en la enseñanza de primer ciclo. El cuadro 2.3 muestra que, en España, la mayor parte 
de los centros de ECPI de 0 a 3 años son privados y la mayoría no reciben ninguna subvención 
pública. El panorama es radicalmente distinto en la educación de segundo ciclo, que se imparte 
mayoritariamente en centros totalmente públicos o en centros privados subvencionados 
públicamente (95,7% del total en 2019/2020). La educación preescolar privada es una opción 
minoritaria en esta etapa.  

De nuevo, existe una considerable variación territorial. En el primer ciclo, la proporción de 
niños y niñas (de los matriculados) en centros públicos es muy alta en Extremadura, Asturias, 
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Navarra y Cantabria y marcadamente baja en Andalucía, Comunidad Valenciana o Canarias. En 
el segundo ciclo, las mayores cuotas de matriculación pública se observan en Castilla-La Mancha, 
Extremadura y Melilla, mientras que las más bajas se encuentran en el País Vasco y Madrid 
(Espinosa Bayal, 2018). 

El gasto total en servicios de ECPI de primer ciclo a nivel regional también varía 
considerablemente entre las CCAA. Además, es difícil encontrar estadísticas agregadas y 
completas sobre el gasto público como resultado de la muy diversa organización y provisión de 
ECPI para niños y niñas de 0 a 3 años entre las CCAA y los municipios. La inversión pública en 
ECPI de segundo ciclo es, en todo caso, muy superior a la dedicada al primer ciclo (6.693 millones 
de euros frente a 2.500 millones de euros en 2016) (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020). Como 
se ha señalado, esto significa que una elevada proporción de los costes de la ECPI recae en las 
familias de niños y niñas de 0 a 3 años.  

También existen deducciones fiscales, bonificaciones y beneficios para la ACPI a nivel 
regional. Por ejemplo, los hogares con bajos ingresos y otros grupos vulnerables (familias 
numerosas, familias con hijos discapacitados, familias monomarentales) se benefician de 
deducciones fiscales y otras reducciones en el coste de los servicios en Andalucía, Asturias, 
Navarra, Comunidad Valenciana, La Rioja y Melilla. Sin embargo, estas medidas son muy 
diversas, a veces están restringidas a hogares muy vulnerables y no están disponibles en todas 
las CCAA (Espinosa Bayal, 2018). 

Tabla 2.3. Distribución (%) de la oferta de educación infantil y atención a 
la primera infancia por tipo de titularidad/financiación (pública, privada 

concertada, totalmente privada) 2019-2020 

 Centros públicos 

Centros privados 
pero 
subvencionados 
por el Estado 
(centros 
concertados) 

Centros 
totalmente 
privados 

EDUCACIÓN DE PRIMER CICLO (etapa 0-3) 48.1 16.7 35.2 

Porcentaje de niños y niñas matriculados en 
centros públicos en relación con todos los 
matriculados en el primer ciclo de 
enseñanza (0-3) - CCAA con mayor 
porcentaje 

Extremadura: 89.5 

Asturias: 88.5 

Navarra: 83 

Cantabria: 80.1 

Castilla y León: 69.4 

Cálculos propios con datos de 
EDUCAbase 

Porcentaje de niños y niñas matriculados en 
centros públicos en relación con todos los 
matriculados en la educación de primer ciclo 
(0-3) - CCAA con el porcentaje más bajo 

Andalucia: 37.8 

Valencia: 44.3 

Islas Canarias: 45.4 

Madrid: 46.4 

Murcia: 48.8 

Cálculos propios con datos de 
EDUCAbase 

EDUCACIÓN DE SEGUNDO CICLO (etapa 3-6) 74.0 21.7 4.3 

Porcentaje de niños y niñas matriculados en 
centros públicos en relación con todos los 
matriculados en la enseñanza de segundo 
ciclo (3-6) - CCAA con mayor % 

Castilla-La Mancha: 80.6 

Extremadura: 78.7 

Melilla: 78.1 

Ceuta: 77.3 

Andalucia: 76.2 

Cálculos propios con datos de 
EDUCAbase 
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Porcentaje de niños y niñas matriculados en 
centros PÚBLICOS en relación con todos los 
matriculados en la educación de segundo 
ciclo (3-6) - CCAA con menor % 

País Vasco: 51.9 

Madrid: 54.9 

Islas Baleares: 62.8 

Navarra: 64.1 

La Rioja: 65 

Cálculos propios con datos de 
EDUCAbase 

Fuente: Ministerio de Educación y FP (EDUCAbase). 

2.2. Barreras de acceso 

Los costes asimétricos en el sector público y privado suponen importantes barreras de 
acceso para muchos niños y niñas menores de 3 años, especialmente los de familias 
desfavorecidas, tal y como muestran los diferentes indicadores recogidos en el cuadro 2.4. Las 
tasas de matriculación son más elevadas en el 5º quintil de ingresos (superior) (donde la 
asistencia a los centros de primer ciclo es la norma) y más bajas en el 1º quintil (inferior). Las 
tasas de asistencia de los demás quintiles son bastante similares, aunque relativamente bajas 
(entre el 42% y el 47%). El 27% de los hogares del primer quintil de ingresos y hasta el 50% del 
segundo quintil cubren el coste total de la asistencia de sus hijos e hijas a los centros de ECPI, 
acercándose este último porcentaje a la parte que pagan los hogares con mayores ingresos. Por 
lo tanto, las medidas públicas para facilitar el acceso a los servicios de ECPI de los niños y niñas 
de 0 a 3 años de los hogares económicamente vulnerables no llegan a una parte importante de 
ellos.  

Esta conclusión se ve reforzada por los indicadores adicionales que aparecen en el cuadro 
2.4. La proporción de hogares del segundo quintil de ingresos que no pagan ninguna cuota por 
la asistencia a la ECPI es baja (menos de una cuarta parte). Incluso en el segundo y tercer quintil 
de ingresos, podemos ver que las familias se enfrentan a verdaderas dificultades para hacer 
frente a los costes. De hecho, las familias de estos dos quintiles son las más propensas a 
experimentar grandes dificultades para cubrir los costes de la ECPI. Al mismo tiempo, una parte 
importante de los niños y niñas de los grupos más vulnerables -los del primer y segundo quintil 
de ingresos- no utilizan los servicios de ECPI (incluidas las guarderías). 

Estas dificultades no hacen más que reforzar la vulnerabilidad de las familias, ya que los 
servicios externos de ECPI suelen ser vitales para conciliar las necesidades de cuidados con el 
empleo remunerado (sobre todo para las madres) y es probable que incrementen las 
desventajas intergeneracionales. Además, una proporción muy importante de las familias de los 
dos quintiles inferiores (por encima del 60%) declaran que su necesidad de cuidado de niños y 
niñas no se satisface porque no se lo pueden permitir, mientras que pocas, si es que alguna, 
mencionan la falta de oferta, los horarios inconvenientes o la mala calidad del servicio como 
algo especialmente importante. Los datos indican que el uso bastante limitado de los servicios 
de ECPI para niños y niñas de 0 a 3 años -sobre todo por parte de los hogares que se encuentran 
en quintiles de ingresos más bajos- se debe a la sobre todo a la falta de asequibilidad, más que 
a la disponibilidad, la calidad o la falta de demanda. 

 

Tabla 2.4. Acceso y obstáculos a la educación infantil y atención a la 
primera infancia de primer ciclo (0-3) por quintil de ingresos (2016) 

PORCENTAJE DE HOGARES 1º quintil 2º quintil 3º quintil 4º quintil 5º quintil 

Con niños y niñas que asisten a centros de 
ECPI 

26.3 46.4 41.6 44.8 62.5 

Pagan el coste total de la asistencia a los 
centros de ECPI (sólo se tienen en cuenta los 

27.3 50.3 53.1 64.2 63.7 
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hogares con niños y niñas que asisten a 
centros de ECPI) 

Pagan parte del coste de la asistencia a los 
centros de ECPI (sólo se tienen en cuenta los 
hogares con niños y niñas que asisten a 
centros de ECPI) 

7.3 23.6 31.1 19.3 25.9 

No pagan ninguno de los costes de asistencia 
a los centros de ECPI (sólo se consideran los 
hogares con niños y niñas que asisten a 
centros de ECPI) 

65.4 24.2 13.5 16.4 10.4 

Utilización de los servicios de ECPI (incluida la 
asistencia a centros preescolares y el uso de 
guarderías) 

33.1 52.9 44.3 51.4 70.6 

Experimentan cualquier dificultad para hacer 
frente a los costes de la AEPI 

29.7 48.5 36.5 34.9 29.4 

No tener que pagar ninguna cuota 
relacionada con la ECEC 

22.8 11.5 2.9 3.5 3.2 

No se satisfacen sus necesidades de acceso a 
los centros de ECPI 

35.9 35.4 36.9 25.6 20.3 

No se satisfacen las necesidades de ECPI 
porque el hogar no puede permitírselo 

63.6 67.1 53.2 40.4 19.7 

No se satisfacen sus necesidades de ECPI por 
falta de plazas disponibles 

2.5 5.4 0.2 7.6 0.0 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística (INE), Encuesta de Condiciones de Vida. Módulo año 2016. Acceso a los 
servicios. Nota: *Los valores ausentes no incluidos en la tabla; 2016: último año disponible. 

Falta de información sistemática a nivel local  

La bibliografía sobre la ECPI a nivel local es limitada, dadas las dificultades para recopilar 
información oficial, sistemática y desglosada sobre los servicios de los municipios. Los estudios 
revelan incluso un panorama de creciente heterogeneidad, ya que las características de las 
escuelas municipales pueden diferir de las gestionadas por las CCAA. También hay variaciones 
en cuanto a las tarifas -y, por tanto, a la equidad en el acceso- entre los dos tipos de centros 
públicos que coexisten con los privados a nivel local.  

Una consecuencia frecuente de estas variaciones es la segregación basada en los costes y las 
barreras de acceso (Jiménez-Delgado et al., 2016). El reparto de responsabilidades entre el nivel 
regional y el local genera también una variedad de regulaciones y ámbitos de implicación (Save 
the Children, 2019) difícil de navegar. 

2.3. Niños en situación de necesidad 

Desafortudamente en España existen problemas de información que dificultan la evaluación 
de la prestación de una ECPI de calidad que garantice la inclusión social de los grupos 
minoritarios. Por ejemplo, las principales fuentes de microdatos carecen de representatividad y 
también hay una granularidad insuficiente en las estadísticas oficiales. Esto impide comprender 
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a fondo la interacción entre la vulnerabilidad socioeconómica general y la situación específica 
de los grupos que son, potencialmente, los más desfavorecidos. 

En un país en el que la participación en la ECPI es casi universal en el segundo ciclo y en la 
educación preescolar, los niños y niñas de origen migrante muestran tasas de matriculación 
similares a las de los nativos (Eurofound, 2015). De hecho, en la última década se ha producido 
un aumento de la matriculación en la ECPI de estos niños y niñas en respuesta a un aumento de 
las plazas disponibles y a la incorporación de sus madres al mercado laboral. La mayoría de los 
niños de origen migrante se matriculan ahora en centros públicos como consecuencia de la 
revisión de la normativa de admisión, de las políticas de zonificación escolar en algunas regiones 
y del menor coste que supone (Grau Rubio y Fernández Hawrylak, 2016). La principal brecha 
entre los niños y niñas autóctonos y los de origen migrante, como se ha señalado anteriormente, 
se observa durante el primer ciclo de ECPI (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020). 

Los niños y niñas nacidos en otro país representaban el 9,8% de los niños y niñas 
matriculados en ECPI en España en el curso escolar 2019/2020 (cálculo propio; Ministerio de 
Educación y Formación Profesional, 2020b; Ministerio de Educación y Formación Profesional, 
EDUCAbase). Sin embargo, aunque el número de niños y niñas de origen migrante que asisten a 
los centros de ECPI ha aumentado (Grau Rubio y Fernández Hawrylak, 2016) los padres de países 
no pertenecientes a la UE son mucho menos propensos a utilizar los servicios de ECPI de primer 
ciclo que los nativos y los nacionales de otro país de la UE (25,8% frente a más del 40%). No está 
del todo claro a qué se deben estas diferencias. Algunas CCAA conceden acceso prioritario a los 
centros de ECPI de primer ciclo a los niños y niñas de origen migrante y a los pertenecientes a 
minorías étnicas (Vélaz-de-Medrano Ureta et al., 2020).  

También es difícil evaluar la situación de los niños y niñas gitanos, dadas las dificultades para 
obtener datos actuales, especialmente sobre su asistencia al primer ciclo. Existen pruebas de los 
avances en la asistencia a la ECPI de los niños y niñas gitanos en las dos últimas décadas (Centro 
Social Comunitario Gastón Castelló, 2017) y hasta el 95% de estos niños y niñas de entre 4 y 6 
años estaban matriculados en la ECPI en 2014, en comparación con el 97% de los niños en 
general (Comisión Europea, 2020; Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
2016). Estos elevados niveles de matriculación en la ECPI de segundo ciclo -que, a diferencia de 
la ECPI de primer ciclo, es gratuita- podrían indicar la importancia de la asequibilidad. 

Algunos de los principales obstáculos a la escolarización de los niños y niñas romanís en la 
ECPI, identificados por las organizaciones que trabajan en favor de sus derechos, son la 
segregación residencial, el bajo nivel de ingresos, la escasa concienciación de las familias sobre 
la importancia de la ECPI y las largas distancias entre el hogar y los centros de ECPI. Otros 
problemas son la escasa presencia de personal romaní en las escuelas y las dificultades para 
conciliar la vida laboral y familiar (sobre todo en el caso de las mujeres).   

También existe poca información exhaustiva sobre la participación en la ECPI de los niños y 
niñas con discapacidades u otras necesidades especiales (Eurofound, 2020). Por término medio, 
el 1,1% de los niños y niñas matriculados en el segundo ciclo de ECPI en escuelas ordinarias en 
España presenta necesidades educativas especiales. El porcentaje varía entre las CCAA, desde el 
0,6% en Cantabria hasta el 3,2% en Murcia (Ministerio de Educación y Formación Profesional, 
2021).  

Las CCAA -siguiendo las directrices establecidas por el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional- desarrollan planes de atención a la diversidad dirigidos a estos niños y niñas 
(Comisión Europea, 2021b). Sin embargo, existen importantes disparidades regionales en los 
mecanismos y reducciones de ratio ideados para atender sus necesidades. Algunas CCAA 
cuentan cada niño con necesidades educativas especiales como dos a la hora de calcular las 
ratios generales de las clases. Otras determinan el número máximo de niños y niñas con 
necesidades especiales en cada unidad; algunas recurren principalmente al aumento del 
personal auxiliar o complementario. La fórmula más común es una reducción de la ratio 
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equivalente a un niño o niña en el número total de plazas asignadas a cada grupo (Vélaz-de-
Medrano Ureta et al., 2020).  

También existen considerables diferencias regionales, locales e incluso "entre colegios" 
relacionadas con los procesos de detección precoz, con el hecho de que la intervención 
temprana se realice en niños y niñas de 0 a 3 años, con la clase de medidas diseñadas, con el 
tipo de personal educativo de apoyo y especializado que interviene (y con las ratios 
correspondientes) y con la formación que reciben estos últimos. La legislación a nivel regional 
para las escuelas ordinarias sólo se aplica a los centros públicos y subvencionados y suele ser 
bastante vaga en estas cuestiones.  

Y lo que es más importante, existe evidencia de que existen considerables diferencias entre, 
por un lado, las necesidades de los niños y niñas y los centros de ECPI y, por otro, el grado de 
especialización del personal de los centros, el calendario y los tipos de apoyo que prestan las 
autoridades. La falta de recursos y de especialización en las escuelas ordinarias también se ha 
identificado como un factor importante que dificulta la inclusión satisfactoria de los niños con 
discapacidad en los servicios de ECPI (Jiménez Lara et al. 2019).  

En su mayor parte, los niños y niñas con discapacidad en ECPI en España están escolarizados 
en centros ordinarios.  Sólo el 1,16% de los niños y niñas de preescolar matriculados en ECPI son 
calificados oficialmente como niños y niñas con necesidades educativas especiales. La 
matriculación en educación especial es, por tanto, extremadamente rara, con un 99,89% de la 
población total de preescolar matriculada en centros de ECPI ordinarios, y un 99,85% de estos 
participando en la educación inclusiva, entendida como la integración en una clase ordinaria 
durante al menos el 80% del tiempo (Agencia Europea para las Necesidades Especiales y la 
Educación Inclusiva, 2020).  

Hasta el 71% de los niños y niñas de 3 a 6 años en educación especial asisten a colegios 
públicos (Ministerio de Educación y Formación Profesional, 2020c). La matriculación en el 
sistema público también es la norma, ya que el 78% de los niños y niñas con necesidades 
especiales asisten a escuelas ordinarias. Sólo el 1,7% asiste a colegios totalmente privados y algo 
más del 20% está matriculado en colegios concertados (cálculos propios; Ministerio de 
Educación y Ciencia, EDUCAbase).  

Las escuelas concertadas están autorizadas a cobrar tasas por servicios complementarios 
(Comisión Europea, 2021c) y esto podría aumentar las presiones financieras sobre las familias 
de los niños y niñas con discapacidad. Los padres ya tienen que hacer frente a importantes 
gastos relacionados con la discapacidad (terapias, materiales o equipos), a lo que se suman los 
retos particulares para su participación normalizada en el mercado laboral (Jiménez Lara y Huete 
García, 2011).  

Existen ayudas y subvenciones a nivel nacional para los niños y niñas mayores de 2 años 
matriculados en centros de ECPI que tienen necesidades educativas especiales relacionadas con 
la discapacidad. Sin embargo, no son universales y están vinculadas a determinados requisitos 
económicos (en el caso de las ayudas) o reservadas a familias numerosas (subvenciones) (Plena 
Inclusión, 2015).  

Los problemas de información también enmascaran la situación de los niños y niñas en 
acogimiento alternativo, con una falta de datos completos y desglosados sobre su inscripción en 
los servicios de ECPI (Lerch y Nordenmark Severinsson, 2019). El cuidado basado en la familia 
(ya sea dentro o fuera de la familia extensa) es la norma para los niños y niñas menores de 6 
años que han sido separados de sus familias, en contraste con otros grupos de edad. Sin 
embargo, el número de familias que ofrecen un hogar a estos niños y niñas se redujo en 2019 y 
8,4 de cada 100.000 niños en España de entre 4 y 6 años viven ahora en acogimiento residencial 
(frente a 35 de cada 100.000 que viven en acogimiento familiar). Las cifras para los menores de 
3 años son de 7,2 por cada 100.000 frente a 40,4 respectivamente) (Ministerio de Derechos 
Sociales y Agenda 2030, 2020).  
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Los niños y niñas en situaciones de extrema vulnerabilidad (los niños y niñas en situaciones 
familiares precarias, los niños y niñas sin hogar o los niños que experimentan una grave privación 
de vivienda) que carecen de suficiente apoyo familiar o social son ubicados en acogimiento 
alternativo si su situación de riesgo social se considera muy importante o prolongada (CRS 
España, 2014). Los niños y niñas en acogimiento alternativo tienen el derecho legal a ser 
priorizados en la admisión en el centro educativo que mejor se adapte a sus circunstancias y 
necesidades personales. Sin embargo, como se ha señalado, no existe información sistematizada 
sobre su situación en materia de ECPI (Montserrat et al., 2015).  

Aunque muchos niños y niñas siguen creciendo en instituciones, faltan estrategias de 
desinstitucionalización y, en la actualidad, no existe un marco estratégico nacional para 
fomentar la transición del cuidado institucional al cuidado basado en la familia y la comunidad. 
Por ello, se ha subrayado la necesidad de realizar cambios integrales en este ámbito. Se han 
identificado como principales prioridades para la reforma: la mejora de la coordinación entre las 
CCAA y la administración central para establecer criterios comunes para los cuidados 
alternativos y la provisión de un apoyo financiero adecuado para un modelo de cuidado basado 
en la familia (Lerch y Nordenmark Severinsson, 2019).  

Otras dimensiones importantes de la ECPI son su prestación dentro de las familias y la 
medida en que los padres y madres pueden conciliar las necesidades de cuidado de sus hijos e 
hijas con su propio empleo. Alrededor del 36% de los niños y niñas menores de 3 años y solo el 
1,5% de los niños y niñas de 3 a 6 años en España fueron cuidados exclusivamente por sus padres 
en 2019 (Eurostat, indicador ILC_CAPARENTS). Según datos de la ECV, los niños y niñas pasaron 
una media de 15,2 horas cada semana en guarderías o escuelas infantiles formales en 2019, que 
se elevan a 28,3 horas entre los niños de 3 a 6 años. Si solo se consideran los niños y niñas con 
algún tipo de cuidado infantil formal, los porcentajes son de 26,5 y 28,8 (indicadores 
ILC_CAMNFORALL e ILC_CAMNFORG0 de Eurostat, respectivamente). Incluso en el mejor de los 
casos, las horas cubiertas por este acuerdo formal no se acercan al número de horas que los 
padres suelen dedicar al trabajo, lo que revela unas necesidades significativas e insatisfechas en 
términos de horarios de ECPI. A pesar de la ampliación del permiso de paternidad de 2 a 16 
semanas con sustitución salarial del 100% en la última década y del considerable aumento de su 
utilización por parte de los padres (Jurado-Guerrero y Muñoz-Comet, 2020), las madres siguen 
siendo significativamente más propensas que los padres a dejar el trabajo remunerado para 
cuidar de los niños y niñas pequeñas (Men in Care, 2021). 

Además de la brecha de género relacionada con los cuidados -que es especialmente grande 
cuando los niños y niñas son pequeñas- y de las insuficientes medidas para conciliar las 
obligaciones laborales y familiares, los expertos han subrayado la necesidad de desarrollar 
políticas públicas que fomenten un reparto corresponsable de los cuidados y, por tanto, el 
mantenimiento del empleo de ambos progenitores. Si bien la reciente sustitución de los 
permisos de paternidad y maternidad por permisos individuales por nacimiento son neutros 
desde el punto de vista del género, es un paso positivo en esta dirección, se necesitan esfuerzos 
adicionales, como son medidas en el lugar de trabajo que faciliten la participación de los 
hombres en el cuidado (Men in Care, 2021), el refuerzo de la ECPI pública (Baizán et al., 2013) y 
la promoción de la utilización por parte de los hombres de permisos remunerados y no 
remunerados para cuidar a los niños y niñas pequeñas. 

Es probable que el limitado acceso a suficientes horas de cuidado infantil reduzca la 
participación de las madres en el mercado laboral y esto, a su vez, aumente el riesgo de pobreza 
en el hogar, dado que tener un solo sostén de la familia no es suficiente para satisfacer las 
necesidades materiales en la España actual.  De hecho, las mujeres representan el 94% de los 
trabajadores con un empleo sólo a tiempo parcial por razones de cuidado (Instituto de las 
Mujeres, 2020). Por lo tanto, muchos hogares españoles se encuentran en una posición de 
mayor vulnerabilidad socioeconómica como consecuencia de las insuficientes medidas de 
conciliación laboral y familiar, el limitado acceso a la AEPI formal plenamente compatible con 
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los horarios de trabajo y la correspondiente brecha de género en los cuidados. Su situación se 
ve agravada por las incertidumbres que caracterizan al mercado laboral español, unidas a la 
necesidad de dos salarios para sostener una familia (Gálvez Muñoz, 2013). 

Conclusiones 

Los niños y niñas con mayor necesidad inmediata de apoyo a la ECPI en España son los que 
tienen entre 0 y 3 años y viven en situaciones de especial vulnerabilidad socioeconómica. Entre 
estos niños y niñas se encuentran los de hogares con bajos ingresos, que se enfrentan a barreras 
de acceso a la ECPI relacionadas con la falta de asequibilidad. Sin embargo, también cabe 
destacar la situación de las familias del segundo quintil de ingresos, que a menudo tienen 
dificultades para hacer frente a los costes de la ECPI, pero que no pueden optar a un acceso 
preferente o a subvenciones como consecuencia de unos requisitos o umbrales de ingresos muy 
restrictivos.  

Los niños y niñas menores de 3 años de origen migrante no comunitario también presentan 
tasas de matriculación en la ECPI significativamente inferiores a las de sus homólogos nativos, 
posiblemente como resultado de las dificultades financieras, tal vez combinadas con factores 
culturales. Estas barreras también se han puesto de manifiesto en el caso de las familias romanís 
y, dado que prácticamente no existen estadísticas sobre su utilización de los servicios de ECPI 
de primer ciclo, merecen una atención especial.  

Por último, es importante recordar que, aunque los niños y niñas con discapacidad suelen 
estar matriculados en centros de ECPI ordinarios financiados con fondos públicos, existe 
preocupación por los retrasos en la detección de sus necesidades especiales y las intervenciones 
correspondientes, así como por el alcance del apoyo especializado. Por ello, es fundamental 
centrarse en la calidad y el alcance de los servicios que reciben, dados los importantes retos 
educativos y de desarrollo a los que estos niños y niñas se enfrentan con frecuencia. Asimismo, 
es esencial desarrollar medidas dirigidas a los niños y niñas en régimen de acogimiento 
alternativo que, además de su acceso preferente a los servicios formales de ECPI, necesitan 
mayores recursos para reforzar los modelos de atención basados en la familia. 
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3. EDUCACIÓN 

● Aunque en España existe un acceso universal a la educación obligatoria, la experiencia 
de los niños y niñas en la escolarización puede verse favorecida u obstaculizada por la 
naturaleza de los sistemas educativos del país, así como por sus propias condiciones de 
vida. 

● Una parte importante de los niños y niñas se aleja de la educación como resultado de la 
segregación de la escolarización, con los niños y niñas más vulnerables a menudo 
concentrados en escuelas específicas y el uso de la repetición de curso para los más 
rezagados.  

● La implantación de la GIE en España debe promover la identificación efectiva de los 
alumnos que necesitan un mayor apoyo educativo, así como las intervenciones para 
satisfacer sus necesidades. 

Este capítulo se centra en el proceso de abandono y fracaso escolar de los alumnos 
desfavorecidos en España y en los múltiples factores que configuran estos retos, tomando en 
consideración diferentes niveles de análisis (local, regional y nacional). Estructuramos nuestra 
revisión en torno a tres áreas clave: los recursos (que permiten el éxito en la educación); la 
desigualdad en las trayectorias educativas; y las condiciones escolares. Mientras que algunos 
grupos vulnerables, como los niños y niñas de origen migrante o en situaciones familiares 
precarias, están recogidos por los microdatos estándar sobre educación (como PISA, TIMSS, 
PIRLS, EU-SILC13), los datos sobre otros niños y niñas, como los que están en situación de 
discapacidad, los de origen racial o étnico minoritario (en particular, los romnanis) y los niños y 
niñas en cuidado alternativo (principalmente institucional), son escasos y se limitan a conjuntos 
de datos especializados. 

Adoptamos una visión amplia de la educación que incluye los entornos educativos formales 
e informales, así como las condiciones de vida de los niños y niñas. Todos estos factores pueden 
influir en sus oportunidades y trayectorias educativas y tienen el potencial de mejorar o limitar 
su rendimiento académico y su participación en actividades extraescolares. Además, España es 
un país caracterizado por importantes diferencias autonómicas en el rendimiento educativo. 

A nivel de la UE se reconoce que los estudiantes que fracasan en la escuela no son un grupo 
homogéneo y que no existe un único factor para predecir quiénes abandonarán la escuela de 
forma prematura: "ni el bajo rendimiento ni el abandono escolar prematuro son resultado 
únicamente de factores interpersonales, sino de una combinación de ámbitos personales, 
sociales, económicos, educativos y familiares" (Comisión Europea, 2014). El abandono escolar 
prematuro es un proceso y no un hecho puntual. Ese proceso suele comenzar durante la 
educación primaria con niños y niñas que experimentan un bajo rendimiento y un creciente 
distanciamiento de la escuela. Las transiciones entre escuelas y niveles educativos son 
especialmente difíciles para los alumnos en riesgo de abandono escolar (Comisión Europea, 
2014).  

Lo que importa para la prestación de servicios es que el sistema educativo sea inclusivo, 
equitativo y de la misma calidad para todos. En este sentido, la falta de recursos, la segregación 
escolar, el bajo rendimiento y el abandono prematuro son indicadores de las desigualdades, la 
discriminación y la incapacidad de llegar a los niños y niñas más vulnerables y tomar medidas 
para compensar sus desventajas. 

 
13 Programa para la Evaluación Internacional de los Alumnos; Estudio sobre las Tendencias Internacionales en Matemáticas y 

Ciencias; Estudio sobre los Progresos en la Competencia Lectora Internacional; Estadísticas de la UE sobre la Renta y las Condiciones 
de Vida. 
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3.1. Inversión en educación y condiciones escolares 

Casi el 85% del gasto público de España en educación es gestionado por las CCAA, lo que 
explica que los recursos por alumno, su composición y sus tendencias varíen entre las regiones 
del país. El gasto medio anual por cada estudiante equivalente a tiempo completo desde la 
educación primaria hasta la terciaria fue uno de los más bajos de los países de la OCDE entre 
2012 y 2017 (OCDE, 2020). La reducción del gasto público durante y después de la Gran Recesión 
también supuso un aumento significativo del gasto privado, que creció un 25% entre 2008 y 
2014 (Pérez y Uriel, 2016).  

Hay acuerdo en que las características de cualquier sistema educativo influyen en el 
aprendizaje y el rendimiento de los estudiantes y tienen un impacto en las desigualdades 
educativas (OCDE 2016a; 2011a). En España se está llevando a cabo un proceso de actualización 
de dos elementos estructurales del sistema educativo: una revisión tanto del currículo como de 
la evaluación para avanzar hacia un aprendizaje basado en competencias, en línea con las 
recomendaciones de la CE sobre responsabilidades clave para el aprendizaje permanente 
(2018). Esto supondrá una revisión de la gestión de la enseñanza, con un mayor énfasis en la 
diversidad, las necesidades de los estudiantes y el cambio social (Entrevista con la 
administración pública central). 

Tabla 3.1. Gasto público en educación 

Educational expenditure (2018) 

 España CCAA 

Gasto público en educación 

en % del PIB 

4.23% 

UE-27 (2019): 4.7% (Irlanda 3.1%; 
Suecia 6.9%) 

 

País Vasco: 5.2% 

Cataluña: 3.67% 

Gasto público en educación 

por alumno/estudiante 

Media: 6,063€ 

Educación infantil: 4,875€ 

Educación primaria: 5,110€ 

Educación secundaria: 6,373€ 

Educación superior: 8,398€ 

Escuelas públicas 

País Vasco: 9,298€ 

Navarra: 7,456€ 

Madrid: 4,727€ 

Andalucia: 5,077€ 

Fuente: Sistema Estatal de Indicadores de la Educación 2020 (Ministerio de Educación y Formación Profesional); 
Eustat (País Vasco); Idescat (Cataluña); Eurostat (2019). 

Segregación 

La segregación escolar se refiere a la separación de los alumnos por su origen, por sus 
características socioeconómicas, condición de minoría u otras características dentro del sistema 
escolar. Los altos niveles de segregación señalan un contacto limitado entre grupos y los 
sistemas más segregados tienden a mostrar más desigualdad educativa (Ferrer y Gortazar, 2021; 
OCDE, 2016a).  

La segregación en las escuelas españolas se traduce en diferentes oportunidades educativas 
para los niños y niñas y los alumnos de las escuelas menos favorecidas suelen recibir 
comparativamente menos recursos y aportaciones académicas (Prieto-Latorre et al., 2021; 
Tourón et al., 2018). La bibliografía se ha centrado en la segregación entre alumnos de origen 
migrante y no migrante, entornos favorecidos y desfavorecidos y niveles de rendimiento 
educativo (OCDE, 2019b). Además, un informe ha analizado la segregación de los alumnos 
gitanos (Santiago y Maya, 2012). 
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La segregación escolar en España es mayor en la educación primaria que en la secundaria 
(Bonal et al., 2019; Ferrer y Gortazar, 2021; Prieto-Latorre et al. 2021). De hecho, España tiene 
una de las tasas más altas de segregación socioeconómica en la educación primaria de la OCDE, 
sólo Lituania y Turquía están más segregadas (Ferrer y Gortazar, 2021). Por el contrario, la 
segregación por origen en la educación primaria, aunque sustancial, se acerca a la media de la 
OCDE. La región de Madrid, donde la segregación en la educación primaria ha aumentado 
considerablemente en la última década, está incluso más segregada que la media española 
(Ferrer y Gortazar, 2021; Gortazar, 2021). Como resultado, la segregación socioeconómica en la 
educación primaria es ahora una preocupación clave en España. 

En el nivel de educación secundaria, España supera la media de la OCDE en términos de 
segregación socioeconómica: en Europa solo Hungría y la República Checa están más segregadas 
(OCDE, 2019b). Los datos también sugieren grandes variaciones regionales, con Madrid, la 
región más segregada de España, mostrando una de las tasas de segregación más altas de la 
OCDE. La segregación también es alta en las Islas Canarias y Cataluña y la más baja se encuentra 
en La Rioja, Cantabria y Aragón (Murillo y Martínez-Garrido, 2018; Ferrer y Gortazar, 2021). 
Aunque la segregación por origen está por debajo de la media de la OCDE, existen fuertes 
variaciones regionales, siendo el País Vasco, Extremadura y Andalucía las que presentan una 
mayor segregación y Navarra, Murcia y Baleares las más bajas (Ferrer y Gortazar, 2021). La 
disminución de la segregación en la educación secundaria está relacionada, en parte, con el 
mayor abandono escolar de los alumnos de origen migrante. 

Santiago y Maya (2012) recogieron datos sobre zonas de Madrid (Comunidad de Madrid), 
Barcelona (Cataluña), Badajoz (Extremadura) y Córdoba (Andalucía) que se caracterizaban por 
una alta concentración de población romaní. Su estudio descubrió una fuerte concentración de 
estos alumnos en determinados colegios de las cuatro provincias (con algunos colegios a los que 
asistían casi exclusivamente alumnos gitanos), a pesar de que los pertenecientes a esta minoría 
sólo representaban entre el 15% y el 50% de la población de la zona. Sus resultados indican que 
las escuelas están extremadamente segregadas. 

La segregación escolar refleja, en parte, la segregación residencial (Bonal et al., 2019; OCDE, 
2019b). Las plazas escolares se asignan según reglas variables (aunque relativamente similares) 
por parte de las CCAA, con un componente vinculado al lugar de residencia y otros factores como 
tener hermanos, la existencia de necesidades especiales, etc. que tienen un peso variable. Sin 
embargo, las investigaciones realizadas en Madrid y Barcelona han encontrado que la 
segregación escolar es más fuerte que la segregación residencial, lo que indica que hay otros 
elementos en juego (Bayona y Domingo, 2021b; Gortazar, 2021; Bonal et al., 2019). Por ejemplo, 
en Barcelona se combinan altos niveles de segregación escolar entre los niños y niñas de origen 
migrante y la comparación entre la segregación residencial y la escolar muestra que esta última 
es siempre mayor (Bayona y Domingo, 2021b). En Madrid, Gortazar (2021) estima que el 40% 
de la segregación socioeconómica y el 75% de la segregación por origen tiene lugar dentro de 
los barrios. La presencia de desigualdades que no están asociadas a la segregación residencial 
sugiere que existe la posibilidad de que la política educativa tenga un impacto en la segregación. 

La literatura destaca que la segregación es el resultado de procesos complejos y 
multidimensionales que involucran la segregación residencial, la oferta educativa, las 
preferencias de los padres y las desigualdades en el acceso (Bayona y Domingo, 2021b; Ferrer y 
Gortazar, 2021; Bonal et al., 2019, 2021; Allah, 2018; OCDE, 2016). El último informe de la OCDE 
(2019b) sobre equidad educativa desglosa la segregación en tres factores: segregación social 
entre escuelas públicas y privadas, segregación social entre escuelas privadas y segregación 
social entre escuelas públicas. En España, la segregación social entre colegios públicos y privados 
es muy superior a la media de la OCDE. Igualmente, el 80% de los estudiantes de origen migrante 
asisten a escuelas públicas (Estadísticas de Educación, EDUCAbase, 2021). 

También hay grandes diferencias entre regiones. Las que tienen mayores proporciones de 
escolarización privada y concertada, como Madrid y el País Vasco, también muestran altos 
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niveles de segregación. El coste de la enseñanza concertada es uno de los factores que bloquea 
a las familias y aumenta la segregación, ya que las familias más pobres no pueden afrontar sus 
costes (a veces ocultos) (Bonal et al., 2021; Alá, 2018; Santiago y Maya, 2012). De hecho, la 
oferta vecinal de escolarización privada concertada se ha identificado como un predictor 
principal de la segregación educativa (Gortazar, 2021; Bonal et al., 2019). 

La segregación se produce no solo entre el sistema público y el privado, sino también dentro 
de esos sistemas (Prieto-Latorre et al., 2021; Murillo y Martínez-Garrido, 2018). Si bien es de 
esperar cierta segregación (por ejemplo, asociada a las preferencias educativas), la segregación 
dentro del sistema público puede considerarse un motivo de preocupación. La elevada 
segregación en España parece reflejar la concentración de alumnos de alto estatus económico, 
social y cultural (EESC) dentro de unos pocos centros públicos (Murillo y Martínez-Garrido, 2018; 
también Prieto Latorre et al., 2021, con datos de Andalucía). En Madrid, por ejemplo, la adopción 
del sistema educativo bilingüe promovió un éxodo de alumnos desfavorecidos y migrantes fuera 
de los centros públicos que participaban en este programa de enseñanza en inglés (Anghel et 
al., 2016). En Cataluña, el Síndic de Greujes (2016) denunció la concentración de alumnos 
desfavorecidos, migrantes y gitanos en determinados centros públicos. La concentración de 
alumnos desfavorecidos se ha visto agravada en cierta medida por la asignación de alumnos 
recién llegados a determinados centros (Bayona y Domingo 2021a), cuestión que la nueva ley 
de admisión catalana pretende abordar (2021, entrevista). 

Las investigaciones sobre la segregación de las comunidades romanís e inmigrantes han 
identificado un proceso etiquetado como "huida blanca", en el que los alumnos aventajados y 
mayoritarios evitan las escuelas percibidas como problemáticas (Ferrer y Gortazar, 2021; Allah, 
2018; Farre et al., 2018; Santiago y Maya, 2012) y en el que los alumnos más formados son 
también los más propensos a cambiar de escuela en respuesta a un aumento de la inmigración 
(Farre et al., 2018). Además, hay pruebas anecdóticas de que algunos centros educativos 
emplean técnicas de disuasión para evitar la matriculación de alumnos de grupos marginados 
(Síndic de Greuges, 2016; Santiago y Maya, 2012). 

Hay cierto acuerdo en que la elección de centro es un factor clave en el aumento de la 
segregación en España (Bonal et al., 2021; Alá, 2018). Gortazar (2021), por ejemplo, identifica 
los factores de demanda y oferta que sustentan la segregación escolar en el país. Los factores 
de demanda incluyen las preferencias de los hogares y la dinámica residencial, mientras que por 
el lado de la oferta, Gortazar destaca la oferta local de escuelas privadas, las barreras 
económicas y lingüísticas, la organización escolar y las políticas de admisión. Las diferencias de 
calidad educativa entre las escuelas (ya sean percibidas o reales), la reducción de los horarios 
escolares, el cambio de escuela entre la educación primaria y la secundaria y el menor desarrollo 
de los servicios escolares en algunas zonas, están asociados a una mayor segregación (Gortazar, 
2021). El diseño de políticas eficaces para reducir la segregación se beneficiaría de una mayor 
exploración de la interacción entre dichos factores y sus variaciones en España. 

3.2. Desventaja educativa 

Los indicadores de privación evalúan la capacidad de las personas y los hogares para 
satisfacer las necesidades definidas socialmente y los resultados para los niños y niñas están 
determinados por el entorno escolar y los recursos del hogar (Lanau, 2021; Richardson et al., 
2021; Ayllón, 2017). Los recursos del hogar permiten a los niños y niñas cubrir sus necesidades 
y participar en actividades clave de educación y desarrollo. Sin embargo, los datos sobre 
educación y privación son escasos y suelen limitarse al ámbito nacional. Aquí consideramos tres 
conjuntos de indicadores: las dificultades para cubrir el coste de la educación, la privación de 
artículos esenciales relacionados con la educación y las desigualdades en el acceso a las 
tecnologías de la información. 
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Tabla 3.2. Privación educativa en España (porcentaje de niños y niñas en 
edad escolar) 

Niños y niñas de 4 a 16 años que no pueden participar en: 

Privación 

Nota 

Total 
En situación 
de pobreza 

Viajes y actividades escolares que cuestan dinero 11% 27% Los datos no permiten 
el desglose por CCAA o 

grupos objetivo Actividades de ocio 13% 30% 

Fuente: Elaboración de los autores utilizando el SILC 2014. 

Dificultades para cubrir el coste de la educación  

Incluso cuando los servicios son gratuitos, los obstáculos pueden impedir que los niños y 
niñas accedan a estos servicios de forma efectiva (Lanau et al., 2020). La asistencia a la escuela 
y, más aún, el aprovechamiento de las oportunidades educativas, implica para los hogares gastos 
de transporte, actividades, libros y otros materiales. Según el SILC, uno de cada tres niños y niñas 
en España vivía en hogares a los que les resultaba muy o moderadamente difícil cubrir los costes 
de la educación formal en 2016. Los costes de la educación son una carga mayor para los niños 
y niñas de los hogares con bajos ingresos (el 50% de los hogares lo encuentran difícil), en los 
hogares monomarentales (40%) y los que viven en zonas periurbanas y ciudades de tamaño 
medio, en comparación con los de las ciudades o las zonas rurales (38% frente al 28%) (EU-SILC, 
2016, cálculos propios). 

Privación de elementos esenciales relacionados con la educación  

Las formas de privación más comunes entre los niños y niñas españoles están relacionadas 
con la falta de participación en actividades sociales y de ocio, y en oportunidades educativas 
ampliadas (Ayllón, 2017). El acceso a las actividades de ocio y deportivas depende en cierta 
medida de los ingresos del hogar, pero también de la disponibilidad de servicios públicos (por 
ejemplo, campamentos de verano, espacios para actividades recreativas, clubes deportivos, 
etc.) (Lanau et al., 2020), lo que apunta a una brecha en la prestación de servicios. Estas formas 
de privación se dan principalmente en los hogares más desfavorecidos (Lanau, 2021), aunque la 
participación también puede ser especialmente costosa para los niños y niñas con necesidades 
educativas especiales o los que viven en zonas rurales.  

La participación en actividades extraescolares es muy valorada por los niños y niñas y es 
importante para su desarrollo saludable (Pillas et al., 2014). En general, la participación en estas 
actividades también se asocia con mejores resultados educativos (Carmona Rodríguez et al., 
2011), aunque existe cierto debate sobre el potencial de estas actividades para compensar las 
desigualdades educativas (OCDE, 2011b). Los países con mayor rendimiento educativo en el 
Programa para la Evaluación Internacional de los Alumnos (PISA, que evalúa a los niños y niñas 
de 15 años) tienen una media de horas lectivas más larga, mientras que sus alumnos también 
suelen dedicar menos tiempo a las actividades extraescolares (OCDE, 2011b). Del mismo modo, 
los estudiantes resilientes (estudiantes de entornos desfavorecidos que logran altos resultados 
educativos) también tienden a pasar más tiempo en la escuela (OCDE, 2011a). Se ha 
comprobado que las actividades extracurriculares con los profesores de la escuela tienen una 
correlación positiva con la equidad (OCDE, 2011b). En resumen, la asociación positiva entre la 
resiliencia y el tiempo escolar y entre el tiempo escolar y la reducción de la desigualdad puede 
reflejar, en parte, la calidad de la educación. 
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La información estadística nacional sobre la privación educativa de los niños y niñas, incluida 
la participación en viajes y actividades escolares, así como en programas extraescolares, solo se 
recogieron en el módulo SILC de 2014 de la UE sobre la privación material de los niños y niñas. 
Los datos sobre privación infantil a nivel regional o local suelen ser escasos y esporádicos. Una 
excepción es el Barómetro de Barcelona de 2014, que destaca que el 11% de los niños y niñas 
no podían participar en actividades de ocio de forma regular, una proporción similar a la media 
española (13%) y muy por debajo de las estimaciones para Cataluña (21%), lo que sugiere que 
la privación de ocio era un problema en la región, especialmente fuera de la capital y quizás en 
las zonas rurales. Se observa un patrón similar de privación en relación con las actividades 
educativas que cuestan dinero, aunque su prevalencia es menor: 7,5% en Barcelona, 13% en 
Cataluña y 12% en España (Marí-Klose et al., 2016). Los datos nacionales también sugieren una 
ligera desventaja para los niños y niñas que viven en zonas periurbanas y rurales.  

Esto no quiere decir que no haya alumnos extremadamente desfavorecidos en la ciudad. La 
encuesta contó con una sobremuestra en uno de los barrios más desfavorecidos de Barcelona, 
Ciutat Meridiana. Allí, uno de cada tres niños y niñas no podía permitirse actividades de ocio y 
uno de cada cuatro no podía participar en actividades escolares que costaran dinero (Mari-Klose 
et al., 2016). Garantizar una oferta educativa y de ocio accesible y asequible tiene el potencial 
de mejorar la vida y las oportunidades de algunos de los niños y niñas más vulnerables. Las 
marcadas disparidades dentro de esta ciudad demuestran que los diagnósticos locales y de 
barrio son esenciales para identificar las necesidades de los niños y niñas y diseñar 
intervenciones adecuadas. 

Privación digital educativa  

La gran mayoría de los niños, niñas y adolescentes españoles de 10 a 15 años (más del 90%), 
tienen acceso a Internet de alta velocidad (INE, 2020). Nueve de cada diez niños, niñas y 
adolescentes han utilizado un ordenador en los últimos tres meses, y una proporción similar ha 
utilizado Internet. El acceso a un ordenador es mayor en el País Vasco y la Comunidad Valenciana 
y menor en las Ciudades Autónomas (alrededor de 6 de cada 10) (INE, 2020).  

Sin embargo, existe una marcada brecha digital en niños y niñas vulnerables mucho más 
propensos a carecer de acceso a la tecnología. Una encuesta realizada por el Secretariado Gitano 
(2020) reveló que sólo uno de cada tres niños y niñas gitanos tenía acceso a un ordenador y sólo 
el 40% tenía acceso a Internet, lo que se tradujo en dificultades para seguir el ritmo de la 
educación durante el cierre provocado por la pandemia de COVID-19. 

Además, tener un equipo en el hogar no garantiza que el niño o niña pueda utilizarlo para 
sus tareas escolares (Save the Children, 2020). Definimos la "privación digital educativa" como 
el hecho de no tener un ordenador o conexiónn a internet que pueda utilizarse para las tareas 
escolares. Y la brecha digital entre los niños y niñas de diferentes entornos económicos, 
orígenes, minorías y regiones suele ser considerable, como se muestra en el cuadro 3.3. 

Tabla 3.3. Privación digital educativa por características socioeconómicas 

% de estudiantes sin ordenador en casa que puede utilizarse para las tareas escolares 

España Diferencias entre las CCAA q1 (EESC) q2 (EESC) q3 (EESC) q4 (EESC) 

8.6% Catuña 5.1%-Ceuta 19.4% 20.2% 8.0% 4.2% 1.7% 

Mujer Hombre Nativo 

Inmigrante de 

primera 

generación 

Inmigrante de 

segunda 

generación 

 

Romaní* 

7.4% 9.7% 7.4% 16.6% 15.5% 40% 

Fuente: PISA 2018. *Datos de Roma de la FRA: proporción de estudiantes sin acceso a Internet. 
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En definitiva, para mejorar la igualdad de oportunidades en la educación es necesario reducir 
los costes relacionados con la misma, hacer más asequibles y accesibles actividades como los 
viajes escolares y las actividades de ocio y apoyar la transición digital para todos. 

3.3. Rendimiento, logros y trayectorias educativas 

Algunos estudiantes quedan atrapados en un círculo vicioso de bajo rendimiento y 
desmotivación que les lleva a obtener peores resultados y a desvincularse aún más de la escuela. 
El bajo rendimiento a los 15 años es el resultado de una combinación y acumulación de múltiples 
barreras y desventajas que afectan a los estudiantes a lo largo de su vida (OCDE, 2016) y que 
pueden detectarse en las primeras etapas de su educación obligatoria. Aquí se analizan los datos 
sobre el bajo rendimiento, las desigualdades de rendimiento y las trayectorias educativas 
vulnerables. 

Rendimiento insuficiente y bajo rendimiento  

España tiene una alta proporción de alumnos con bajo rendimiento y bajo desempeño a lo 
largo de su trayectoria educativa si se compara con la media de los países de la OCDE. Según el 
TIMSS 2019 (Estudio Internacional de Tendencias en Matemáticas y Ciencias, 4º curso, niños y 
niñas de 9 a 10 años), España tiene una proporción de alumnos en los niveles más bajos de la 
escala de matemáticas y ciencias muy superior a la media (ver Tabla 3.4). Además, sufre 
diferencias regionales que ya se aprecian en la educación primaria. Las desigualdades 
socioeconómicas en lectura son ya evidentes a esta edad y las diferencias se amplían durante el 
primer ciclo de secundaria. La diferencia de rendimiento entre los alumnos nativos y los de 
origen migrante aumenta entre los 9 y los 10 años y los 15 y los 16, pero se reduce cuando se 
tienen en cuenta los niveles de rendimiento anteriores. Estos resultados subrayan la importancia 
de la intervención temprana para mejorar el rendimiento durante la educación secundaria 
obligatoria y atajar las desigualdades educativas (Choi et al., 2018). 

Tabla 3.4. Bajo rendimiento por origen socioeconómico 

Rendimiento 
insuficiente Rendimiento bajo y muy bajo 

9/10 años España Diferencias entre las CCAA     

Matemáticas 9% Muy bajo: Castilla y León 3% - Ceuta 22%     

Ciencias 6% Muy bajo: Castilla y León 1% - Ceuta 22%     

Lectura 17% 
Muy bajo/bajo: La Rioja 1%/12% -  

País Vasco: 4%/21% 
    

15/16 años   q1 (EESC) q2 (EESC) q3 (EESC) q4 (EESC) 

Matemáticas 23% Bajo: Cantabria 15% - Melilla 56% 38.8% 26.7% 17.2% 8.3% 

Ciencias 20% Bajo: Galicia 12.1% - Ceuta 52.3% 32.3% 22.6% 15.3% 7.8% 

Lectura 22.1% Bajo: Castilla y León 15.5% - Ceuta 57.5% 34.0% 25.0% 18.5% 10.8% 
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Fuentes: Ministerio de Educación y Formación Profesional, 2020 (TIMSS, ciencias y matemáticas 9/10 años); 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, 2017 (PIRLS, lectura 9/10 años); PISA 2018 (15/16 años). 

El indicador de bajo rendimiento en PISA mide la proporción de estudiantes de 15 años que 
no alcanzan el nivel 2 ("nivel de competencias básicas") en tres materias escolares básicas: 
lectura, matemáticas y ciencias. Aquí, el estatus socioeconómico es un fuerte predictor tanto 
del rendimiento como del bajo rendimiento (Bilican Demir y Yildimir, 2020).14  Explica el 12% de 
la variación en el rendimiento en matemáticas en España (y el 14% de la variación en los países 
de la OCDE) y el 10% de la variación en el rendimiento en ciencias (frente al 13% de la OCDE) 
(OCDE, 2019a). Casi cuatro de cada diez estudiantes de bajo EESC son también de bajo 
rendimiento: 4,6 veces más que los estudiantes del cuartil superior de EESC. Además, el 29% de 
los estudiantes de bajo rendimiento están por debajo del nivel de competencia 1 (los de menor 
rendimiento). Por último, casi la mitad de los alumnos de primera generación de origen migrante 
que se encuentran en el cuartil inferior del EESC tienen un rendimiento inferior en las tres 
materias. 

Según el Consorcio de Educación de Barcelona (2021, entrevista), existen importantes 
desigualdades tanto en los resultados escolares (primaria y secundaria), como en la tasa de 
graduación de la Educación Secundaria Obligatoria (ESO). Por ejemplo, hay 7 veces más 
adolescentes que no alcanzan el nivel básico de inglés en los distritos de menor renta como en 
Ciutat Vella (27,4%) o NouBarris (23,9%) que en Sarrià-Sant Gervasi (3,5%) o Les Corts (3,7%), 
que son zonas de alta renta. Mientras que el 96% de los adolescentes se gradúan en distritos 
como Les Corts o Sarrià Sant-Gervasi, esta cifra se reduce al 82,4% en Nou Barris y al 78% en 
Ciutat Vella (Institut d'Infància i Adolescència de Barcelona, 2019). 

Absentismo 

El absentismo -sobre todo entre los alumnos de bajo rendimiento- hace que muchos 
estudiantes pierdan oportunidades de aprendizaje. Con un 29,6%, el absentismo en el sistema 
educativo español se mantuvo por encima de la media de la OCDE, en torno al 21% (OCDE, 2018). 
Los estudiantes de hogares con bajos ingresos son más propensos a faltar a la escuela.  

A nivel local, los distritos con una mayor media de hogares de renta baja, tanto en Barcelona 
como en Madrid, tienen entre 5 y 15 veces más absentismo que los distritos de mayor renta 
(Portal de Transparencia, Ayuntamiento de Madrid, 2020; Institut d'Infància i Adolescència, 
2019). Utilizando los datos de PISA de 2018, García y Weiss (2020) encuentran diferencias 
sustanciales entre las CCAA, con una brecha de 14 puntos porcentuales entre Asturias, la región 
con la tasa de absentismo más alta (35%) y Galicia, la región con la tasa más baja (21%) (en 
comparación con una media española del 29,6% de la muestra). El absentismo grave, en el que 
los alumnos han faltado a clase durante tres o más días, oscila entre el 8% en Asturias y el País 
Vasco y el 4% en Castilla y León y Cantabria, siendo la media española del 7%.  

El absentismo es especialmente elevado entre el alumnado gitano, sobre todo entre las 
chicas (de la Rica et al., 2019). Los municipios con alta concentración de población romaní 
muestran un mayor absentismo, tanto en primaria como, especialmente, en secundaria 
(Fundación para el Secretariado Gitano, 2013; Fundació Jaume Bofill, 2001). También es 
importante reconocer el caso particular de los niños en acogimiento y el problema del 
absentismo inducido por el sistema: "los niños acogidos son sacados con demasiada frecuencia 
de las aulas para asistir a reuniones o a citas vinculadas a su condición de niño acogido, 
incluyendo las visitas al terapeuta, al trabajador social o a los tutores" (entrevista con un 
académico).   

 
14 En PISA, el origen socioeconómico de los alumnos se estima mediante el índice PISA de situación económica, social y cultural 
(ESCS), que se basa en información sobre los hogares y el origen de los alumnos. 
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Repetición 

La repetición de curso por bajas calificaciones es una de las principales herramientas 
utilizadas en España para responder al bajo rendimiento escolar. Sin embargo, existen varios 
argumentos en contra de su aplicación: se considera una política muy costosa (Manacorda, 
2012) y puede tener un impacto negativo en la motivación de los estudiantes (Ikeda y García, 
2014). Además, la evidencia empírica indica que se aplica de forma desigual: los estudiantes de 
bajo nivel socioeconómico (SES) y los de origen migrante tienen mayor riesgo de tener que 
repetir curso (Cordero et al., 2014; OCDE, 2014). La repetición también se asocia con una mayor 
probabilidad de abandono escolar prematuro (Stearns et al., 2007; Jimerson et al., 2002). 

Utilizando PISA 2012, Choi et al. (2018) observaron que vivir con ambos padres reduce 
considerablemente la probabilidad de repetir curso. Ser varón y provenir de un hogar de bajo 
nivel socioeconómico aumenta la probabilidad de repetición en la educación secundaria (incluso 
cuando se controla por las puntuaciones de PISA). Los autores destacan la importancia del 
rendimiento previo de los alumnos para su probabilidad de repetir curso en el primer ciclo de 
secundaria: "Un aumento de una desviación estándar en las competencias de lectura a los 9/10 
años reduce el riesgo de repetir curso en casi un 62%. Este resultado sugiere que la intervención 
temprana podría tener un efecto sustancial en la reducción de las tasas de fracaso escolar en 
España" (Choi et al., 2018, p.32).  

Las disparidades entre CCAA también son elevadas (véase el cuadro 3.5). En particular, 
algunas CCAA, como Baleares y Canarias, tienen ya tasas de repetición muy elevadas en la 
educación primaria: cercanas o superiores al 20%. En general, las CCAA con menores tasas de 
repetición en primaria son menos proclives a aplicar esta medida en secundaria. 

Tabla 3.5 Repetición de un año académico por características 
socioeconómicas 

Repetición al menos una vez (a los 15 años) 

España 
Diferencias entre las CCAA 

q1 (EESC) 
q2 (EESC) 

q3 (EESC) 

q4 

(EESC) 

28.7% Cataluña 15.1%-Ceuta 49.1% 48.8% 35.1% 21.8% 8.9% 

Mujer Hombre Nativo 

Primera 

generación 

inmigrante 

Segunda 

generación 

inmigrante  

34.1% 33.1% 25.8% 50.4% 41.0%  

Fuente: PISA, 2018. 

Abandono escolar temprano 

El abandono escolar prematuro se considera un importante predictor de peores resultados 
tanto para el individuo como para la sociedad. Aquellos que no completan la educación 
secundaria superior tienden a provenir de grupos marginados y tienden a experimentar 
múltiples desventajas en la edad adulta (de la Rica et al., 2019; Save the Children, 2015). La 
reducción del abandono escolar sigue siendo un reto clave. España tuvo la proporción más alta 
de la UE de abandono escolar prematuro de la educación y la formación en 2020, con un 16%, 
muy por encima de la media de la UE-27 y del objetivo de referencia para 2020 del 10%15.  

 
15 El término "abandono escolar prematuro" incluye todas las formas de abandono de la educación y la formación antes de completar 

la educación secundaria superior o sus equivalentes en la formación profesional. Las elevadas tasas de abandono escolar 
prematuro registradas durante la última década llevaron a la Comisión Europea a establecer un umbral específico más elevado 
para España del 15%. 



46 

 

Tanto las características individuales de los estudiantes como, por agregación, las de los 
centros a los que asisten tienen una gran influencia en el rendimiento educativo y en la 
transición de la enseñanza primaria a la secundaria. El contexto socioeconómico y laboral, el 
sistema educativo y el gasto público son importantes impulsores de las disparidades en los 
logros y el abandono escolar, pero también pueden desempeñar un papel en la reducción de las 
desigualdades que pueden derivarse de las características individuales y de los centros. 

La mayoría de los Estados miembros de la UE redujeron sus tasas de abandono escolar 
durante el período comprendido entre 1997 y 2007. Sin embargo, España fue una excepción, ya 
que su tasa de abandono escolar se mantuvo en torno al 30%. Sólo se han producido descensos 
significativos desde 2008 (cuando el abandono escolar en España se situaba en el 32%). Desde 
principios de la década de 2000, las tasas de abandono escolar en España parecen seguir un 
patrón procíclico, con un número de abandonos prematuros que aumenta durante los periodos 
de crecimiento económico y disminuye durante los periodos de depresión (Guio et al., 2016; 
Petrongolo y San Segundo, 2002). Los costes de oportunidad de permanecer en la educación 
pueden ser mayores para los hogares de baja situación socioeconómica(SES) y, de hecho, fueron 
especialmente elevados en España durante el período 2000-2007, cuando el número total de 
empleos aumentó en un tercio.  

Una vez más, existen marcadas diferencias en el abandono escolar entre las CCAA: las 
regiones del norte de España tienen las tasas más bajas, mientras que las regiones 
mediterráneas y del sur tienen las más altas (véase el cuadro 3.6). A pesar de cierta fluctuación 
en estas cifras, estas diferencias regionales se han mantenido en gran medida durante las 
últimas décadas. La diferencia entre las zonas urbanas y rurales también es relevante: tanto las 
zonas rurales como las periurbanas tienen tasas de abandono escolar más altas que las ciudades: 
20%, 19% y 14% respectivamente (Eurostat 2020).  

Estos patrones parecen reforzar la verosimilitud de la hipótesis de la demanda de empleo: 
que los estudiantes abandonan la educación debido a la relativa facilidad para encontrar 
trabajos poco cualificados (Choi y Calero, 2013). Las regiones con desarrollo de mano de obra 
juvenil poco cualificada o con bajos niveles educativos de la población muestran mayores tasas 
de abandono escolar. Asimismo, las alternativas de educación postsecundaria y, en particular, 
los estudios profesionales parecen tener un impacto en las tasas de abandono escolar, con tasas 
más bajas en las zonas que ofrecen más formación y educación profesional (Alegre y Benito, 
2010). Otros autores encuentran que un sistema de formación profesional que funcione bien 
ayuda a prevenir el abandono escolar (Plank et al., 2005; Haywood y Tallmadge, 1995; Digest, 
1987), al igual que la implantación de sistemas de formación profesional con un fuerte 
componente de experiencia en la industria (Gutiérrez-Doménech, 2011).16  En total, el 36% de 
los estudiantes de secundaria superior en España se matriculan en programas de educación y 
formación profesional (EFP), frente a una media del 42% en los países de la OCDE (OCDE, 2020). 

La desigualdad de clase también es relevante para el rendimiento escolar y para las 
elecciones educativas. Los niños y niñas de clase trabajadora, por ejemplo, tienen más 
probabilidades de elegir la formación profesional que la vía académica (Bachillerato) (Bernardi 
y Requena, 2010). En comparación con la educación secundaria superior, la formación 
profesional implica menores costes en tiempo y dinero y mejores rendimientos en el mercado 
laboral a corto plazo, evitando el desempleo o las ocupaciones no cualificadas. Sin embargo, 
muchos estudiantes no terminan la formación profesional de grado medio: el desfase entre la 
matriculación y la graduación es del 15%, frente al 8% de la vía académica. A diferencia de la vía 
académica, la especificidad de la formación profesional implica que la formación deseada por el 
estudiante puede no estar disponible cerca del domicilio familiar. Los costes de desplazamiento 

 
16 A modo de ejemplo, las estimaciones del modelo sugieren que la tasa de abandono escolar en España en 2007 habría sido 6 puntos 
porcentuales menor si España hubiera adoptado el modelo de aprendizaje austriaco, que produce la mayor proporción de estudios 
profesionales de Europa en la educación superior (Gutiérrez-Doménech 2011). 
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y/o alojamiento, unidos a un sistema de becas que no proporciona seguridad financiera, limitan 
las opciones del estudiante a opciones accesibles pero que pueden no coincidir con sus 
intereses: el 24% de los que abandonan la FP lo hacen porque no les gusta su curso (Serrano et 
al., 2013). 

Según la literatura (Carabaña, 2007; OCDE, 2007), mientras que el aumento del gasto en 
educación no parece tener mucho impacto en los niveles de abandono escolar, las estrategias 
de gasto focalizado (becas) pueden ser más efectivas, particularmente para los estudiantes con 
mayores dificultades socioeconómicas y/o menores expectativas académicas (Alegre y Benito, 
2010). Este tipo de apoyo centrado en el estudiante podría, a su vez, contribuir a minimizar el 
impacto del desarrollo de trabajos poco cualificados en el abandono escolar, al reducir el coste 
de oportunidad de la educación para los estudiantes de bajo nivel socioeconómico (Alegre y 
Benito, 2010). 

Las desigualdades económicas son fundamentales para explicar las elevadas tasas de 
abandono escolar en el conjunto de España y también se observan territorialmente. En la ciudad 
de Barcelona, por ejemplo, el 10% de los estudiantes no se gradúan de la educación secundaria 
obligatoria (ESO). Esta media oculta importantes disparidades entre distritos: en Les Corts (con 
una renta media de los hogares alta) el 96,3% de los adolescentes terminan la ESO, mientras que 
la tasa es hasta un 9% inferior en distritos con una renta media de los hogares más baja, como 
Ciutat Vella (78%) y Nou Barris (82%) (Institut d'Infància i Adolescència, 2019). 

Tabla 3.6. Tasas de abandono escolar prematuro 

Tasas de abandono escolar premature 

España Diferencias por CCAA Diferencias por quintiles de 
renta 

16% País Vasco: 6.7% Madrid: 11.9% 

Islas Baleares: 24.2% 

Melilla: 24.1% / Ceuta: 24.7% 

Q1 30% 

Q5 4% 

Fuentes: Eurostat, 2020; INE, 2020. 

Otros factores, como el país de nacimiento o la etnia, también son relevantes (de la Rica et 
al., 2019): por ejemplo, el porcentaje de abandono escolar entre los alumnos de origen migrante 
es más del doble que el de los alumnos nativos (29% y 13% respectivamente, según los datos de 
EU-SILC 2019). En un análisis de las transiciones a la educación postobligatoria, Bayona y 
Domingo (2021a) obtienen resultados similares para Cataluña. Estos autores constatan que el 
24% de los alumnos de origen migrante dejan de estudiar, frente al 13% de los nativos. Incluso 
entre los que continuaron estudiando, el itinerario educativo postobligatorio muestra 
trayectorias segregadas. Entre los alumnos autóctonos, el primer destino es el Bachillerato 
(61%), y sólo el 22% accede a la formación profesional. En el caso de los alumnos de origen 
migrante, sólo el 45% accede al Bachillerato, aunque la tasa de formación profesional es similar, 
el 23% (Bayona y Domingo, 2021a). 

Un estudio de la Fundación Secretariado Gitano muestra que el 63% de los estudiantes 
romanís abandonaron los estudios en 2012, casi 40 puntos porcentuales más que la media de 
ese año (Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, 2013). Según un estudio realizado en 
Asturias en 2008, el 85% de los alumnos y alumnas gitanos en enseñanza secundaria se 
encontraban en los dos primeros cursos, descendiendo a sólo el 15% en los dos cursos 
siguientes. La pérdida de la presencia romaní es especialmente intensa en la educación 
postsecundaria (Iglesias et al., 2010) y sólo el 17% de la población gitana española ha 
completado la educación secundaria obligatoria (de la Rica et al., 2019). 
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Necesidades educativas especiales 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD, 2006) alienta a 
los Estados a garantizar una educación y una formación de calidad e inclusiva para todos los 
niños y niñas con discapacidad. En la práctica, eso significa priorizar la integración de los alumnos 
con necesidades educativas especiales (NEE) en la escolarización ordinaria a través de la 
dotación de recursos y adaptaciones específicas para garantizar la equidad en la educación 
(Jiménez Lara et al., 2019).  

La legislación española establece tres conjuntos de posibles medidas de adaptación para los 
alumnos de la enseñanza obligatoria: medidas ordinarias que no requieren adaptaciones 
curriculares; medidas extraordinarias que sí requieren adaptaciones; y medidas excepcionales, 
cuando las medidas ordinarias y extraordinarias se consideran insuficientes (Comisión Europea, 
2021). Estas medidas pueden aplicarse a los alumnos con NEE asociadas a una discapacidad 
física, psíquica o sensorial, o a un trastorno grave de conducta, así como a los alumnos con 
necesidades específicas de apoyo (por ejemplo, con altas capacidades intelectuales o que se han 
incorporado tarde al sistema educativo). 

Al igual que en otros ámbitos de la educación, algunos aspectos de la oferta de NEE están 
regulados a nivel nacional y otros dependen de las CCAA. En consecuencia, una vez más, existen 
variaciones significativas entre las regiones en cuanto al grado de integración de los alumnos 
con NEE en el sistema ordinario, así como en los recursos asignados a los alumnos, aunque los 
datos sobre esto último son escasos. Todas las CCAA consideran los Centros de Educación 
Especial como una medida excepcional, priorizando la integración de los niños y niñas con NEE 
en la educación ordinaria (Jiménez Lara et al., 2019).  

Según los últimos datos del Ministerio de Educación (Estadísticas de Educación, EDUCAbase, 
2021), la proporción de alumnos con NEE en la educación ordinaria en 2019-2020 oscilaba entre 
un mínimo del 68% en la Comunidad Valenciana y un máximo del 93% en Galicia. Aragón y 
Extremadura se situaban en el extremo inferior de la escala (con un 73% y un 75%), y Navarra, 
Ceuta y Asturias se situaban en el extremo superior, con tasas del 90%, 88% y 87%, 
respectivamente. 

Sin embargo, también es importante recordar que existen grandes fluctuaciones entre años, 
que probablemente se deban a problemas de información (Jiménez Lara et al., 2019). Se están 
realizando esfuerzos para armonizar los datos entre las CCAA (entrevista, Ministerio de 
Educación y FP). También hay variaciones sustanciales por discapacidad: la mayoría de los 
alumnos con discapacidades auditivas y visuales se integran en el sistema ordinario, pero esto 
es menos común para los alumnos con discapacidades intelectuales, trastornos graves del 
desarrollo y, en particular, para los alumnos con discapacidades múltiples.  

La literatura especializada pone de manifiesto las diferencias en la oferta que hacen las CCAA 
a los alumnos con NEE en cuanto a objetivos, recursos asignados a los alumnos, ratios alumno-
docente y otras medidas (Jiménez Lara et al., 2019; Abellán et al., 2019; Ojeda et al., 2019). Por 
ejemplo, en su comparación de las "Aulas de Educación Especial" (AEE, dentro de los colegios 
ordinarios) en todas las CCAA, Abellán et al. (2019) concluyen que estas funcionan como 
sustitución de los centros de necesidades especiales en algunas regiones (Asturias, Cantabria, 
Castilla y Léon y La Rioja) y están igualmente aisladas; en otras, constituyen un mecanismo para 
asegurar la participación de los alumnos con NEE en los colegios ordinarios. Un estudio sobre 
AEE en Murcia (Arnaiz et al., 2021) revela una tensión entre la inclusividad y el apoyo 
especializado y la necesidad de lograr un equilibrio entre ambos en las intervenciones con NEE. 

Por último, existe un vacío de datos sobre los logros, las competencias, el abandono 
temprano y la graduación de los alumnos con necesidades educativas especiales (entrevista, 
2021). Del mismo modo, hay poca información sobre cómo se traduce la normativa en la 
práctica. La evaluación de la aplicación efectiva de los programas de educación integradora 
requiere información que aún no está disponible públicamente sobre la asignación de recursos 
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(como las horas de apoyo), así como los resultados (por ejemplo, el logro de habilidades, el 
rendimiento, las graduaciones), teniendo en cuenta idelamente tanto los tipos de discapacidad 
como su gravedad. 

Conclusiones 

Aunque se ha logrado la participación universal en la escuela, España está afrontando una 
serie de importantes retos en materia de calidad y equidad. Los niños y niñas procedentes de 
entornos de bajo nivel socioeconómico, de algunos grupos minoritarios (estudiantes gitanos y 
de origen migrante), los niños y niñas con necesidades educativas especiales y los niños y niñas 
en régimen de acogida tienen más probabilidades que otros de experimentar tensiones en la 
transición de la enseñanza primaria a la secundaria y de encontrarse con un mayor retraso. La 
cantidad de datos sobre algunos de estos niños y niñas es limitada, lo que dificulta el 
seguimiento de sus trayectorias educativas o su acceso a los servicios educativos y la evaluación 
de su evolución.  

Para mejorar los resultados educativos y el acceso a los servicios de los niños y niñas 
desfavorecidos es necesario abordar tres cuestiones fundamentales: la segregación escolar, la 
repetición de curso y las deficiencias del sistema de becas español.   

En primer lugar, la segregación escolar basada en diferentes atributos (necesidades de 
aprendizaje, situación migratoria, nivel socioeconómico) contribuye a la desigualdad en las 
condiciones de aprendizaje de los alumnos y perturba los resultados educativos de los más 
desfavorecidos. El carácter multidimensional y multicausal de la segregación escolar dificulta la 
identificación de medidas universales que sean válidas en cualquier contexto territorial. Sin 
embargo, los datos nacionales e internacionales destacan las medidas que podrían reducir la 
segregación escolar de los alumnos más desfavorecidos socialmente. Entre ellas se encuentra, 
en particular, la identificación efectiva de los alumnos con necesidades de apoyo educativo y la 
reserva de plaza escolar proporcional a su presencia en todas las zonas del país.  

En segundo lugar, la carga de la repetición de curso merma las oportunidades educativas de 
los alumnos, especialmente de los más desfavorecidos. Hay formas pedagógicas alternativas de 
reforzar y apoyar el aprendizaje que son mucho menos perjudiciales tanto en términos de 
eficiencia como de equidad. Es de esperar que la ley educativa (LOMLOE) recientemente 
aprobada en España para limitar la repetición pueda tener un efecto positivo.  

En tercer lugar, el sistema de becas español es pobre en su cobertura e intensidad en 
comparación con los sistemas de otros países europeos. En cuanto a su diseño, la relativa 
fortaleza del programa de becas universitarias contrasta con la debilidad de los programas de 
educación no universitaria, especialmente en los niveles de educación postobligatoria. La 
descentralización de las becas no universitarias, en contraste con la centralización de las ayudas 
en la educación superior, conlleva una alta dispersión territorial de los modelos de ayuda, con 
una capacidad distributiva muy diferente. 

Los factores contextuales, como la Gran Recesión y la pandemia de la COVID-19, han 
acentuado las desigualdades educativas. El confinamiento ha incrementado las brechas 
educativas que ya existían entre los estudiantes, ya que los de entornos más favorecidos 
pudieron adaptarse y mantener un nivel educativo más alto durante el cierre de las escuelas que 
los estudiantes de entornos desfavorecidos que dedicaron menos tiempo a las tareas escolares, 
tuvieron comparativamente pocas oportunidades de aprendizaje y sus experiencias de 
aprendizaje fueron limitadas en su diversidad (Bonal y González, 2021).  

En este contexto, la GIE podría ser una herramienta clave para identificar a los niños y niñas 
más vulnerables y financiar políticas para apoyarlos. Podría ayudar a revertir la situación actual 
en la que la escolarización, que debería desempeñar un papel clave en la equidad y la cohesión 
social, está, en realidad, reproduciendo las desigualdades. Los niños y niñas que se enfrentan a 
los mayores desafíos educativos en España tienden a utilizar múltiples servicios, pero es poco 
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probable que el uso de estos servicios esté coordinado o adaptado para satisfacer sus múltiples 
necesidades psicosociales simultáneamente, como lo demuestra la situación de los niños en 
situación de acogimiento. La GIE constituye una oportunidad para reforzar los planes de apoyo 
social, cultural y educativo a los niños y niñas vulnerables para ayudarles a alcanzar su pleno 
potencial a través de la educación. Dichas intervenciones deberían estar diseñadas para ayudar 
a corregir las barreras institucionales (como la segregación, la repetición y el actual sistema de 
financiación de las becas) como una forma clave de reducir la desigualdad. 
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4. SALUD Y NUTRICIÓN 

● La sanidad es gratuita para todos los niños y niñas menores de 15 años en España y el 
porcentaje de niños y niñas que no pueden acceder a los servicios sanitarios generales 
es bajo. 

● Sin embargo, hay disparidades entre los grupos de ingresos y los niños y niñas de origen 
migrante y gitanos tienen más probabilidades de tener necesidades sanitarias no 
cubiertas. 

● La aplicación de la GIE constituye una excelente oportunidad para abordar los déficits 
de acceso a la atención sanitaria de los niños y niñas vulnerables, sobre todo en los 
ámbitos de la atención dental, oftalmológica y de salud mental. Puede contribuir a 
garantizar una alimentación adecuada, sana y equilibrada, que es vital para que estos 
niños y niñas puedan alcanzar su pleno potencial.   

En este capítulo se revisa el estado de salud y nutrición de los niños y niñas, explicando 
algunos de los factores que pueden condicionarlo desde la infancia y la adolescencia y cómo se 
distribuyen entre la población menor de 18 años. Además de proporcionar los datos disponibles 
sobre la nutrición infantil, exploraremos los datos sobre el acceso a la sanidad, la salud infantil 
(incluido el bienestar mental) y los comportamientos de salud, como la inactividad física. 

Los factores determinantes de la salud y la nutrición infantil son numerosos y abarcan desde 
los factores contextuales, como el acceso a los servicios sanitarios, hasta los determinantes más 
inmediatos, como el comportamiento cotidiano (por ejemplo, la ingesta de alimentos). Estos 
factores son interdependientes y, a su vez, están influidos por las características demográficas 
de fondo, como la condición de inmigrante, así como por variables socioeconómicas (incluido el 
nivel educativo). En este sentido, crecer en circunstancias socioeconómicamente desfavorecidas 
se asocia a un mayor riesgo de desarrollar comportamientos poco saludables, como el 
tabaquismo, que repercuten en el bienestar físico y mental de los niños y niñas. Además, los 
niños y niñas procedentes de entornos socioeconómicamente desfavorecidos pueden encontrar 
más obstáculos en su acceso a los servicios sanitarios.  

Como destacó uno de nuestros entrevistados, la vulnerabilidad y la salud tienen una relación 
bidireccional. La que la vulnerabilidad está vinculada a la mala salud, que a su vez está vinculada 
a una mayor vulnerabilidad. Esto es especialmente claro en el caso de los servicios sanitarios 
como la atención bucodental, la mental y la oftalmológica, que normalmente son pagados 
directamente por las familias. Esta situacion aumenta la brecha de la desigualdad. En algunas 
CCAA existen programas específicos para reducir esa brecha, como los de salud bucodental en 
el País Vasco y Navarra, de salud mental en Cataluña o de atención oftalmológica en la 
Comunidad Valenciana (entrevista con un experto). 

4.1. Déficits de salud y nutrición 

La salud y la nutrición de los niños y niñas que viven en España pueden evaluarse a partir de 
encuestas y estudios nacionales de salud y nutrición. El problema de estas encuestas es la 
dificultad para evaluar qué niños y niñas pueden ser catalogados como "vulnerables". Por lo que 
sabemos, no se ha realizado hasta la fecha ningún análisis profundo de las políticas dedicadas a 
la prestación de servicios y recursos en relación con la atención sanitaria y la nutrición de los 
niños y niñas y específicamente de los niños y niñas vulnerables.  

En este capítulo se presentan los datos más recientes sobre los indicadores clave de la salud 
infantil en España (véase el cuadro 4.1). Se proporcionan datos nacionales y regionales. La 
selección de indicadores individuales refleja la disponibilidad de datos comparables a nivel 
internacional. Dos de las fuentes a las que se recurre ampliamente son la Encuesta Nacional de 
Salud (ENSE) de 2017, la Encuesta Nacional de Salud de España (Ministerio de Sanidad, 2017), y 
la encuesta de la Organización Mundial sobre los Hábitos sanitarios de los Niños en Edad Escolar 
(HBSC; OMS, 2018), que abarca casi 50 países. Otras fuentes de datos son la Encuesta sobre uso 
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de drogas en Enseñanzas secundarias en España (ESTUDES; Ministerio de Sanidad, 2018a) y la 
Encuesta sobre alcohol y otras drogas en España (EDADES; Ministerio de Sanidad, 2018b).  

La ENSE es realizada por el Instituto Nacional de Estadística y es la principal herramienta de 
seguimiento de los indicadores sobre condiciones de salud autodeclaradas, morbilidad, calidad 
de vida, acceso a la asistencia sanitaria, salud mental y hábitos generales de salud (Ministerio de 
Sanidad, 2017). Esta encuesta domiciliaria de ámbito nacional se realiza cada cinco años e 
incluye un cuestionario para los padres de niños y niñas de 0 a 14 años (los mayores de 15 años 
completan el mismo cuestionario que los adultos). La encuesta incluye submuestras 
representativas de individuos de todas las CCAA de España, lo que permite realizar 
comparaciones a nivel regional. Sin embargo, existen claras lagunas en la recogida de datos 
sobre la situación de los grupos objetivo de este informe, como los niños y niñas que viven en 
centros de acogida.  

El HBSC es un estudio transnacional de la OMS que reúne datos de 48 países y se realiza cada 
cuatro años utilizando cuestionarios autodeclarados en línea. El HBSC incluye respuestas de 
niños de 11 a 18 años y se centra en la comprensión de su salud en su propio contexto social 
(OMS, 2018). Como se verá en este capítulo, la mayoría de las encuestas desglosan sus datos de 
cobertura por sexo, zona geográfica, origen migrante y condición socioeconómica. Sin embargo, 
como se muestra en el cuadro 4.1, las estadísticas sobre otros grupos son menos comunes, en 
particular los niños y niñas de origen racial o étnico (en particular los de la comunidad romaní y 
los que viven en régimen de acogimiento alternativo. 

Tabla 4.1. Resumen de los indicadores utilizados en esta sección 

Indicador Nivel de datos (unidad 
geográfica de análisis) 

Fuente  Nivel de desglose 
disponible por grupo 
objetivo* 

Acceso a los servicios sanitarios 

Cobertura de los servicios 
sanitarios 

España/ CCAA / Provincia Encuesta Nacional de 
Salud (ENSE) / Encuesta de 
Condiciones de Vida (ECV) 

1, 2, 3, 6 

Salud mental**  

Acceso a los servicios de 
salud mental 

España/ CCAA ENSE 1, 2, 3, 6 

Salud autopercibida España/ CCAA ENSE/ Hábitos  saludables 
en niños en edad escolar 
(HBSC) 

1, 2, 3, 6 

Salud bucodental**  

Higiene dental / Cepillado 
dental  

España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Necesidades de atención 
dental no satisfechas 

España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Nutrición 
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Bajo peso al nacer (recién 
nacidos que pesan <2500 
gr) 

CCAA / Provincia INE 1, 2, 3, 6 

Exceso de peso corporal 
(sobrepeso/obesidad) 

España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Consumo/ingesta de 
frutas y verduras 

España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Consumo de bebidas 
azucaradas 

España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Hábtos saludables 

Inactividad física España/ CCAA ENSE/HBSC 1, 2, 3, 6 

Consumo de Tabaco CCAA / Provincia ESTUDES / EDADES / HBSC 1, 2, 3, 6 

Consumo de alcohol CCAA / Provincia ESTUDES / EDADES / HBSC 1, 2, 3, 6 

* Notas sobre los grupos destinatarios: 1: niños con carencias en materia de vivienda; 2: niños con discapacidades; 3: 
niños de origen migrante; 4: niños de origen racial o étnico minoritario (especialmente de origen gitano); 5: niños en 
régimen de acogida alternativo (especialmente institucional); 6: niños en situación familiar precaria. La información 
sobre estos grupos objetivo se recoge, pero no siempre es accesible al público. 

** El objetivo general de la cobertura de los indicadores de servicios sanitarios es sintetizar el alcance de las 
necesidades insatisfechas de los niños en materia de servicios sanitarios sobre un indicador general y complejo. 

4.2. Acceso a servicios sanitarios y a una nutrición adecuada 

Los servicios sanitarios generales -incluyendo la atención prenatal y postnatal, la atención 
pediátrica y la atención dental para los menores de 15 años, entre otros- son gratuitos para los 
niños y niñas en España. Además, el programa público Niño Sano fomenta las acciones de 
promoción de la salud y de prevención de los problemas de salud en la franja de edad pediátrica 
(niños y niñas de 0 a 15 años).  

El porcentaje de población que no puede acceder a los servicios sanitarios es relativamente 
bajo en España. Según los datos del módulo ad hoc EU SILC 2017, solo el 0,3% de los niños y 
niñas en España no pudieron acceder a un examen o tratamiento médico en los 12 meses 
anteriores.  

Sin embargo, existen disparidades. Si evaluamos esta medida desde la perspectiva de los 
ingresos de los hogares, encontramos que el 0,8% de los niños y niñas de familias que viven con 
menos del 60% de la renta media del país experimentaron inaccesibilidad a la atención sanitaria, 
en comparación con el 0,1% de los niños y niñas de familias que viven con más del 60% de la 
renta media. Del mismo modo, el porcentaje de niños y niñas con necesidades sanitarias no 
cubiertas aumenta cuando se examinan otros factores: sube al 4% en el caso de los niños y niñas 
de origen migrante y al 7% en el caso de los niños y niñas gitanos.17 Esto confirma que los niños 
y niñas de hogares con bajos ingresos o de origen migratorio o étnico concreto deberían ser 
prioritarios en otros programas para mejorar su acceso a los centros sanitarios. 

 
17 Véase: https://ec.Europa.eu/Eurostat/web/microdata/European-union-statistics-on-income-and-living-conditions. 

https://ec.europa.eu/eurostat/web/microdata/european-union-statistics-on-income-and-living-conditions
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La evaluación del acceso y el uso de los servicios sanitarios por parte de los niños y niñas es 
un reto. Algunos datos sugieren que, en países con cobertura universal como España, no existen 
desigualdades sociales en el uso de los servicios sanitarios vinculadas a una mayor o menor 
vulnerabilidad. De hecho, algunos estudios informan de que los niños y niñas en situacion de 
necesidad utilizan los servicios sanitarios con más frecuencia que otros niños y niñas más 
favorecidos (Palacio Viera, 2011). Sin embargo, otros estudios realizados en España han revelado 
algunas desigualdades sociales persistentes relacionadas con la salud. Por ejemplo, los niños y 
niñas que viven en familias con un mayor nivel educativo de los padres o que tienen una doble 
cobertura sanitaria, con un seguro médico privado además del acceso al SNS, tienen más 
probabilidades de acudir a un especialista o a un dentista.  

Aquí evaluamos esta situación a través de los datos proporcionados por la ENSE y por la 
Encuesta de Condiciones de Vida (ECV). En consecuencia, se ha seleccionado un indicador 
secundario: la cobertura sanitaria. Según los datos de la ENSE de 2017, menos del 1% de los 
niños y niñas de 0 a 15 años tiene un seguro médico privado y el 16% tiene doble aseguramiento. 
En cuanto a las desigualdades sociales, el 13% de los niños y niñas de origen migrante tiene 
doble aseguramiento (frente al 16,2% de los niños nacidos en España). Además, sólo el 3,4% de 
los niños y niñas que viven en situaciones familiares precarias (los del quintil socioeconómico 
más bajo) tienen doble aseguramiento, frente al 43,1% de los niños y niñas del quintil 
socioeconómico más alto. 

A nivel regional, Madrid, las Islas Baleares y la Comunidad Valenciana tienen proporciones 
más altas de sus poblaciones con doble aseguramiento (30,1%, 27,9% y 22,5%, 
respectivamente). Sin embargo, el acceso a los servicios sanitarios era menor en Murcia, Melilla 
y Canarias (9,63%, 6,39% y 3,75%, respectivamente) como consecuencia de los problemas 
económicos. Estos datos no están desagregados por grupos de edad y se refieren a la población 
general.  

Para comprender mejor la situación actual del acceso a la asistencia sanitaria en España es 
importante tener en cuenta que algunos servicios sanitarios no están cubiertos por el SNS, como 
la salud oftalmológica y dental. En consecuencia, las necesidades no cubiertas de atención 
oftalmológica y dental son mayores, sobre todo en el caso de los niños y niñas en situación de 
necesidad. 

Bienestar mental 

El bienestar mental es fundamental para una transición saludable de la infancia a la edad 
adulta. Al mismo tiempo, los problemas de salud mental son un importante motor del suicidio, 
que es la principal causa externa de muerte entre los adolescentes mayores de 15 años en 
España. Este tema se evaluará a través de dos indicadores principales 1) el acceso a los servicios 
de salud mental, y 2) la salud autopercibida, un indicador subjetivo de la salud general que es 
útil para obtener una imagen básica y general de cómo se sienten los niños y niñas en su vida. 

Todas las CCAA ofrecen servicios de salud mental estándar, incluido el acceso a psicólogos 
infantiles, pero hay variaciones regionales en la forma en que se prestan los servicios de salud 
mental infantil. Según los datos de la ENSE de 2017, el 9% de los niños y niñas de 0 a 14 años 
había visitado a un psicólogo o psiquiatra en el año anterior. En cuanto a las desigualdades 
sociales, una mayor proporción de niños y niñas de origen migrante (8,0%) había visitado a un 
psicólogo o psiquiatra en el año anterior en comparación con 9los nacidos en España (5,4%). 

A nivel regional, los niños y niñas de Asturias, la Comunidad Valenciana y Castilla-La Mancha 
eran los más propensos a declarar que habían visitado a un psicólogo o a un psiquiatra en el año 
anterior (6,7%, 6,1% y 6,0%, respectivamente). Las estimaciones más bajas se dieron en 
Cantabria, Canarias y Murcia (3,0%, 3,5% y 3,6%, respectivamente). Los problemas financieros 
fueron declarados como el principal factor de disuasión para el acceso.  

La evaluación y seguimiento de la salud general de los niños y niñas es un paso esencial para 
comprender cómo se sienten con respecto a sus vidas y qué creen que debería cambiar. Los 
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datos autodeclarados de la encuesta HBSC muestran que las niñas declaran tener una salud mala 
o sólo regular con más frecuencia que los niños. Solo el 37% de las niñas de familias de ingresos 
altos y el 24% de las de ingresos bajos calificaron su salud como excelente (OMS, 2018). En 
cambio, el 53% de los niños de familias de ingresos altos calificaron su salud como excelente, en 
comparación con el 34% de los niños de familias de ingresos bajos. Es importante destacar que 
esta encuesta también constata que el bienestar mental se ha deteriorado desde 2014. 

Los datos de la ENSE de 2017 revelan que 1 de cada 100 niños tuvo algún tipo de problema 
de salud mental ese año. Esta encuesta encontró que el 1,8% de los niños tenía un trastorno de 
conducta, el 0,6% tenía ansiedad o depresión y el 0,6% tenía un trastorno menos común, como 
el trastorno del espectro autista. Algunos niños presentaban múltiples trastornos. En relación 
con los adolescentes y jóvenes que tienen entre 15 y 24 años, el 2,1% y el 0,93%, 
respectivamente, fueron diagnosticados con trastorno de ansiedad o depresión, según los datos 
más recientes (Ministerio de Sanidad, 2017).  

Aunque la evidencia sugiere que las dificultades de salud mental en la infancia son cada vez 
más comunes, los niños y niñas vulnerables se ven especialmente afectados. La investigación ha 
demostrado que varias vulnerabilidades sociales -incluidos los bajos ingresos familiares o la 
condición de migrante- se asocian con la mala salud autopercibida (Bradley y Corwyn, 2002). 
Así, en casi todos los estudios se observa un patrón claro: cuanto más altos son los ingresos de 
un niño o niña, mayor es la probabilidad de que declare tener buena o muy buena salud (Reiss, 
2013). Además, la mayoría de los estudios basados en Europa informan de que los niños y niñas 
de origen migrante presentan una peor salud mental que sus homólogos nativos (Dimitrova et 
al., 2016). Entre las posibles explicaciones se encuentran los numerosos retos a los que se 
enfrentan, que pueden tener un impacto negativo en su salud mental, como la exclusión social, 
las viviendas precarias, la discriminación y el estrés de intentar asimilarse a una cultura nueva y 
diferente. 

Los datos de la encuesta ENSE también revelan que los trastornos de conducta fueron más 
frecuentes entre los chicos de familias con bajos ingresos en 2017. Esta encuesta no mostró un 
patrón claro para las niñas (Ministerio de Sanidad, 2017). 

Según datos de la Asociación Española de Trastornos de la Conducta Alimentaria (AEETCA), 
alrededor del 4,5% de los adolescentes de entre 12 y 24 años en España tuvo un trastorno 
alimentario en 2019.18 La prevalencia de este tipo de trastorno es mayor entre las chicas, que 
representan el 90% de los casos de trastornos alimentarios diagnosticados en España. No se han 
encontrado datos claros y fiables sobre la distribución geográfica de la prevalencia de los 
trastornos alimentarios por CCAA. 

Salud bucodental 

Una buena salud bucodental consiste en cepillarse los dientes dos veces al día, visitar 
regularmente al dentista y llevar una dieta baja en bebidas y aperitivos azucarados. Según la 
encuesta HBSC, el 65,2% de los niños y niñas de 11 a 18 años en España se cepillan los dientes 
más de una vez al día (74,1% de las chicas y 56,2% de los chicos). Los datos de la ENSE de 2017 
muestran que el 86,2% de los niños y niñas de 3 a 14 años se cepillaron los dientes dos veces al 
día, sin que existan claras disparidades entre niños y niñas.  

Según la encuesta HBSC, persisten las desigualdades sociales en materia de higiene 
bucodental, siendo los adolescentes de familias más acomodadas los que tienen una mejor 
higiene bucodental. De hecho, esta encuesta informa de una diferencia de 10 puntos 
porcentuales en la prevalencia de una buena higiene bucodental según la renta familiar en 
España (69,6% para los que tienen mayores ingresos frente al 59,1% de las familias con bajos 
ingresos). Los datos de la ENSE de 2017, sin embargo, no revelan ningún gradiente social en 
términos de estatus socioeconómico, aunque los niños y niñas de origen migrante eran más 

 
18 https://www.efesalud.com/farmacias-contra-anorexia-bulimia/. 
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propensos a cepillarse los dientes dos veces al día que los niños y niñas nacidos en España (59,6% 
frente al 45,6%). A nivel regional, los niños de Castilla-La Mancha, Madrid y Cataluña tenían más 
probabilidades de cepillarse los dientes dos veces al día (60,3%, 54,2% y 52,0%, 
respectivamente) que los niños y niñas de Cantabria y Asturias (27,0% y 29,6%, 
respectivamente). 

Otros indicadores de salud bucodental también siguen un claro gradiente social (Reda et al., 
2018). La prevalencia global de problemas de salud dental para los niños y niñas españoles era 
del 31,1%, y se elevaba al 36,4% para los niños y niñas de origen migrante, según la ENSE de 
2017. Además, los resultados de esa encuesta también mostraron una menor prevalencia de 
caries (9,29%) entre los niños y niñas españoles que entre los niños y niñas de origen migrante. 

Los tratamientos dentales, como las extracciones de dientes y los empastes de caries, son 
de libre acceso para los niños y niñas españoles de 6 a 15 años. Sin embargo, sigue existiendo 
una brecha en las necesidades de atención dental no cubiertas entre los grupos considerados 
altamente vulnerables y los que no lo son. En España, de media, los niños y niñas que viven en 
familias menos acomodadas eran más propensos a informar sobre el uso no regular de servicios 
dentales que aquellos niños y niñas de familias más acomodadas, según datos de la ENSE de 
2017. Como muestra la misma encuesta, la prevalencia del uso no regular de los servicios 
dentales fue mayor entre los niños y niñas de origen migrante (51,8%) que para los niños y niñas 
españoles (35,4%), aunque ambas proporciones superan las recomendaciones actuales de 
revisiones periódicas.  

Del mismo modo, existen algunas variaciones en el uso de los servicios de salud bucodental 
entre las CCAA. La media de visitas a un profesional de la salud bucodental en los tres meses 
anteriores varía desde 2,12 y 2,10 en la Comunidad de Madrid y Cataluña hasta 1,50 y 1,33 en 
Extremadura y Ceuta (ENSE, 2017). 

Aunque estas cifras ofrecen una imagen completa de la salud de los niños y niñas 
vulnerables, también confirman las amplias desigualdades sociales en términos de gasto 
sanitario. En España, la utilización de los servicios de salud dental por parte de los niños y niñas 
está claramente muy por debajo del nivel recomendado y cae aún más bajo entre los de origen 
migrante. Al mismo tiempo, los servicios de atención dental ofrecidos por el sistema público a 
los niños y niñas son limitados, lo que supone una barrera para el acceso y contribuye a las 
desigualdades entre los grupos vulnerables (Rodríguez-Alvarez et al., 2019). 

Nutrición infantil 

La nutrición infantil se evalúa mediante cuatro indicadores: bajo peso al nacer, exceso de 
peso corporal, consumo de frutas y verduras y consumo de bebidas azucaradas. 

El bajo peso al nacer (<2500 g) se asocia con muchos resultados adversos para la salud en 
las semanas inmediatamente posteriores al nacimiento, durante la infancia y en la edad adulta, 
incluidos los riesgos de hipertensión arterial, cardiopatías isquémicas, diabetes y síndromes 
metabólicos. También existe una literatura considerable sobre su asociación con las 
desigualdades sociales (estatus socioeconómico y nivel educativo; Mortensen et al., 2008; 
O'Campo et al., 2008).  

La prevalencia del bajo peso al nacer ha aumentado en España desde 1980. Como resultado, 
la proporción de bebés con bajo peso al nacer en el país está por encima de la media de la UE, 
con un 7,7% en 2018. A nivel regional, Andalucía, Cataluña y Madrid tienen las proporciones más 
altas dentro de España, según datos del INE. También existen amplias desigualdades como 
consecuencia de la privación, como muestra un estudio realizado en Barcelona. Este estudio 
mostró un gradiente social en la prevalencia de bajo peso al nacer según el barrio, el estatus 
socioeconómico (SES) y el país de origen (Irene et al., 2012). El territorio en el que nace un niño 
o niña es, por tanto, un factor importante que merece una consideración específica al estudiar 
el peso al nacer en España.  
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Si nos fijamos en otros factores sociodemográficos, un estudio reciente demostró que tener 
un nivel educativo bajo se asociaba a un mayor riesgo de bajo peso al nacer en España (Hidalgo-
Lopezosa et al., 2019). Sin embargo, los autores también observaron un riesgo más alto de nacer 
con bajo peso entre los recién nacidos de madres españolas que entre los bebés de las madres 
de otras nacionalidades.  

Otro indicador relevante es el exceso de peso corporal, considerado hoy en día como uno 
de los retos de salud pública más importantes del siglo XXI. Este problema de salud se traslada 
a la edad adulta, aumentando el riesgo de desarrollar enfermedades cardiovasculares, diabetes 
tipo 2, ciertos cánceres y muerte prematura (Di Cesare et al., 2019). Aunque las definiciones han 
cambiado con el tiempo, el sobrepeso/obesidad puede definirse como un exceso de grasa 
corporal. En Europa, los investigadores han clasificado el sobrepeso como tener un índice de 
masa corporal (IMC) de al menos o superior al 85% y la obesidad como tener un IMC de al menos 
el 95%. 

La prevalencia del exceso de peso corporal en España se encuentra entre las más altas de la 
UE (Garrido-Miguel et al., 2019; Ahrens et al., 2014) y sigue aumentando, mientras que las tasas 
de prevalencia en algunos otros Estados miembros parecen estar estabilizándose (por ejemplo, 
Francia). En concreto, la ENSE de 2017 móstró que el 27% de los niños y niñas (de 2 a 14 años) y 
el 19% de los adolescentes (de 15 a 17 años) presentaban exceso de peso corporal en España 
(Ministerio de Sanidad, 2017). El exceso de peso corporal también varía mucho entre las CCAA. 
Murcia, Ceuta y Melilla presentan las mayores proporciones de niños y niñas de 2 a 17 años con 
sobrepeso/obesidad (39,9%, 37,1% y 36,0%, respectivamente), mientras que Navarra, Aragón y 
Extremadura presentan las menores tasas de prevalencia (15,0%, 20,7% y 22,3%, 
respectivamente). 

Como se observa en muchos otros indicadores relacionados con la nutrición y la salud 
infantil, los niños y niñas vulnerables tienen más probabilidades de obtener malos resultados. 
Un estudio de Iguacel et al. (2018) demuestra que los niños y niñas con un mayor número de 
vulnerabilidades en España también tenían más probabilidades de tener sobrepeso/obesidad 
(50,5%) que los que no declararon ninguna vulnerabilidad (26,0%).  

Los estudios también sugieren que las desigualdades relativas en el IMC o el 
sobrepeso/obesidad no solo persisten, sino que se están ampliando (Bann et al., 2018). Según 
la encuesta HBSC, el exceso de peso corporal oscilaba entre el 16% de los niños y niñas de 
familias con ingresos altos y el 39% de los niños y niñas de familias con ingresos bajos (OMS, 
2018).  

La obesidad y el sobrepeso están fuertemente condicionados por los ingresos familiares. 
Como tal, los estudios han mostrado sistemáticamente una mayor prevalencia de la obesidad 
entre los niños y niñas con vulnerabilidades sociales específicas, como tener un estatus 
socioeconómico bajo, ser migrante o carecer de una estructura familiar tradicional (Chung et al., 
2016; Barriuso et al., 2015). Por último, como se puso de relieve en una encuesta realizada por 
Labree et al. (2011) en Europa, los niños y niñas migrantes tenían un mayor riesgo de sobrepeso 
y obesidad que los niños y niñas nativos. En particular, los niños y niñas de minorías étnicas 
(especialmente los niños y niñas marroquíes, turcos, latinoamericanos o romanís) han 
presentado tasas de obesidad más elevadas que los niños no pertenecientes a minorías. Un 
reciente estudio longitudinal realizado en Europa también ha demostrado que los hijos de 
padres inmigrantes tenían un mayor riesgo de sobrepeso/obesidad que los niños de grupos no 
vulnerables (Iguacel et al., 2018). 

Una dieta nutricionalmente equilibrada y variada es vital para el desarrollo y la salud de 
cualquier niño, pero muchos jóvenes no comen suficientes frutas y verduras. Un estudio 
realizado por Zaborskis et al. (2020) descubrió que, de media, solo 1 de cada 3 jóvenes en España 
declaró consumir frutas y verduras a diario. Este hallazgo se hace eco de la encuesta HBSC, que 
informa de que solo el 34,7% de los niños y niñas de 11 a 18 años en España declararon comer 
frutas y verduras cada día. Sin embargo, los datos de la ENSE de 2017 presentan un panorama 
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más positivo, ya que el 57,5% de los niños y niñas de 5 a 14 años declaran comer frutasy verduras 
a diario.  

Ambas encuestas, sin embargo, presentan el consumo de frutas y verduras como un 
comportamiento socialmente pautado. Los datos de la encuesta HBSC muestran que los niños y 
niñas que viven en familias de bajos ingresos son menos propensos a consumir frutas y verduras 
diariamente (13,5%) que los niños y niñas de familias más acomodadas (21,9%). La ENSE de 2017 
también señaló un gradiente social, ya que el 72,7% de los niños y niñas de familias de alto nivel 
socioeconómico declararon un consumo diario de frutas y verduras, en comparación con el 
59,3% de los niños y niñas de familias de bajo nivel socioeconómico. La encuesta reveló que el 
consumo era mayor entre los de origen migrante (63,2%) que entre los nacidos en España 
(59,8%). A nivel regional, Castilla-La Mancha, Castilla y León y Madrid mostraban las mayores 
proporciones de consumo diario de frutas y verduras dentro de España (82,5%, 73,9% y 75,6%, 
respectivamente). Por el contrario, sólo el 19,9% de los niños de Cantabria declararon comer 
frutas y verduras diariamente. 

Las bebidas azucaradas, incluidas las bebidas energéticas, representan un grave problema 
de salud pública, que está relacionado con un aumento de los problemas de salud relacionados 
con la dieta (por ejemplo, la diabetes de tipo II) (Malik et al., 2013; Schulze et al., 2004). Según 
la encuesta HBSC, el 15,8% de los niños y niñas de 11 a 18 años consumen bebidas azucaradas 
cada día en España. Esta encuesta también muestra un claro patrón de consumo de bebidas 
azucaradas según el nivel de renta, que se hace eco de los patrones encontrados por estudios 
anteriores sobre las tasas de consumo de bebidas azucaradas entre niños, niñas y adolescentes 
(Terry-McElrath et al., 2014). En concreto, el 21,5% de los niños y niñas de familias con bajos 
ingresos consumían bebidas azucaradas todos los días, en comparación con el 11,6% de los niños 
y niñas de familias con altos ingresos.  

La ENSE de 2017 también reveló un gradiente social: solo el 3,8% de los niños de familias de 
alto nivel socioeconómico informaron de un consumo diario de bebidas azucaradas en 
comparación con el 13,6% de los niños de familias de bajo nivel socioeconómico. Esta encuesta 
también informa de un mayor consumo entre los niños de origen migrante (9,2%) que la media 
de los demás niños (5,4%). A nivel regional, Ceuta, Andalucía y Melilla mostraron las 
proporciones más altas de consumo diario de bebidas azucaradas dentro de España (21,6%, 
17,1% y 14,4%, respectivamente), mientras que menos del 1% de los niños de Cantabria 
declararon beber bebidas azucaradas a diario. 

4.3. Hábitos saludables 

Inactividad física  

Para los niños, niñas y adolescentes, los beneficios de la actividad física a corto plazo incluyen 
mejoras en su perfil lipídico,19 presión arterial, IMC y bienestar mental. En España, la proporción 
de jóvenes que cumplen la recomendación global de actividad física de 60 minutos de actividad 
física moderada a vigorosa (MVPA) cada día sigue siendo baja. Según la encuesta HBSC, solo el 
19,9% de los adolescentes de 11 a 18 años cumplían las recomendaciones actuales de actividad 
física moderada a vigorosa (OMS, 2018). Desglosando este dato por sexo, el 25,8% de los chicos 
y el 14,0% de las chicas declararon realizar al menos 60 minutos de este tipo de actividad al día. 
Sin embargo, según los datos de la ENSE de 2017, el 14,0% de los niños y niñas de 5 a 14 años 
de edad dedicaron su tiempo a comportamientos sedentarios (el 10,8% de los niños y el 17,4% 
de las niñas). 

También existen desigualdades sociales en la inactividad física, ya que una mayor renta 
familiar se asocia a mayores niveles de actividad física moderada a vigorosa. En España, el 23% 
de los adolescentes de familias con ingresos altos cumplen las recomendaciones actuales de 

 
19 Un perfil lipídico es una instantánea de la cantidad de grasa saludable o no saludable que circula por el torrente sanguíneo. 
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actividad física, frente a solo el 16% de los niños y niñas de familias con ingresos bajos. Los datos 
de la ENSE de 2017 también muestran que los niños y niñas de origen migrante tenían menos 
probabilidades de ser físicamente inactivos que los niños y niñas nacidos en España (20,8% 
frente al 26,4%).  

Conclusiones 

El acceso a los servicios de atención primaria es universal en España y los datos muestran 
que sólo un bajo porcentaje de niños y niñas (0,3%) no tiene acceso a la sanidad. Sin embargo, 
los niños y niñas de los hogares de bajos ingresos, y en particular los de origen migrante y étnico, 
han experimentado un limitado acceso a los servicios sanitarios, en concreto a ciertos servicios 
que han sido insuficientemente desarrollados en el SNS: atención dental, oftalmológica y de 
salud mental. 

El desarrollo e implementación de la GIE podría ser una oportunidad de incluir la salud 
mental y la salud oral en la cobertura del SNS para todos los niños, niñas y adolescentes. Hasta 
la fecha, estos servicios sólo se incluyen parcialmente para los niños y niñas menores de 15 años 
y las familias con hijos mayores de esta edad pueden tener dificultades para sufragarlos. 
Además, los niños y niñas de origen migrante y los niños y niñas romanís tienen muchas menos 
probabilidades de hacer un uso regular de estos servicios, según las encuestas.  

Los niños y niñas vulnerables también presentan mayores tasas de sobrepeso y obesidad en 
España, especialmente los que proceden de hogares con bajos ingresos, los que viven en hogares 
monomarentales y los que proceden de un entorno migratorio o de comunidades gitanas. Estos 
datos se correlacionan con el consumo diario de bebidas azucaradas, que es mayor entre los 
niños y niñas de bajos ingresos que entre los de hogares de altos ingresos (21,5% frente a 11,6%). 
En cuanto al consumo diario de frutas y verduras, se han encontrado fuertes variaciones entre 
las CCAA que deben ser atendidas (desde el 82% en Castilla-La Mancha hasta sólo el 19% en 
Cantabria). 

Un factor claramente relacionado con la obesidad infantil es la inactividad física. Sólo el 19% 
de los niños y niñas en España cumple los requisitos actuales de actividad física diaria. Una vez 
más, se ha constatado que los niños y niñas de las familias más acomodadas presentaban tasas 
más altas de ejercicio físico. La GIE podría apoyar actividades extraescolares que incluyan 
ejercicio físico y aportes nutricionales saludables entre los niños y niñas vulnerables para 
promover hábitos saludables y compensar las dietas desequilibradas de estos grupos. 
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5. VIVIENDA 

● La situación de la vivienda en España se ha deteriorado en las últimas décadas. La 
vivienda en la que habita una familia puede agravar o mitigar su riesgo de pobreza y 
puede tener un fuerte impacto en muchos aspectos del bienestar del niño o niña. Los 
limitados datos disponibles revelan que los niños y niñas más vulnerables son los que 
viven en barrios desfavorecidos caracterizados por las malas condiciones de la vivienda.  

● La vivienda pública representa una parte muy pequeña del parque de viviendas de 
España. Además, la expansion del mercado inmobiliario ha provocado un aumento dlel 
coste del alquiler que supera claramente el aumento de los salarios. Muchas familias 
españolas gastan ahora una gran parte de sus ingresos en la vivienda, lo que reduce su 
capacidad para hacer frente a muchos otros gastos, incluidos los que afectan al 
bienestar de los niños y niñas. 

● La aplicación de la GIE podría contribuir al desarrollo de iniciativas para aliviar las cargas 
financieras de las familias vulnerables que tienen dificultades para cubrir los costes de 
su vivienda y, por tanto, reducir el impacto negativo de esta situación en sus hijos e hijas. 

Este capítulo explora la influencia de la vivienda en la pobreza infantil en España. Sostiene 
que la vivienda es un área política intersectorial fundamental que afecta a muchos aspectos de 
la vida y el bienestar del niño o niña. También señala que, a pesar de su importancia para los 
niños y niñas, las políticas de vivienda rara vez abordan sus necesidades específicas y tienden a 
incluir a los niños y niñas como un miembro más del hogar. La relevancia de la vivienda ha sido 
puesta de manifiesto por el impacto de la pandemia del COVID-19, que ha incrementado la 
pobreza infantil y ha tenido un impacto más perjudicial en las familias de origen migrante, en las 
que viven en entornos rurales o de ciudades pequeñas y, muy a menudo, en los hogares de 
madres solteras (EAPN, 2020). 

La situación de la vivienda en España se ha deteriorado gravemente en las últimas décadas. 
Según una encuesta de Cruz Roja (2018), las personas que viven en situación de vulnerabilidad 
identificaron la vivienda como el principal problema al que se enfrentaban en 2018, siendo los 
otros problemas la salud, su situación económico-financiera o el trabajo. La gran mayoría 
(91,3%) de los participantes en esta encuesta manifestó tener problemas con su vivienda que, 
en muchos casos, estaban causados por la mala calidad y condiciones de la misma. Además, el 
30,4% de los participantes en la encuesta había perdido su vivienda y se había mudado con otros 
familiares. 

5.1. La vivienda pública y el mercado inmobiliario  

En España, al igual que en otros países del sur de Europa, la vivienda pública representa una 
parte muy pequeña -sólo el 1,6%- del parque total de viviendas (Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, 2020), frente a una media del 9,3% en los Estados miembros de la 
UE. Además, España sólo dispone de 290.000 viviendas públicas en alquiler social. Estos datos 
sugieren que la vivienda no es una prioridad para los sistemas de bienestar mediterráneos y que 
la forma de provisión de vivienda en ellos se basa, en esencia, en el mercado de la vivienda. 
Históricamente, la estrategia del modelo español de vivienda social ha consistido en promover 
el acceso a vivienda en propiedad a los hogares de rentas medias y bajas, en lugar de ofrecer 
una solución habitacional basada en el alquiler y en una oferta pública de vivienda municipal.  

Por un lado, España carece de vivienda social. Por otro, el mercado inmobiliario español se 
ha expandido tanto en términos de ventas, como de precios de alquiler en las últimas décadas. 
Si bien la crisis de 2008 dio lugar a una cierta estabilización de los precios, esto atrajo a inversores 
de capital global que aprovecharon las nuevas oportunidades que presentaba la nueva 
economía de plataforma basada en marcos tecnológicos y de venta online, como Airbnb. Como 
resultado, los alquileres aumentaron un 49,3% entre 2014 y 2019, el valor de los inmuebles 
aumentó un 12,5% y el gasto de los hogares en mantenimiento aumentó un 7,9%. Los salarios 
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medios, sin embargo, aumentaron solo un 9,1% (EAPN, 2020). Esto implica, por tanto, que el 
41% de los hogares españoles gastan más del 30% de sus ingresos en la vivienda, lo que se 
considera una sobrecarga del coste de la misma. 

5.2. Acceso de los niños y niñas a la vivienda 

La pobreza infantil -y, de hecho, la pobreza en general- puede agravarse o mitigarse a través 
de la vivienda. En concreto, la vivienda está vinculada a la pobreza a través de un conjunto de 
diferentes variables que se relacionan con su asequibilidad (costes de la vivienda y pobreza 
energética), el acceso a una vivienda digna (condiciones de la vivienda, habitabilidad, 
hacinamiento) y la inseguridad de la vivienda. 

Asequibilidad de la vivienda 

Costes de la vivienda. Estos costes recogen desde el coste de acceso a la vivienda, como la 
morosidad en los pagos de la hipoteca o el alquiler y la sobrecarga de los costes de la vivienda 
en los ingresos familiares, hasta los costes de los suministros (energía y agua), que pueden 
conducir a la pobreza energética. En el contexto español, con un parque de viviendas públicas 
muy reducido, el impacto del mercado inmobiliario en los precios de la vivienda es significativo, 
dado que los costes de la vivienda pueden inducir a la pobreza. Como muestra la Tabla 5.1, el 
impacto de la escasa oferta de vivienda pública en España incrementa el riesgo de pobreza por 
la sobrecarga de los costes de la vivienda de forma dramática, tanto en lo que se refiere a la 
vivienda en propiedad (47,6%) como al alquiler (59%).  

Tabla 5.1. Porcentaje de niños que viven en hogares con sobrecarga del 
coste de la vivienda por tenencia de la vivienda y riesgo de pobreza (2019) 

Tenencia de la vivienda 
Sobrecarga del coste de la 

vivienda 

Propiedad de la vivienda sin 
hipoteca o préstamo de 
vivienda pendiente 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO 0.0% 

SÍ 2.2% 

Total 0.5% 

Propiedad de la vivienda, con 
hipoteca o préstamo 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO 5.2% 

SÍ 47.6% 

Total 12.2% 

Viviendas de alquiler a precio 
de mercado 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO 15.5% 

SÍ 59.0% 

Total 36.5% 

Viviendas de alquiler a precio 
reducido 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO 6.7% 

SÍ 15.6% 

Total 13.6% 
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Vivienda de alquiler gratuita 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO n.a. 

SÍ n.a. 

Total n.a. 

Total 

Hogar en riesgo de pobreza 

NO 5.0% 

SÍ 35.8% 

Total 13.5% 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

Como se muestra en la Tabla 5.2, la sobrecarga del coste de la vivienda tiene una marcada 
relevancia para los niños que viven en familias monomarentales (33,2%), seguidos a gran 
distancia por los hogares con 3 o más hijos (15,1%)20. 

Tabla 5.2. Porcentaje de niños con sobrecarga de costes de vivienda por 
tipo de hogar (2019) 

Tipo de vivienda 
Sobrecarga del coste de 

la vivienda 

Persona sola con niños dependientes 33.2% 

Dos adultos con un niño dependiente 10.5% 

Dos adultos con dos niños dependientes 12.4% 

Dos adultos con tres o más niños dependientes  15.1% 

Otros hogares con niños 9.0% 

Total 13.5% 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

La sobrecarga del coste de la vivienda tiene un impacto particular en los niños y niñas que 
viven en hogares menos favorecidos, un impacto que es el segundo después de la composición 
del hogar. Como muestra la Tabla 5.3, el 56,4% de los niños y niñas que viven en hogares que se 
encuentran en el primer decil de ingresos sufren una sobrecarga del coste de la vivienda. 

 

 

 

 

 

 
20 Desde una perspectiva de género, también es importante destacar que el 42,9% de los hogares encabezados por una madre 

soltera están en riesgo de pobreza (Save the Children, 2019), una señal de las vulnerabilidades superpuestas para los niños que viven 
en estos hogares que tienen un impacto en su educación, tiempo libre, nutrición y bienestar. 
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Tabla 5.3. Porcentaje de niños en hogares en riesgo de pobreza y 
sobrecarga del coste de la vivienda por deciles de ingresos (2019) 

Decilas de ingresos 1ºt 2º 3º 4º 5º 6º 7º 8º 9º 10º Total 

% de niños en riesgo de pobreza 
y sobrecarga de los costes de la 
vivienda 

56.4 33.7 31.0 7.3 12.2 0.0 0.0 0.0 0.0 0.0 35.8 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

Por último, es crucial mencionar las importantes variaciones existentes en España. Como 
muestra la Tabla 5.4, la media regional de riesgo de pobreza y sobrecarga de costes es bastante 
elevada (35,8%). Oscila entre el 53,8% en el País Vasco y el 13,2% en la Ciudad Autónoma de 
Ceuta. Sin embargo, estas diferencias territoriales no pueden explicarse únicamente a través del 
PIB o de los precios del mercado inmobiliario. Más bien son el resultado de un conjunto de otras 
variables, como la estructura urbana de cada territorio, el número de inmigrantes, la 
disponibilidad de viviendas baratas en las zonas periféricas, la densidad demográfica de las zonas 
rurales y las políticas sociales, entre otros factores. 

 

Tabla 5.4. Porcentaje de niños y niñas en hogares en riesgo de pobreza y 
sobrecarga del coste de la vivienda por región (2019) 

Región 

% niños y niñas en riesgo de pobreza y sobrecarga de 
costes de vivienda 

  

País Vasco 53.8% 

Comunidad de Madrid 53.8% 

Islas Baleares 53.5% 

Cataluña 50.3% 

Asturias 47.4% 

Ciudad Autónoma de Melilla 44.1% 

Navarra 43.4% 

Islas Canarias 38.5% 

Comunidad Valenciana 37.0% 

Cantabria 32.9% 

La Rioja 32.8% 

Castilla y León 31.9% 

Andalucia 25.6% 

Murcia 23.6% 
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Galicia 23.3% 

Extremadura 23.1% 

Aragón 21.4% 

Castilla-La Mancha 18.6% 

Ciudad Autónoma de Ceuta 13.2% 

Total 35.8% 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

La pobreza energética se ve afectada por tres factores determinantes: la insuficiencia de 
ingresos, la ineficiencia energética de la vivienda y el coste de la energía. La pobreza energética 
puede repercutir en la salud; en la privación material que obliga a las familias a elegir entre la 
calefacción y la comida (o la calefacción y el material escolar); en el absentismo escolar o el bajo 
rendimiento educativo de los niños y niñas; en la reducción de las relaciones sociales; y en las 
oportunidades educativas y laborales de los adultos (Cruz Roja, 2018). 

La pobreza energética afecta a muchos hogares en España, sobre todo en un contexto de 
postcrisis, pero su impacto es mayor para los que ya son más vulnerables: los hogares con tres 
o más hijos, las familias monomarentales y los hogares de inmigrantes se encuentran entre los 
que experimentan mayores dificultades. En la ciudad de Barcelona, por ejemplo, el 15% de los 
hogares no puede permitirse mantener una temperatura adecuada dentro de sus casas y el 
13,4% ha retrasado el pago de sus facturas de energía. Estas cifras se elevan al 35% y al 29% 
respectivamente en El Raval, uno de los barrios más desfavorecidos de Barcelona.  

Las principales estrategias utilizadas por los hogares para hacer frente a estos costes son 
reducir su consumo de energía y soportar el frío, reducir su consumo de bienes y servicios para 
pagar las facturas de energía, retrasar el pago de estas facturas o enchufarse a la red 
ilegalmente, lo que conlleva un alto riesgo de lesiones e incendios (Enginyeria Sense Fronteras, 
2020). En este sentido, Save the Children destaca la complejidad de los programas de lucha 
contra la pobreza energética y su escaso efecto sobre la pobreza infantil y la vivienda (entrevista 
con una ONG). 

Acceso a una vivienda digna 

Según la ECV realizada por el Instituto Nacional de Estadística (INE), el porcentaje de 
personas que viven en viviendas deficientes en España se redujo del 20,6% al 15,9% entre 2004 
y 2018. Sin embargo, los datos muestran una correlación directa entre el nivel de ingresos y las 
condiciones de la vivienda, ya que el 10% de los participantes con los ingresos más bajos viven 
en hogares precarios (26,1%). 

 Condiciones de la vivienda. Esta variable incluye la vivienda subestándar/inadecuada, las 
malas condiciones de la vivienda o la falta de habitabilidad, la humedad, el mal mantenimiento, 
la mala calidad de los materiales y las instalaciones, la falta de servicios públicos modernos, etc. 
Asimismo, la habitabilidad se entiende como la calidad mínima aceptable que debe tener una 
vivienda en cuanto a su construcción, equipamiento, calidad estructural y servicios para ser 
considerada segura (Eurofound, 2016).  

Como muestra la Tabla 5.5, el porcentaje de niños y niñas que viven en hogares en riesgo de 
pobreza y exclusión social que se enfrentan a problemas de habitabilidad es muy superior al de 
los niños de hogares que no están en riesgo de pobreza. Esta relación es válida para todos los 
tipos de problemas de habitabilidad (en particular los relacionados directamente con el edificio, 
es decir, "temperatura no adecuada", "viviendas con goteras" y "sin luz adecuada"). 
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Tabla 5.5. Porcentaje de niños y niñas que viven en hogares con 
problemas de habitabilidad de la vivienda por tenencia de la vivienda y 

riesgo de pobreza (2019) 

Tenencia de la vivienda 

Habitabilidad de la vivienda 

Temperatura 
no adecuada 

Hogares 
con 
goteras 

Sin una 
iluminación 
adecuada 

Ruido 
Contamin
ación 

Vandalism
o 

Propiedad de la 
vivienda (sin 
hipoteca o 
préstamo de 
vivienda 
pendiente) 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 1.3% 9.7% 3.4% 12.5% 7.7% 9.3% 

SÍ  13.5% 17.7% 9.8% 9.8% 7.5% 12.3% 

Total 3.8% 11.3% 4.7% 11.9% 7.7% 9.9% 

Propiedad de la 
vivienda, con 
hipoteca o 
préstamo 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 2.4% 12.9% 4.7% 11.8% 9.7% 11.0% 

SÍ 13.8% 21.7% 4.7% 13.7% 7.0% 13.1% 

Total 4.3% 14.3% 4.7% 12.1% 9.2% 11.4% 

Viviendas de 
alquiler a precio de 
mercado 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 6.8% 16.9% 7.1% 21.4% 12.2% 9.1% 

SÍ 29.6% 23.1% 9.0% 14.7% 7.6% 11.3% 

Total 17.8% 19.9% 8.0% 18.2% 10.0% 10.2% 

Viviendas de 
alquiler a precio 
reducido 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 4.2% 43.4% 1.2% 30.4% 37.6% 25.3% 

SÍ 49.1% 39.9% 15.5% 30.5% 18.7% 25.8% 

Total 39.0% 40.7% 12.3% 30.5% 22.9% 25.7% 

Vivienda de 
alquiler gratuita 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 3.3% 9.4% 3.4% 10.1% 8.0% 6.6% 

SÍ 23.6% 21.0% 12.3% 13.7% 19.0% 19.2% 

Total 11.0% 13.8% 6.8% 11.5% 12.2% 11.4% 

Total 

Hogar en 
riesgo de 
pobreza 

NO 2.8% 12.7% 4.6% 13.5% 9.7% 10.2% 

SÍ 23.6% 23.0% 8.9% 14.9% 9.4% 14.0% 

Total 8.5% 15.5% 5.8% 13.9% 9.6% 11.2% 

Fuente: Encuesta de Condiciones de Vida, INE, 2019. 

 

A la hora de analizar el acceso de los niños a una vivienda digna hay que tener en cuenta 
otras dimensiones: 
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● El hacinamiento, que puede medirse de diferentes maneras. Entre ellas, se tiene en 
cuenta la edad de los residentes, la disponibilidad de espacio por persona y la presencia 
de varias familias que comparten una misma vivienda. Sin embargo, organismos 
internacionales como Eurostat o la OCDE consideran que una persona vive en situación 
de hacinamiento cuando su vivienda no cuenta con al menos las siguientes 
especificaciones: un dormitorio por hogar; un dormitorio por pareja; un dormitorio por 
persona soltera de 18 años o más; un dormitorio por 2 personas solteras del mismo sexo 
de entre 12 y 17 años; un dormitorio por cada persona soltera de 12 a 17 años que no 
esté incluida en esta última categoría; y un dormitorio por 2 niños menores de 12 años 
(OCDE, 2015). 

● El entorno construido, que incluye cuestiones como la seguridad (percibida y real), 
espacios públicos y parques infantiles decentes y el acceso a servicios, instalaciones y a 
otras partes de la ciudad (esto es lo que se entiende por vivir en un entorno no 
segregado). 

● Las condiciones subjetivas de la vivienda se refieren a los elementos cognitivos y de 
percepción relacionados con la satisfacción, la alegría de vivir, la autonomía, la 
seguridad o el control sobre el uso de la vivienda y el entorno construido.  

Inseguridad en la vivienda 

La exclusión de la vivienda se refiere a factores que tienen un origen social, económico y 
físico. La inseguridad habitacional, vinculada a las dimensiones de la asequibilidad de la vivienda, 
implica que los niños y niñas deban abandonar su hogar por una situación de emergencia. Según 
las organizaciones de la sociedad civil movilizadas contra las ejecuciones hipotecarias, en España 
se han producido más de un millón de desahucios desde 2008 por el impago de las hipotecas.21 

Hay muchas razones por las que los niños y niñas pueden verse privados del apoyo moral y 
material que necesitan para su supervivencia y su desarrollo emocional, social y cognitivo. 
Además de los evidentes problemas derivados del inadecuado cumplimiento de los deberes por 
parte de los padres o tutores, o de la violencia de género, la amenaza de perder su vivienda (por 
un desahucio, por la finalización de un contrato de alquiler o por la okupación de un piso) 
constituye una de las amenazas más graves (Martínez Goytre et al., 2020, 21; Martínez Muñoz 
et al., 2016). Según los autores del informe Cuando la casa nos enferma (Provivienda, 2019), los 
cambios en el entorno de la vivienda tienen un claro impacto en el bienestar y la salud de los 
niños y niñas, ya que pierden un entorno donde antes tenían referencias sociales estables. 

Esta situación de inseguridad habitacional es especialmente difícil para los niños, niñas y 
adolescentes no acompañados que han viajado solos desde otros países a España y que no 
tienen a sus familias con ellos. España es una sociedad centrada en la familia y es evidente que 
la falta de apoyo familiar coloca a los niños y niñas en una posición de desventaja, al no contar 
con redes de apoyo informales (Provivienda, 2019). En estas situaciones, el apoyo institucional 
es la solución más común, aunque los niños y niñas de origenes migrantes no acompañados que 
han crecido en el cuidado institucional tienden a enfrentar mayores dificultades para acceder a 
la vivienda una vez que llegan a la edad adulta. 

5.3. Vivienda y niños vulnerables 

Comunidad gitana 

En 2019, el 46% de la población gitana española vivía en una situación de privación extrema, 
un porcentaje que se eleva al 89% en el caso de la pobreza infantil (frente al 29% de la población 
española en general). Esta elevada tasa de vulnerabilidad es estructural y está relacionada con 

 
21 https://afectadosporlahipoteca.com/2020/01/28/desde-2008-se-han-producido-1-002-000-desahucios/. 

https://afectadosporlahipoteca.com/2020/01/28/desde-2008-se-han-producido-1-002-000-desahucios/
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la educación y la vivienda (Fundación Secretariado Gitano, 2019). Aunque la situación de la 
vivienda ha mejorado en los últimos años gracias a las viviendas sociales que se dirigen a los 
grupos más desfavorecidos, 9.000 familias gitanas siguen viviendo en infraviviendas, incluidas 
2.000 familias que viven en chabolas (Fundación Secretariado Gitano, 2016). 

Niños y niñas de origen migrante 

Un gran número de niños y niñas de origen migrante que viven actualmente en España (20%, 
o 147.000 en total) están indocumentados. La mitad de ellos son menores de 10 años y, de ellos, 
el 40% son menores de 5 años. Esto implica problemas relacionados con las barreras 
burocráticas para acceder a las medidas de protección social, como los programas de renta 
mínima o los planes de ayuda a la vivienda. Se espera que las consecuencias de la COVID-19 
tengan un impacto especial en estos hogares vulnerables e indocumentados, que a menudo 
dependen de los salarios vinculados a trabajos no cualificados e informales.22  

Niños y niñas en instituciones 

Existen problemas estructurales en relación con las condiciones de vida de los niños y niñas 
acogidos en instituciones, como la escasez de materiales e instalaciones. En teoría, las 
instituciones deberían satisfacer todas las necesidades de los niños y niñas a su cargo. Sin 
embargo, en la práctica, los niños y niñas que reciben este tipo de cuidados suelen enfrentarse 
a la violencia y a la falta de un entorno propicio. El aislamiento que a menudo experimentan 
estos niños y niñas se ha visto exacerbado por las medidas de cierre en respuesta a la pandemia 
del COVID-19. 

Niños y niñas sin hogar  

Los niños y niñas sin hogar incluyen a los que viven en hogares amenazados de desahucio y 
a los que están acogidos temporalmente en un alojamiento público, del TSAS o en casa de 
amigos o familiares. También es relevante la definición que ofrece el informe Children Rough 
Sleepers (CRS), que define de forma amplia una "situación de calle" para los niños que incluye 
"no sólo a los jóvenes que en algún momento se escapan y pasan una o varias noches fuera de 
su casa o de un centro de protección, sino también a los niños y niñas cuyas familias han sido 
desalojadas de sus hogares, a los menores que viven en un asentamiento con su familia, o en 
una casa compartida por más familias y que están en la calle todo el día porque no quieren o no 
pueden estar en su casa" (Díaz Vieco, 2015, 7).  

Los perfiles derivan de cuatro situaciones de las condiciones habitacionales de los niños y 
niñas: sin techo cuando duermen en la calle; sin casa cuando son acogidos en centros de 
protección o albergues; viviendo en viviendas insalubres o en barrios marginales; y en hogares 
inseguros cuando viven con el estrés de los largos procesos de desalojo. Los niños y niñas con 
mayor riesgo de quedarse sin hogar son los que viven conflictos familiares internos, los hijos de 
madres que han sufrido violencia de género, las jóvenes víctimas de redes de trata y explotación 
sexual, o los hijos e hijas de familias sin ingresos o con ingresos demasiado bajos para afrontar 
los gastos de alimentación y vivienda (Díaz Vieco, 2015, 7). De las 40.000 personas sin hogar 
atendidas por Cáritas en 2020, alrededor del 2,65% eran menores de 18 años, y el 18,6% tenían 
entre 18 y 29 años.23 

Conclusiones 

Al examinar la relación entre la vivienda y la pobreza infantil, los datos relativamente escasos 
disponibles para España sugieren que los niños y niñas más vulnerables son los que viven en los 

 
22 https://www.savethechildren.es/actualidad/informe-aniversario-covid-19. 

23 https://www.caritas.es/noticias/caritas-alerta-de-que-la-covid-19-ha-disparado-un-25-la-demanda-de-plazas-para-personas-sin-
hogar/. 

https://www.savethechildren.es/actualidad/informe-aniversario-covid-19
https://www.caritas.es/noticias/caritas-alerta-de-que-la-covid-19-ha-disparado-un-25-la-demanda-de-plazas-para-personas-sin-hogar/
https://www.caritas.es/noticias/caritas-alerta-de-que-la-covid-19-ha-disparado-un-25-la-demanda-de-plazas-para-personas-sin-hogar/
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barrios más desfavorecidos, a menudo segregados, y que a menudo carecen del capital social y 
de los recursos para hacer frente a las consecuencias de vivir en la pobreza. Aunque esto se 
aplica principalmente a las ciudades (por razones demográficas), también existe un riesgo de 
pobreza en relación con la vivienda en las ciudades pequeñas y en los entornos rurales, un riesgo 
que a veces es más difícil de detectar como resultado de los limitados recursos institucionales, 
la mayor vulnerabilidad y la frecuente movilidad residencial. 

Los datos sobre la composición de los hogares muestran que los hogares con más niños y 
niñas y menos adultos tienen mayores tasas de pobreza (AROPE). Según los datos de la encuesta 
sobre las condiciones de vida (ECV), la tasa media de pobreza es del 25,3%, y se eleva al 33,5% 
en los hogares con más de un hijo a cargo y al 46,8% en los hogares monomarentales. Esto se 
refiere a menudo a los hogares monomarentales y de inmigrantes. Los hogares con personas de 
origen migrante también son especialmente vulnerables a la pobreza, con tasas de pobreza del 
46,2% para los ciudadanos de la UE y del 54,2% para los no comunitarios, frente a una media 
del 21,7% para los hogares españoles.  

Los elevados y crecientes costes de la vivienda constituyen un factor importante en la lucha 
de estas familias por satisfacer las necesidades de sus miembros, especialmente de sus hijos e 
hijas. La GIE constituye una oportunidad para desarrollar iniciativas que ayuden a las familias 
vulnerables con hijos e hijas, así como a los niños, niñas y adolescentes no acompañados, a 
cubrir sus necesidades de vivienda, contribuyendo a que esos niños y niñas puedan desarrollar 
todo su potencial. 
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6. CONSIDERACIONES FINALES 
En conjunto, el análisis de la situación de las familias vulnerables y las conclusiones de todos 

los sectores de política pública cubiertos por la GIE confirman la necesidad de centrarse de forma 
urgente en estos niños y niñas y familias para defender su derecho a un desarrollo social y 
económico equitativo. 

Con respecto al problema general de la pobreza infantil, este informe señala el impacto de 
la pobreza multidimensional, que va mucho más allá de la falta de ingresos para incluir toda una 
serie de privaciones, a menudo vinculadas a otras características de los niños o niñas o de la 
familia que incrementan la vulnerabilidad. En este diagnóstico se sostiene que la GIE debería 
aspirar a equilibrar la salvaguarda de los derechos básicos de todos los niños, niñas y 
adolescentes en situaciones difíciles, prestando una especial atención a aquellos que se 
encuentran en una situación especialmente vulnerable. 

El análisis desarrollado en este informe revela que los niños y niñas menores de tres años 
más vulnerables están especialmente desfavorecidos en cuanto al acceso a la educación infantil 
y atención a la primera infancia (ECPI). Los autores sugieren que los esfuerzos para mejorar los 
servicios de ECPI en España se centren en su calidad, así como en su alcance, prestando especial 
atención a los niños y niñas vulnerables que carecen de acceso a los servicios de ECPI que son 
vitales para su futuro desarrollo y bienestar. 

Aunque el acceso a la educación obligatoria es universal en España, la experiencia de los 
niños y niñas en la escolarización suele estar condicionada por la naturaleza de la oferta 
educativa y por su propia vulnerabilidad. Los autores exponen la preocupación de que la 
escolarización en España, que debería desempeñar un papel clave en la equidad y la cohesión 
social, es muy a menudo, en realidad, la reproducción de las desigualdades. Piden que se 
eliminen dos barreras fundamentales que alejan a una parte importante de los niños y niñas de 
la educación: la segregación de la escolarización (con grupos de niños y niñas agrupados en 
determinadas escuelas) y el uso de la repetición de curso como forma de abordar el bajo 
rendimiento. El desarrollo de iniciativas que proporcionen apoyo educativo a los niños, niñas y 
adolescentes vulnerables sería una contribución significativa para ayudarles a alcanzar su pleno 
potencial. 

En cuanto a la salud y nutrición infantil, el informe confirma que los servicios sanitarios 
generales son gratuitos para todos los niños y niñas menores de 15 años en España, y el 
porcentaje de niños y niñas que no pueden acceder a dichos servicios es bastante bajo. Sin 
embargo, una vez más, existen disparidades entre los grupos de ingresos y además los niños y 
niñas de origen migrante o de comunidades gitanas tienen más probabilidades de tener 
necesidades de atención sanitaria no cubiertas, especialmente en las áreas de salud dental, 
oftalmológica y mental. Dadas las considerables desigualdades sanitarias que afectan a los 
niños, niñas y adolescentes vulnerables, los autores abogan por darles prioridad en el acceso a 
los servicios sanitarios.  

Por último, el análisis concluye que la situación de la vivienda en España se ha deteriorado 
en las últimas décadas. Las viviendas públicas representan sólo una pequeña parte del parque 
de viviendas disponible en el país y los aumentos salariales no son capaces de seguir el ritmo del 
incremento en el precio de la vivienda. Los autores reconocen que se trata de un problema grave 
para los niños y niñas, dado el fuerte vínculo existente entre la calidad y la seguridad de su 
vivienda y los niveles de pobreza infantil y exclusión social. Los autores abogan por el desarrollo 
de iniciativas que garanticen el acceso a una vivienda adecuada para los niños, niñas y 
adolescentes como una de las formas más eficaces de abordar la pobreza y la exclusión social. 

Este diagnóstico prevé que la implantación de la GIE en España será compleja. Ninguna 
intervención o agente por sí solo puede esperar abordar las numerosas necesidades de los niños 
y las niñas, que son multidimensionales e interrelacionadas entre. El potencial de la GIE para 
convertirse en un punto de inflexión para los niños y niñas más vulnerables y sus familias 
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dependerá de su alcance a través de múltiples áreas programáticas y de la acción colectiva de 
los actores en todos los niveles, desde los ministerios hasta las organizaciones de base. 


